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I. EL PROCESO DE INTEGRACIÓN EUROPEA Y EL NACIMIENTO DE LA UNIÓN EUROPEA

TEMA 1 ( EL PROCESO DE INTEGRACIÓN EUROPEA


1) ANTECEDENTES 

A). Antecedentes remotos.

Políticamente, la idea de Europa se remonta al Imperio Romano. El Imperio Carolingio y el Sacro Imperio Romano Germánico perpetúan también la misma idea. 

B). Antecedentes próximos.
Entre los movimientos que surgen a partir de la I GM,  básicamente nos interesa:

El movimiento pan-europeo, con alguna concreción de proyecto para una unión pan-  europea, con un Parlamento europeo, un Tribunal federal pan-europeo y un gobierno europeo que no tuvo concreción práctica real, ya que, se quedó en simple proyecto.

Y el movimiento asumido por el gobierno francés, impulsado por Aristide BRIAN, en 1928, en un discurso en la SN en el que propuso la creación de una UE vinculada a la propia SN. Se trataba de crear una unión federal en la que se respetaran la soberanía de los estados miembros.

Estos intentos se producen en un contexto extraordinariamente agitado, sumido el mundo en una gran crisis tanto económica como política. Es la época de la gran depresión de 1929 y en lo político se da una crisis enorme que conducirá a los regímenes de carácter totalitario, tanto el nazi en Alemania y Austria, como las revoluciones bolcheviques y los regímenes comunistas del este de Europa. Por tanto, bajo estas circunstancias, estos proyectos difícilmente podían tener éxito.

Pero el intento más destacado de creación de una unión política europea fue en el Congreso Europeo de La Haya de 1941 en el que hubo dos posiciones:

* 
La anglosajona que pretendía obtener el objetivo de unificación a través de la cooperación entre los diversos gobiernos, pero sin crear estructuras comunes excesivamente rígidas.

* 
Y la francesa o continental que sí pretendía la creación de estructuras  unitarias entre los estados, de carácter más sólido, con poderes mucho más efectivos que en el caso anterior.

El éxito de la corriente anglosajona, radicó en la creación del Consejo de Europa y en la Convención Europea de Derechos Humanos que es quien da pie al Consejo, y es fruto de esta concepción anglosajona de cooperación intergubernamental en materia de unificación europea, es decir, crear un espacio de cooperación en el territorio europeo, a través de la cooperación entre los diversos gobiernos.

También se dan otros proyectos que tuvieron éxito, como son: la Organización Económica Europea que fue la encargada de administrar y gestionar el Plan Marshall y que, posteriormente, en 1960, dio lugar al nacimiento de la OCDE., y en esa misma época, en los años 1941-43, surge el proyecto de integración regional del Benelux que es una unión   aduanera de Bélgica, Holanda y Luxemburgo.

Pero en esta estrategia inicial de unificación hubo también proyectos que fracasaron, y  de estos fracasos va surgiendo la idea de la Comunidad Europea actual.

Fracasaron concretamente:

La Comunidad Europea de Defensa, creada en 1952 por un tratado, que llegó a firmarse, y que pretendía la integración de los ejércitos de los países europeos, incluido el alemán. No olvidemos que solo 7 años antes los mismos ejércitos que ahora pretendían unificarse se estaban combatiendo mutuamente en la II Guerra Mundial. La finalidad no era otra que intentar controlar o disolver el ejército alemán, al que se consideraba inevitable. Esto no obstante, se firmó el tratado con muchas reticencias, hasta el punto de que luego nadie lo ratificó y se murió de inanición.

La Comunidad Política Europea que se quedó en un simple intento. Se quería crear una autoridad política europea, con capacidad de decisión en el ámbito europeo, que tuviera el control de dos estructuras europeas que se iban a crear.

Pero la Comunidad Política Europea no se llegó a crear por reticencias de algunos países, especialmente Francia, y resultó un fracaso como la anterior, la de Defensa, entre otras razones, porque se afrontó la unificación de una manera excesivamente rápida y directa, y de forma demasiado política, inmediata. Y esta inmediatez llevó a su fracaso. A largo plazo, solo la CECA, tuvo éxito, hasta el punto que todavía existe hoy.

2)  LOS TRATADOS FUNDACIONALES
A). El Tratado de la CECA.

El proceso de la integración europea nace con la CECA, con la integración de unos sectores económicos concretos, el carbón y el acero, situándolos bajo una autoridad política común y gestión unitaria, con ello, al mismo tiempo se impedía la creación de una industria de guerra de un país para enfrentarse a los otros.

La creación de esta comunidad se halla contenida en un discurso pronunciado por el Ministro de Asuntos Exteriores francés, Robert SCHUMAN, bajo la inspiración de Jean MONNET, Comisario del Plan de Modernización de Francia, después de la II Guerra Mundial.

SCHUMAN, en el año 1950 decía textualmente: “Europa no se hará de golpe y en una construcción de conjunto sino que se hará a través de realizaciones concretas, creando primero una solidaridad de hecho. La puesta en común de las producciones del carbón y del acero asegurará de forma inmediata el establecimiento de bases comunes del desarrollo económico, primera etapa de la federación europea”.
La construcción europea empieza, pues, con la CECA que afecta a unos sectores limitados de producción, pero sus objetivos son la Federación Europea. En este sentido, la idea está muy clara para SCHUMAN, MONNET y para el resto de los gobiernos que participan en ella. 

En concreto, la idea de la progresividad se halla, pues, perfectamente clara en las bases de esta federación. 

Continua diciendo SCHUMAN en su discurso que: “La puesta en común de una producción de base y de la institución de una alta autoridad nueva, las decisiones de las cuales vincularán a Francia, Alemania y los países que se adhieran”. 

Está bastante claro, pues, que de hecho se hace para poner en común los sectores del carbón y del acero de Francia y Alemania y ello se nota aún hoy en día en el seno de las CCEE. Francia y Alemania constituyen el eje esencial básico de la Comunidad Europea. 

El primer objetivo era evitar una nueva guerra y así se explica quienes eran los primeros socios, Francia y Alemania. Y finaliza SCHUMAN: “Esta propuesta realizará las primeras bases de una Federación Europea, indispensable para el mantenimiento de la paz”. 

Otra vez la idea de que se trata de un primer paso de un proyecto a largo plazo, cuya finalidad es el mantenimiento de la paz en Europa.

En este primer momento se adhieren Francia, Alemania, Italia y el Benelux. De aquí nace una primera Comunidad de seis socios que son los fundadores de la Comunidad Europea. Se estructuró, desde el primer momento, sobre dos ideas esenciales:

a). Crear un ámbito europeo de libre circulación en estos sectores económicos. Dentro de los seis países, los productos, los trabajadores y los servicios de estos sectores pueden circular libremente y a la vez se tiene una gestión común. Y para asegurar todo esto se crean unas instituciones comunes a los seis países:

Una Asamblea Parlamentaria, entonces elegida por los Parlamentos de los seis países.

Un Tribunal de Justicia.

Y el Consejo de Ministros formado por representantes de los gobiernos de los seis estados.

Si se hubiera quedado aquí la cosa, hubiera sido una organización internacional más. Lo que es una novedad es la creación de otra institución, la Alta Autoridad que, más tarde, se convertirá en la Comisión. Se trata de una autoridad política independiente de los estados. Esa es la gran novedad.

Tenemos, por tanto, la creación de una Comunidad económica, de carácter limitado, para gestionar la cual se crean una serie de instituciones entre las que destaca una “Alta Autoridad” de carácter independiente de los estados.

Esta misma estrategia se extendió luego a otros ámbitos, vistos los dos primeros fracasos iniciales, y nacieron dos comunidades más, pero con la misma estrategia, es decir, creando una solidaridad de hecho entre los países como paso previo para llegar a cotas superiores de integración política como:

· La Comunidad Económica Europea.

· Y la Comunidad Europea de la Energía Atómica o EURATOM.

Se trata de dos tratados firmados el mismo día, en el mismo lugar y por los mismos países, en Roma el 25 de Marzo de 1957. Y aunque son dos tratados, en realidad se trata de uno solo, siendo ello debido a la sospecha existente de que Francia no ratificaría el tratado del EURATOM y por ello se dividió en dos para tratar de salvar el aspecto más general del acuerdo. Luego no fue así, Francia lo ratificó y hoy existen tres comunidades, se puede decir que casi por casualidad, que en realidad son dos, pero jurídicamente tenemos que hablar de tres comunidades.

b) La CEE y el EURATOM En línea con la CECA, se crea una unión aduanera, de carácter general en la CEE y en especial en Europa, que significa que en los países que pertenecen a ella los productos pueden circular libremente sin barreras físicas o aduaneras. Desaparecen los derechos aduaneros. Y, además, esta comunidad actúa como una unidad frente al exterior, es decir, desaparecen las fronteras interiores y se constituye una frontera única frente a terceros.

A su vez, en el interior de la Comunidad se proclama la libre circulación de los factores de producción: * Personas o trabajadores * mercaderías * capitales *  y servicios.

Obsérvese que hemos dicho que se proclama, lo cual no significa que se consiga o que sea efectiva. De hecho no lo será hasta la plena realización del mercado interior en el año 1992. Esta es una línea de evolución de la CE que ha tendido desde el primer momento a hacer efectiva la libre circulación de mercaderías, primero, y de capitales y personas, después.

Estos tratados entraron en vigor el 1 de Enero de 1958 y para conseguir sus fines y llevar a cabo su gestión crean sus instituciones comunes siguiendo el mismo esquema institucional que la CECA, con un solo cambio que es más nominal que real: la “alta autoridad” se llama ahora “Comisión”, pero la sustancia es exactamente la misma, se trata de un órgano independiente de los estados que encarna el interés común.

Con esto ya tenemos a las tres Comunidades Europeas. 

Al hablar de CE nos estamos refiriendo siempre a ellas, y esto llega así hasta nuestros días, con más cosas hoy, pero las tres continúan existiendo jurídicamente independientes, si bien las instituciones, finalmente, se unifican y son comunes, pues no hay tres Parlamentos, ni tres Comisiones, etc. sino que  solo hay para las tres. No obstante, estos órganos actúan separadamente en función del ámbito material de competencias de cada una de las tres Comunidades.

3) LAS SUCESIVAS AMPLIACIONES DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS
Veamos a grandes esta evolución en la que caben distinguir tres grandes ejes:

El primero es la ampliación territorial. Nació con seis socios, hoy son 15 y está previsto su ampliación a 25. 

En la declaración de SCHUMAN estaba previsto que a Francia y a Alemania, se  les incorporaran  nuevos socios, y de hecho se incorporaron Italia y el Benelux desde el principio.

La primera ampliación tuvo lugar en 1973 y en ella participaron Inglaterra, Dinamarca e Irlanda. Inglaterra había solicitado su ingreso en 1961, pero el veto del general De Gaulle se lo impidió hasta 1973. Y no entró en esta ampliación Noruega porque, pese a que el gobierno lo había solicitado formalmente, un referéndum entre su población echó para atrás el proyecto de ingreso.

La segunda ampliación fue en 1981 y en ella entró Grecia, una vez superado el régimen de los coroneles.

La tercera se produjo en 1985 y en ella entraron España y Portugal que lo habían solicitado en 1977 por lo que tuvieron que llevar a cabo ocho años de negociaciones.

Y la última en 1995 con la entrada de Austria, Finlandia y Suecia y repetición del caso Noruega, con nueva solicitud del gobierno y nueva negativa en el referéndum popular convocado al respecto.

Pero se trata de un proceso inacabado y está prevista su ampliación de los 15 miembros actuales a 25 de países del éste y Chipre. Con Turquía, después de muchos años se abrieron unas conversaciones preliminares para su ingreso y quizás con el tiempo podría llegar a ingresar. Otros  como Marruecos no cumple la condición básica de país europeo.  

Se plantea el problema de saber donde se establece el límite. Por la parte occidental no hay problema, pero por la parte oriental el límite geográfico teórico serían los Urales, pero Rusia se supone que es europea y aunque de momento no ha planteado su ingreso nada dice que en su día no lo pueda plantear y puede suponer un caso complicado a resolver.

De hecho ya se ha planteado un problema con Turquía que es mitad Europa y mitad 

de Asia, pero en la Comunidad no se entra por medios países y para entrar hay que ser europeos. En el fondo se trata de decisiones de tipo político.

El proceso, pues, cuantitativamente no se ha terminado. Probablemente llegarán a ser de 30 a 35 naciones. Y esto es importante no sólo porque no es lo mismo gobernar a seis países que a treinta y cinco, sino porque incide en el segundo eje o aspecto básico.

2º. Paralelo al punto anterior corren las transformaciones de carácter institucional. El funcionamiento actual tiene poco que ver con el inicial. No es lo mismo gobernar seis países que treinta, ni  200 millones de habitantes que 400.

Las reformas institucionales se producen en un doble sentido:

Para adecuar la estructura institucional y el funcionamiento de las Comunidades a las sucesivas ampliaciones territoriales y a las mayores funciones de las Comunidades, existe  una tendencia democratizadora del funcionamiento de las Comunidades, es decir, superar lo que se viene conociendo como “déficit democrático”.
Una de las condiciones para ingresar es que se tiene que tratar de estados democráticos. En cambio, la Comunidad no funciona democráticamente. De hecho para ingresar un nuevo miembro se precisa el voto unánime de los demás, lo cual imposibilita aún más el ingreso de Turquía mientras Grecia siga siendo miembro. Pero en cualquier caso, las ampliaciones y la búsqueda de democracia han originado una evolución cuyos pasos principales, en cuanto a las reformas institucionales, son:

· Que poco después de los tratados fundacionales, se dio la unificación de los ejecutivos a través del Tratado de Bruselas, llamado Tratado de Unificación Institucional, también conocido como Tratado de Fusión de los Ejecutivos, firmado el 6 de Abril de 1965. Unifica la Comisión, la Alta Autoridad y el Consejo de Ministros, de forma que manteniendo cada Comunidad su independencia jurídica, crean unas instituciones comunes. 

En los ámbitos parlamentario y  judicial la unificación ya se había conseguido en el Tratado de 1957, convenio especial por el que el Tribunal y la Asamblea parlamentaria serían las mismas que las de la CECA, por tanto, estaban unificadas desde el primer día.

* 
Otro paso importante de las reformas institucionales fue la elección directa de los representantes del Parlamento, Acta de 20 de Septiembre de 1976, que generó las primeras elecciones europeas en 1979. Ello significó pasar de una Asamblea de Representantes de los Estados enviados directamente por los respectivos Parlamentos sin ser elegidos, a un Parlamento de base electiva directa. Y ello, a su vez, provocó que el Parlamento Europeo quedara reforzado.

Esta reforma apunta a democratizar las instituciones comunitarias. El Parlamento asume más poder y mayor influencia en las estrategias de las Comunidades y es un motor más legitimado y con más peso para las mismas.

4) EL ACTA ÚNICA EUROPEA

Un tercer momento importante fue la aprobación del AUE de 1986, en vigor desde el 1º de enero de 1987. El  AUE pretendía reformar las instituciones comunitarias para adaptarlas a una Comunidad de 12 miembros (de hecho se había doblado) para ser más ágil.

Se amplió el voto por mayoría restringiendo la unanimidad, y además, se introduce más democracia porque se refuerzan los poderes del Parlamento a través de un procedimiento nuevo que es el de co-operación entre el Parlamento y el Consejo de Ministros.

En el seno de todas las Comunidades, los poderes no se reparten igual que en los estados miembros. En el seno de un estado, el poder legislativo corresponde básicamente al Parlamento y la función ejecutiva corresponde al gobierno. En las CCEE la potestad normativa equivalente no corresponde al Parlamento, corresponde al Consejo (antes llamado Consejo de Ministros) de composición gubernamental. 

La potestad ejecutiva corresponde al Consejo, quien la delega en la Comisión que es quien la ejerce.

El Parlamento, inicialmente, solo intervenía cuando se le consultaba, sin capacidad de decisión alguna, pero su papel ha ido creciendo paulatinamente, y de una manera especial desde que es elegido democráticamente. En el AUE, el Parlamento se asocia, a través del Consejo de Cooperación, al Consejo de Ministros de forma que algunas decisiones que antes podía tomar el Consejo de Ministros, ahora tiene que tomarlas a través de un procedimiento de cooperación.

Este proceso de cooperación se transforma en un proceso de concertación, de forma que el Parlamento interviene aún más en la capacidad normativa que está en manos del Consejo. Esto se da en el Tratado de Maastricht, que crea la Unión Europea. Por tanto, el Parlamento va adquiriendo más peso en la función normativa y presupuestaria.

5) EL TRATADO DE MAASTRICHT
El cuarto, el paso en la reforma institucional viene dado por el Primer Tratado de la Unión Europea, firmado en Maastricht el  de 7 de Febrero de 1992, que entró en vigor el 1 de Noviembre de 1993.

El Tratado de Maastrich reforma los tratados fundacionales. De hecho Maastricht representa dos cosas diferentes: Por una parte es el Tratado de Creación de la Unión Europea en sentido estricto, y por otra, el conjunto de reformas de los tratados originales, CECA, CEE y EURATOM.

Lo que hace el Tratado de Maatritch es introducir numerosísimas reformas en el funcionamiento de las CCEE para hacerlas más ágiles en su funcionamiento y para avanzar en su carácter democrático. A saber:

a). Se institucionaliza o se formaliza el Consejo Europeo que hasta entonces había tenido un funcionamiento de carácter informal. El Consejo Europeo, que no se debe confundir con el Consejo de Ministros, es el órgano que reúne, de forma regular y periódica a los Jefes de Estado y de Gobierno de los países miembros. Hasta Maastricht se reunían y tomaban decisiones que influían en el funcionamiento de las CCEE, pero no estaba formalizado. Maastricht lo formaliza e institucionaliza.

b). Se crea  el Comité de las Regiones como órgano consultivo, que da entrada en el proceso de decisión de las CCEE a las entidades territoriales de los estados miembros que tengan naturaleza estatal (CCAA, länder, etc.), pero también, y de aquí vienen sus problemas, a las entidades de carácter local, porque no todos los estados tienen una estructura de poder territorial descentralizada. Su funcionamiento es por ello algo irregular.

c). Se crea el Defensor del Pueblo como órgano comisionado del Parlamento.

d). Se reforman y aumentan los poderes del PE  en dos sentidos diferentes:

· En el Incrementando su capacidad de decisión en materia normativa, mediante el procedimiento nuevo de co-decisión con el Consejo.

· Estableciendo un inicio de control político sobre la Comisión. Las relaciones entre el Gobierno y el Parlamento se basan en la confianza del segundo sobre el primero. Y como contrapartida, el gobierno responde ante el Parlamento, lo cual significa que el Parlamento puede controlar al Gobierno.

Una cosa similar se empieza a establecer entre el Parlamento y la Comisión, introduciendo una investidura muy “light”, un mecanismo que recuerda la investidura sin serlo, y posibilitando una censura del Parlamento a la Comisión.

Por tanto, se puede decir que Maastricht introduce algún elemento del funcionamiento parlamentario democrático en las instituciones de las CCEE.

e). Se amplia más el voto por mayoría.

f). Se crea, finalmente, la Unión Europea como tal. 

La Unión Europea es la suma de las tres CCEE que ya existían y que el Tratado de Maastricht modifica, más los dos pilares de cooperación intergubernamental. 

Dos formas de cooperación se dan entre los estados miembros:
· La Política Exterior y de Seguridad Común, “PESC”
· Y la Cooperación en Asuntos de Justicia y Asuntos de Interior, “CAJAI”
Ambos son conocidos con el nombre genérico de “pilares de cooperación intergubernamental”.

Lo que aquí ha de  quedar muy claro es que la Unión Europea es la suma de estas dos cosas y que la Unión Europea no tiene personalidad jurídica propia. No es un sujeto de Derecho Internacional. En cambio,  si lo son las Comunidades Europeas. 

Tampoco lo son los “pilares de cooperación intergubernamental”, ya que son métodos de relación estable, consolidadas y permanentes entre los diversos estados miembros, que tienen una estructura propia, como por ejemplo “Mr. PESC” que es la persona que encarna o visualiza la cooperación intergubernamental en materia de asuntos exteriores, no de la Comisión, que tiene su propio comisario, sino del Consejo o del conjunto de la Unión a través del pilar de “cooperación intergubernamental”.
Lo que hace Maastricht, pues, es crear la estructura nueva de la Unión Europea como la suma de estas dos cosas y éste es un avance institucional de primerísima categoría.

5) EL TRATADO DE ÁMSTERDAM

El Tratado de Ámsterdam continua con la misma estructura de Maastricht, no se producen grandes reformas, aunque sí pequeños cambios para reforzar la estructura de la cooperación intergubernamental. 

La estructura de la UE se basa en tres pilares básicos:

* El comunitario formado por las tres comunidades.

* Y los dos pilares de cooperación intergubernamental: PESC Y CAJAI

El T. de Ámsterdam lo que hace es reforzar los dos pilares e integrarlos en parte en las Comunidades, específicamente en la económica, es decir, decisiones que se tomaban en esos ámbitos concretos pasarlos a las Comunidades, y parece que se va a continuar por este camino.

Se amplían, además, los poderes del Tribunal de Justicia de las CCEE, especialmente en materia de control de la efectividad de los derechos fundamentales reconocidos en el ámbito comunitario y se producen pequeños retoques en las instituciones, especialmente en la Comisión.

El proceso de parlamentarización de la Comisión se inició en Maastricht y continúa y se refuerza en Ámsterdam.

Desde el punto de vista institucional, Ámsterdam es relativamente poca cosa porque no pudo cerrar los grandes temas pendientes de referencia y que son necesarios para las ampliaciones futuras de las CCEE. Las nuevas ampliaciones pasarán, en un plazo relativamente corto, de 15 a 25 o 30 miembros en ampliaciones futuras  y en estos momentos la Comunidad no está preparada para ello. La gran reforma sigue pendiente, se discutió en Biarritz y se ha aplazado su resolución hasta la Convención de y CIG de 2004.

Hay dos grandes temas que son los más problemáticos para un acuerdo:

El Consejo, la ponderación de los votos de los diferentes países. Es decir, cuanto pesan los 80 millones de alemanes frente a los 14 millones de holandeses, por ejemplo. Parece que hay un principio de acuerdo al respecto sobre la existencia de un país especial, Alemania, 3 grandes países, Francia, Inglaterra e Italia y a continuación vendría España como país intermedio. Esto afectará a España que en estos momentos posee ocho votos frente a los 10 que tienen los otros grandes países y 5 de que disponen los pequeños. Es un intermedio y el debate se centra también en como orientar esta reforma.

En el propio Consejo hay una cuestión importante cual es el saber que decisiones hay que tomar por mayoría y cuales por unanimidad.

En estos momentos se toman decisiones por unanimidad, por mayoría ponderada y por mayoría simple. La prevista como normal en los Tratados es la mayoría simple, pero la que más se está utilizando es la mayoría ponderada, con un remanente importante de decisiones por unanimidad.

Para facilitar el funcionamiento del Consejo que en el futuro tendrá un número considerablemente mayor de miembros, se pretende aumentar las decisiones por mayoría y disminuir las de unanimidad. Y sobre ello no hay todavía un acuerdo y resultará difícil que lo haya. 

En cuanto a la armonización fiscal requiere unanimidad y hay algunos países que quieren que sea por mayoría. Y se trata de asuntos de mucho calado en el orden interno de los países hasta el punto de que países contrarios a la medida podrían llegar a ver como se les aplica en su propio país y con su voto en contra. Pero estas reformas se tienen que abordar necesariamente antes de la ampliación y afectan al Consejo.

La Comisión le afectan otra serie de cuestiones, la más significativa de las cuales sea, probablemente la disminución del número de comisarios. Hoy, todos los países tienen al menos un nacional en la comisión, que no representa al país como tal, pero es nacional del país. Los comisarios son independientes de sus países y encarnan el interés comunitario. La Comisión no es un órgano de representación de los estados. Pero es evidente que existe una cierta sensibilidad nacional, y los grandes estados tienen dos miembros en la Comisión, lo que da una Comisión de 20 miembros.

Si se siguiera haciendo lo mismo con las nuevas incorporaciones se podría llegar a una Comisión de 35-40 miembros que sería totalmente inoperante. Por tanto, hay que reformar a la baja el número de comisarios y algunos países dejarían de tener un nacional formando parte de ella, lo cual resulta difícilmente aceptable para algunos países, especialmente los pequeños que tendrían que hacer una rotación o intermitencia en su presencia en la Comisión.

Para los países mayores lo que ocurre es que se pasaría de dos comisarios a uno, y esto se considera también un problema. España se suma aquí al grupo de los grandes. Las soluciones están por ver, pero está claro que una gran Comisión no puede funcionar.

También existen otras cuestiones importantes a reformar, como son:

a). El número de miembros del Parlamento. No es imaginable un Parlamento con 900 o 1000 miembros y más de una sede como tiene ahora, amén de 15 lenguas oficiales que todas deben ser traducidas. Es evidente que se requiere una simplificación.

b). Las relaciones que tienen todos ellos entre sí. Es previsible que el Parlamento incremente su intervención en el proceso normativo de las Comunidades siguiendo la línea de las últimas reformas.

Es previsible que la Comisión acabe constituyendo una administración propia más amplia.

En definitiva, que se produzcan reformas de carácter funcional más amplia y que haya una redistribución de funciones respecto a la situación actual, aunque no sea radical pero que signifique una reasignación importante.

Hoy en día hablar de ciertas cosas parece todavía cosa de ciencia-ficción, pero el cambio puede ser relativamente rápido. Biarritz ha decidido que se aprueba en Niza en el mes de Diciembre.

Tenemos, pues, una línea de evolución dirigida a la expansión territorial de la Comunidad, y otra que son las reformas institucionales, más una tercera que hace referencia a los objetivos, es decir, la profundización y refuerzo de los objetivos de las Comunidades. 

En esta línea es posible, también, ver una evolución en el sentido que los Tratados fundacionales establecieron un objetivo básico que era un mercado común, esto es, un espacio que sería una unión aduanera frente a terceros países y en cuyo interior existiría un espacio económico con libertad plena de circulación de los factores de producción: trabajadores, capitales, mercancías y servicios, no de personas como tales, sino como factores de producción. 

Estos fueron unos objetivos que en algunos aspectos se fue bastante rápidamente. Por ejemplo, la unión aduanera y la desaparición de fronteras comerciales internas se consiguió antes del plazo previsto en el Tratado que era 1967.

Pero el Mercado Común no es solo una unión aduanera. Es un espacio económico con las cuatro libertades básicas de circulación efectivas, en donde un trabajador puede trabajar en cualquier país en igualdad de condiciones a los nativos del país, donde las mercaderías se pueden comercializar también en igualdad de condiciones, donde los capitales no tienen trabas entre ellos para moverse, y se pueden prestar servicios en igualdad de condiciones.

Y este es un objetivo que no se ha conseguido y cuando lo ha hecho ha sido con unos ritmos muy desiguales de aplicación: 

· La libre circulación de capitales resulta inexistente.

· La de trabajadores es limitada.

· La de servicios tienen dificultades importantes por la cuestión de reconocimiento de títulos que es un obstáculo técnico de importancia.

Y sobre todo ha habido problemas con la libre circulación de mercancías, de carácter fiscal, porque la tributación entre los diferentes países constituye un obstáculo muy considerable y, además, de condiciones técnicas de los aparatos.

Todos estos obstáculos técnicos, físicos en la frontera, fiscales, etc., impedían que se creara un auténtico Mercado Común. Seguía siendo una aspiración pero no una realidad, hasta que a mediados de los años 80 apareció un Comisario muy decidido, J. DELORS, que supo catalizar esta problemática y procedió a un ambicioso plan de eliminación de obstáculos a la libre circulación. 

Y ello se hizo a través del Libro Blanco del Mercado Interior de 1985, redactado por la Comisión, que fue asumido por el Consejo de las Comunidades y que constituyó el asalto a la última etapa de la consecución del Mercado Común que estaba previsto desde el principio. Y entraron en vigor el 1 de Enero de 1993 y en donde las cuatro libertades básicas de circulación fueron una realidad efectiva.

Jurídicamente esto se instrumentó a través de una reforma o nuevo Tratado que fue el Acta Única Europea que establece este objetivo y las medidas para conseguirlo.

A su vez, este mercado interior tenía que ser a su vez económicamente equilibrado, de forma que al propio tiempo que las cuatro libertades se adoptaron una serie de medidas de cohesión social y territorial para tender al equilibrio entre los diversos territorios, para que el mercado interior fuera equilibrado. Si solo se establece una libertad de circulación lo que se hace es poner el mercado en mano de las economías más potentes, siempre en detrimento de las más débiles. 

Y de aquí nacieron los “fondos estructurales o de cohesión” que veremos en su momento, para ayudar al desarrollo de las zonas más deprimidas estructural o socialmente hablando, o con una economía más deprimida o decadente. Hay que decir que el gran beneficiario de estos fondos es España

Pero ha de quedar claro que las dos cosas van muy unidas: cuando se decide poner en marcha el mercado interior, se ponen también en marcha las medidas de cohesión.

Además, en esta época hay otros pasos importantes bajo el paraguas del Acta Única Europea, de los que podemos destacar, para profundizar los objetivos de la Unión:

* El Tratado de SCHENGEN firmado por Alemania, Francia y Benelux, para avanzar la libre circulación de personas y mercaderías, eliminando los controles en las fronteras como si se circulara por el interior del país. Otros países se han sumado después, y España lo hizo en el año 1990, si bien todos ellos pueden tener las cláusulas de salvaguarda para casos excepcionales o de necesidades puntuales.

Pero una parte de países, no todos, avanza más rápidamente  que los otros en la consecución de los objetivos comunitarios finales. Y eliminar controles fronterizos contribuye, sin duda alguna, a dicha finalidad. Estaba en los tratados, pero había que implantarla: se necesita un espacio policial común, creación de un espacio judicial, existe una delincuencia organizada, etc. Pero SCHENGEN es un precedente de las cooperaciones reforzadas intergubernamentales que se institucionalizarán en el Tratado de  Ámsterdam. Es la Europa de las dos velocidades, como se ha venido a llamar, o “de geometría variable”.

Del mercado único a la unión política.

Después del Acta Única Europea los objetivos continuaron con el Tratado de Maastricht de 1992, en donde se dan dos pasos muy importantes de cara a los objetivos fundacionales:

· En la línea de la unión política.

· En la línea de la unión económica y monetaria.

La unión política: Se creó la Unión Europea que antes no existía. Existían solo las tres Comunidades y el Acta Única Europea constituyó un refuerzo de la Comunidad, pero manteniendo las tres Comunidades ya existentes. Y se creó sin personalidad jurídica propia, es decir, la Unión Europea no es un sujeto de Derecho Internacional, sino como una estructura institucional que engloba las Comunidades existentes hasta el momento  y dos estructuras nuevas de cooperación intergubernamental: en materia de política exterior y seguridad la PESC y en materia de cooperación judicial y policial la CAJAI.

La Unión Europea es la suma de estos tres elementos diferentes: las Comunidades por una parte y los dos pilares de cooperación intergubernamental. Y esto que en lo político es un paso muy importante ya previsto en los Tratados iniciales, es obra de Maastricht.

Pero además de esto se ha dotado de contenido creando la ciudadanía europea que es un status que se concede a los ciudadanos de los estados miembros por el hecho de pertenecer a la Unión Europea. Y por tanto, además de los derechos que se tienen por pertenecer a un estado miembro, se tienen también unos derechos vinculados a la ciudadanía europea. Se trata de derechos bastante modestos en 1992 hasta llegar a la Carta Europea de Derechos Fundamentales aprobada estos días recientes en Biarritz.

Por tanto, en el ámbito de la integración política se han dado pasos muy importantes. Y en la unión económica también ocurre algo parecido, o quizá superior porque lo que se hace es crear la Unión Económica y Monetaria de donde sale la moneda única europea. 

Maastricht prevé en primer lugar un programa de convergencia económica entre los diversos estados miembros de 1992 a 1999 para acercar sus respectivas economías, integración económica que tiene que dar como resultado la creación de una moneda única que sustituya a las divisas de los estados miembros y que sitúe las decisiones sobre política monetaria en una instancia europea única que es lo más importante de todo el proceso. Y además se trata de una institución nueva y no prevista en los tratados iniciales: el Sistema Europeo de Bancos Centrales (SEBC) y el BCE o Banco Central Europeo.

La política monetaria pasa a ser competencia exclusiva europea (no interior como había sido siempre, en manos del gobierno o del banco central de cada país), pero, además, de una instancia no política, siguiendo el modelo alemán que prima la estabilidad monetaria por encima de todo. Y el objetivo se confía a una autoridad monetaria independiente del gobierno.

El Tratado de Maastricht es muy importante por estos dos motivos: 

· Porque en materia de integración política crea la Unión Europea con una ciudadanía propia.

· Y en materia de integración económica pone en marcha el proceso que en 1999 desembocará en la moneda única, con la sustracción de una parte importantísima de la capacidad de intervención económica de los estados miembros y la traslación de esta capacidad a una instancia comunitaria que, además, es independiente.

Y el último paso es Ámsterdam, 1997, que no da pasos de la trascendencia de Maastricht. Se limita a pequeños retoques institucionales y no es sino el preludio de la gran reforma que aún está por llegar.

El sistema de atribución de competencias.

Para acabar, hay que hacer una referencia al proceso de integración desde el punto de vista interno. Hemos visto la integración desde la perspectiva comunitaria, integración que se basa en una cesión de poder por parte de los estados miembros.

La integración europea supone una pérdida de soberanía y de capacidad interna de decisión, y de ahí las reticencias surgidas en prácticamente todos los estados. Ninguno ha visto con absoluto entusiasmo la integración europea.  Y estas reticencias se han expresado de formas diversas. 

A veces de una manera explícita, como en el caso de la sentencia del TC de Alemania sobre la ratificación de Maastricht, al decir explícitamente que la integración tiene unos límites, que no se trata de un proceso absolutamente abierto y que estos límites los establece el propio TC. Se trata de un proceso de control interno.

Respecto a cada país en concreto interesa ver tres cosas:

1ª.
Si este proceso de transferencia de soberanía a un ente supranacional tienen base constitucional, si la Constitución lo permite.

2ª. 
Si la integración tiene o no tiene límites.

3ª. 
Si existe algún tipo de control interno para el cumplimiento de estos límites.

Las respuestas son diferentes para cada país. 

Por lo que a España se refiere la cuestión es que:

Existe una base constitucional expresa para un proceso de integración europea que signifique transferencia de soberanía. En este sentido no hay problema como puede haberlo en otros países, pues  el Art. 93 de la CE establece que: “Mediante L.O. se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. ...”. En 1978 se sabía que España pediría el ingreso y se sabía en que consistía el proceso.

Pero el Art. 93 tienen condiciones solo de carácter formal. La transferencia se tiene que hacer a través de Ley Orgánica. Es el único requisito, que es de carácter formal. El problema es si a través del Art. 93 se pueden transferir cualquier clase de soberanía. 

¿Existen límites materiales?.
En algunos países la respuesta es que sí. En España, sin haber intervenido de una forma directa el TC, parece que también los hay y que el Art. 93 no es válido para cualquier cesión de soberanía. El Art. 93 no es un procedimiento para reformar la Constitución. El problema será, pues, cuales, pueden ser esos límites. Y pese a que no se ha discutido de una forma directa ante el TC, parece que son los principios constitucionales básicos sobre los que se funda la convivencia política, que no puede ser alterada por el Art. 93.

Los que encierran mayor riesgo de ser alterados son básicamente dos:
* El principio democrático y,
* El principio autonómico de reparto territorial del poder,
El principio democrático hace que el poder o competencias que en el interior se ejercen por instancias legitimadas democráticamente, Parlamento y Gobierno, pasan a ser ejercidas en Bruselas por instancias que no tienen el mismo grado de legitimidad democrática: 

El Consejo y la Comisión que tienen muy poca. Por tanto, a través de la integración europea se puede ver alterado el principio de toma democrática de decisiones y de responsabilidad de las decisiones que se toman. Y esto es lo que preocupaba al TC Alemán en su sentencia de Maastricht. Y éste es un peligro cierto, el funcionamiento de las instituciones europeas no es tan democrático como el de los estados miembros.

En cuanto al principio autonómico del reparto territorial del poder se puede ver alterado es el principio autonómico de reparto del poder porque la integración europea, en el fondo, propone una recentralización del poder, en el sentido  que la Constitución española posibilita la existencia de las Comunidades Autónomas que son entidades territoriales, de carácter estatal que tienen competencias propias, más o menos amplias, pero que ejercen independientemente.

La integración europea significa que las transferencias internas del estado son transferidas a instituciones europeas, pero estas competencias, en algunos casos, correspondían a las CCAA. España no puede hoy establecer un arancel o cambiar el tipo de interés. Y también pueden ser cedidas las competencias en materia de agricultura que en gran porcentaje pueden ser de las CCAA. El 80% de las decisiones más importantes en agricultura ya no se toman a nivel de país y con ello pierden competencias las CCAA. 

Pero el significado de esta pérdida de poder es distinto para el estado que para las CCAA. De entrada hay un fenómeno de recentralización; una competencia que se había descentralizado se recentraliza, aunque sea en Bruselas. Y en Bruselas hay una recentralización a favor de los Gobiernos, porque equivale a decir Comisión y, sobre todo, Consejo, y del Consejo forman parte los respectivos gobiernos, por lo que se produce una doble recentralización, lo cual altera, o puede alterar, el principio constitucional de reparto territorial del poder político.

Entonces ¿Qué hacer?. Pues que esta alteración de los principios constitucionales debe ser compensada. Y en materia autonómica esta compensación consiste en que las CCAA tengan participación en aquellas competencias que ahora son de la Comunidad. Pero, ¿cómo? Ya sea directamente en las instituciones comunitarias (Alemania ya tiene ministros de los länder en el Consejo). 

En España esto no ha ocurrido todavía, pero está previsto que pueda llegar a ocurrir.

Todavía existen vías de participación indirecta en el estado en el sentido de que el representante del Gobierno español  no exprese la posición del gobierno español sino la de las CCAA en aquellos temas que antes  eran  de su competencia.

Por tanto, la integración supone una pérdida de poderes, pero obliga  a la vez a que se produzcan cambios en las relaciones de los poderes en el interior, precisamente con el objetivo de salvaguardar los principios constitucionales básicos sobre los que se fundamenta la convivencia constitucional. La integración europea tiene fuertes repercusiones internas.

6) EL TRATADO DE NIZA Y EL DEBATE SOBRE EL FUTURO DE LA UE
Como quiera que la Conferencia Intergubernamental de 1996 fracasó en su principal objetivo, como erala reforma de la ponderación del voto en el Consejo y  la composición de la Comisión, el Tratado de Ámsterdam contenía la promesa de dos nuevas Conferencias:

La   primera CIG se convocaría antes de llegar a ser dieciséis Estados miembros y tendría

una agenda corta y monográfica, la reponderación de votos en el Consejo y la composición de la Comisión. 

El resto de problemas institucionales se abordarían en otra CIG que habría de convocarse antes de alcanzar el número de veinte Estados miembros.

En el Consejo Europeo  de Colonia  de junio de 1999  se acordó redactar una  Carta  de los Derechos Fundamentales mediante el método negociador denominado   “Convención”  y compuesto por una importante presencia de representantes de los Parlamentos  nacionales, Parlamento Europeo y por representantes de los Gobiernos. 

Durante el año 1999 se dudaba todavía si hacer una reforma limitada o amplia. Pero los

 informes que iban conociéndose a lo largo de 1999 y 2000, abogaban por una reforma urgente y global y en una sola CIG. No se ponían en  tela de juicio el sistema institucional; reconocían que la construcción es original y  útil, pero que la reforma no se puede limitar a la reponderación de votos ligada a la  reducción de la Comisión y defendían la necesidad de estabilizar a largo plazo las Instituciones. 

Todas   las Instituciones y órganos auxiliares compartían una afirmación  general sobre la validez de la construcción europea, frente a la posición del ministro  de Asuntos Exteriores alemán J. Fischer (Berlín, mayo de 2000) de que el método de la integración estaba agotado y había que pactar la culminación de este proceso con una Constitución y este objetivo lo habría de lograr un «grupo de vanguardia» dirigido por la pareja franco-alemana.

La CIG  terminó sus trabajos adoptando el Tratado de Niza de 26 de febrero de 2001. Previamente,  en diciembre de 2000 tuvo lugar en Niza el Consejo Europeo más  largo de la historia de la UE en el que se negociaron los puntos más sensibles y se dio el visto bueno al conjunto de las reformas. 

En la misma ciudad de Niza se acordó solemnemente. por las presidencias del PE, del Consejo y de la Comisión, firmar la Carta de Derechos Fundamentales, elaborada por la  Convención. Ésta no se incorpora al Tratado de Niza, sino como un acuerdo de carácter político y, por tanto, no normativo.

En el Tratado de Niza se ha logrado modificar el peso de los Estados en las votaciones por mayoría cualificada, lo que fue muy difícil en ocasiones anteriores por los intereses y privilegios de los Estados medios y pequeños. También se acordó reducir notablemente las votaciones por unanimidad ampliando las votaciones por mayoría cualificada. 

Pero si la legitimidad democrática ha experimentado un leve avance con la reponderación, la eficacia se resentirá: será más difícil adoptar decisiones al tener que sortear el triple escollo de una mayoría de Estados y una mayoría de votos, y aun así la eventualidad de que un Estado solicite que se verifique el respaldo poblacional tras cada decisión del Consejo. Y será, en consecuencia, más fácil vetar o bloquear.

El sistema de votaciones y adopción de decisiones resulta aún más complejo de aplicar y, también, difícil de entender para la opinión pública. También merece un juicio negativo el Tratado de Niza por haber utilizado los escaños del PE para compensar los votos que no se reconocían a un Estado en el Consejo y por la desmesurada composición futura de los órganos auxiliares.

Pero en el balance positivo es destacable el reforzamiento del papel del Presidente de la Comisión y, en especial, por su gran calado técnico, las reformas del TJCE.

Con las importantes reformas aprobadas en Niza en materias de cooperaciones reforzadas, se ha logrado eliminar el veto que desnaturalizaba todo el entramado de la cooperación reforzada aprobada en el Tratado de Amsterdam y se han suavizado los procedimientos para desencadenarla.

Pero la percepción general no es optimista pues hemos presenciado una Conferencia Intergubemamental que se ha saldado con un balance profundamente estatalista y sin proyecto político común para la UE ampliada. Por ello, una vez más, se cierra una reforma en falso y se abre una nueva fase de incertidumbre política.

En esa dinámica, la Declaración número 23, anexa al Tratado de Niza, anuncia una nueva CIG en 2004 para la que incita a un debate sobre el futuro de la UE en sucesivas etapas. 

En 2001 hubo una primera fase de reflexión abierta. A esa fase le sucede una segunda fase de debate estructurado después del Consejo Europeo de Laeken (diciembre de 2001) mediante una Convención, cuya composición está formada por una notable representación de los Parlamentos nacionales, Parlamento Europeo, representantes de los Presidentes de los Gobiernos, y de la Comisión. 

Otras Instituciones y órganos auxiliares, así como los Estados candidatos han enviado observadores a la Convención. Y en paralelo se alienta la formación de un Foro de la

sociedad civil para expresar también sus opiniones. 

Los trabajos de la Convención concluirán, a más tardar, en marzo de 2003. El documento final que elabore la Convención servirá de texto de partida para la tercera fase, la de la ineludible Conferencia Intergubemamental que adoptará el texto de nuevo Tratado por unanimidad. 

La Declaración número 23 del Tratado de Niza  enuncia cuatro temas que deberá abordar la CIG de 2004 y debatir la Convención, en  particular: 

1). 
Una delimitación más precisa de las competencias entre la UE y los Estados miembros, que respete el principio de subsidiariedad; 

2).
El estatuto de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE, proclamada en Niza; 

3).

La simplificación de los Tratados con el fin de clarificarlos y facilitar su comprensión, sin cambiar su significado; 

4).
La función de los Parlamentos nacionales en la arquitectura europea.

Ninguna CIG se ha limitado a la agenda predeterminada. Además, las Conclusiones del Consejo Europeo de Laeken (Anexo I) han colmado la mesa de trabajo de la Convención con una interminable lista de interrogantes que abren el debate a una  nueva reforma institucional y material casi inabarcable. 

Se ponen a debate todo: los  valores y los principios, los derechos de los ciudadanos, las funciones de las Instituciones, su composición, el sistema de normas, las políticas y su gestión, la PLSC, la cooperación penal y policial, el método de revisión, etc, nada parece que escapa al debate ya la reforma del 2004. 

Quizás, en vez de tanta pregunta falaz, se  agradecido que en Laeken se hubiera abordado directamente la pregunta sobre el horizonte final ¿estamos preparados prever la desaparición de nuestros Estados soberanos? ¿Debemos contar con esa eventualidad en un futuro más o menos lejano apodemos descartarla por completo?.

En la Convención y en la CIG de 2004 habrá que partir de lo que ya tenemos pensar en su evolución y desarrollo, en cómo podemos seguir y avanzar. No se puede caer en la megalomanía o en la ingenuidad de pensar que con la Convención empezara todo y que de allí saldrá el horizonte final. 

No se puede dejar cerrado el proyecto integrador sin bloquear la participación de otras generaciones de europeos el principio evolutivo forma parte del acervo comunitario y ha sido una de las claves del  éxito de la integración. Tras la retórica falsamente socrática de la Declaración de Laeken se pueden entresacar algunas ideas sensatas: más transparencia, más clarificación, mas controles y mejor participación.

Tras las sucesivas reformas de los Tratados de Amsterdam y de Niza que han sido parciales fracasos, se ha planteado de nuevo la idea de una  Constitución. Sin embargo, tras el debate sobre el futuro de la UE , la idea de un texto constitucional se refiere a la necesidad de simplificar el sistema de los Tratados ofreciendo un texto breve, sencillo y comprensible para la opinión pública a partir de los contenidos actuales al que se añadirían las eventuales reformas institucionales que se acuerden en el 2004. 

Si a este objetivo de clarificación y reordenación del sistema jurídico-político mediante un Tratado Fundamental o Constitucional, le añadimos el profundo calado de los temas a debate en la Convención y en la CIG de 2004, la próxima reforma puede tener un alcance «constitucional» importante. 

Fin tema 1.

TEMA 2 ( LA UNIÓN EUROPEA


1)  ESTRUCTURAS INSTITUCIONALES
Para entrar bien en el estudio de este tema resulta interesante ver un poco la estructura interna de los tratados que fundan la Unión Europea.

Las Comunidades Europeas se fundamentan sobre un conjunto de tratados internacionales a los que llamamos fundacionales, que son el derecho originario de las comunidades. Estos tratados son:

En primer lugar, los que han creado cada una de las tres comunidades existentes (el de París de 1951, la CECA, y los dos de Roma de 1957, CEE y CEEA) y después el conjunto de tratados que los han ido modificando y que tienen todos ellos el mismo valor. Hay, por tanto, un paquete de tratados de derecho originario entre los que tienen una especial importancia los dos últimos que encontramos en el camino de las comunidades: el de Maastricht y el de Ámsterdam que son los Tratados de la Unión Europea.

Estos dos tratados que presentan una estructura más compleja que los anteriores, lo que hacen es no solo crear una entidad que es la Unión Europea, sino que a su vez modifican los tratados constitutivos de las tres comunidades. Y, a su vez, el de Ámsterdam modifica el de Maastricht y, al mismo tiempo, los tratados fundacionales que Maastricht ya había modificado. Se trata, pues, de un panorama complejo.

Veamos ahora el Tratado de la Unión Europea de Maastricht de 1992: Está compuesto por una serie de artículos enumerados por letras:

De la “A” a la “F” dedicados a lo que el propio Tratado llama “disposiciones comunes”:

Se crea la UE sin personalidad jurídica propia, es decir, no es sujeto de Derecho Internacional.

Se establecen disposiciones u objetivos de carácter general: marco institucional único, etc.

El Artº “G”: Introduce las modificaciones al Tratado constitutivo de la CEE. Contiene, por tanto, todo el Tratado de la CEE.

El Artº “H”: Hace lo mismo que el artículo anterior pero referido al Tratado Fundacional de la CECA.

El Artº “I”: Hace lo propio que los dos anteriores pero esta vez referido a la CEEA.

El Artº “J”: Es el que instituye el pilar de cooperación intergubernamental relativo a la política exterior y de seguridad común o PESC. Cada uno de estos artículos pueden ser monstruosos en cuanto a su cantidad de contenido.

El Artº “K”: Es el que instituye el otro pilar de cooperación intergubernamental CAJAI.

Finalmente, los arts del “L” al “S” tratan nuevamente cuestiones generales de carácter conclusivo o final, como puede ser por ejemplo, del tipo de las competencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades para controlar las disposiciones del Tratado de la Unión, procedimientos para la revisión de los tratados que se modifican, o para adhesión de nuevos miembros, o relativas a la entrada en vigor de las modificaciones, etc.

Lo más importante de esto es que en el mismo tratado de la UE de 1992 contiene todas estas partes. Pero este mismo tratado preveía ya de una manera expresa que algunas de sus partes se tendrían que revisar en un futuro próximo, como por ejemplo, el proceso de codecisión para la creación de normas, en el que participan el Consejo y el Parlamento Europeo, la reforma de la PESC y algunas otras políticas comunes. Es decir, el propio tratado preveía ya su revisión.

Al proceso comunitario se le fueron añadiendo nuevas ideas de modificación, de tal manera que al final, cuando se abrió la Conferencia Intergubernamental que tenía que modificar el tratado la lista de materias a modificar era muy superior a la inicialmente prevista en el Tratado de la Unión de 1992. Se abrió la Conferencia en Turín, Italia, en Marzo de 1996 y se cerró en Ámsterdam en Octubre de 1997 y de ahí viene su nombre.

Los Tratados originarios se modifican a través de un procedimiento que no es el habitual en Derecho Internacional (que suele ser por decisión y ratificación de los estados participantes). En los Tratados fundacionales es diferente: Se prevé que las negociaciones se realicen en una instancia específica que es la Conferencia Intergubernamental, que se ponen en marcha a iniciativa del Consejo, y que es donde se discute la reforma. En estos momentos hay otra abierta que se prevé finalizar en Niza en Diciembre 2000.

Las Conferencias acaban con un Tratado final, pero además se pueden incluir otros actos con el mismo valor jurídico que los propios tratados. Esto es lo que pasó en Ámsterdam: se aprobó el Tratado de Ámsterdam, pero se aprobaron, además, una serie de protocolos, con el mismo valor jurídico que los tratados, que son unas disposiciones especiales que por razones diversas no se incorporan a los tratados pero a los que se les reconoce igual valor que al derecho originario. En Amsterdam se adoptaron trece de estos protocolos. Sus razones pueden ser de tipo técnico o de tipo político (para que pasen desapercibidas o para darles realce).

Y además se aprobaron también una serie de declaraciones, cuya diferencia con los protocolos estriba en que éstas no tienen el mismo valor jurídico que los tratados, se pueden utilizar como elementos de interpretación, pueden ofrecer criterios hermenéuticos para  averiguar el sentido de un determinado punto del tratado, pero no tienen el valor de tratado. En Ámsterdam hubo 51 declaraciones hechas por la propia Conferencia y otras 8 hechas por diversos estados sobre cuestiones especiales de las que la Conferencia solo toma nota.

Por tanto, el Acta final de la Conferencia de Ámsterdam tiene tres tipos de documentos:

· Un Tratado de la UE de Maastricht.

· Protocolos con valor jurídico.

· Declaraciones que solo tienen un valor normativo.

Además, la propia Acta Final de 2-X-97 incorpora la versión consolidada del Tratado de la Unión y de los tratados constitutivos de las tres comunidades europeas, versión consolidada que son los textos de los Tratados tal como han quedado redactados después de las modificaciones. Incorporan, por tanto, las modificaciones introducidas.

Nos centraremos ahora en la estructura del Tratado de Ámsterdam, dejando a un lado los protocolos y las declaraciones. Se trata de un Tratado complejo. Tiene una primera parte que se dedica a la modificación de los Tratados Fundacionales existentes hasta la fecha:

El Artº 1, Modifica el Tratado de la Unión, excluyendo las modificaciones que a su vez introduce respecto al derecho anterior, pero solo en sus partes generales, es decir, las que específicamente se dedicaban a crear la Unión y establecer su regulación general.

Los arts 2, 3 y 4 modifican, respectivamente, los Tratados Constitutivos de la CEE, CE CA y CEEA

El Art. 5 modifica el Acta de la Elección Directa del P. Europeo, acta del año 1978. Por tanto, esta primera parte modifica los Tratados anteriores.

Lo que hace la segunda parte es simplificar los Tratados Fundacionales. Esto quiere decir, básicamente, que elimina las normas de los tratados que habían perdido sus efectos, que estaban obsoletas. Piénsese que el Tratado de la CECA era de 1951 y los de Roma de 1957 y que tenían, además, muchas disposiciones de carácter transitorio que habían perdido su sentido inicial. Se eliminan, pues, estas normas para simplificar y adaptar las normas a la nueva situación:

El Artº 6 hace esta labor de simplificación respecto del Tratado de la CEE.

El Artº 7 lo hace respecto al Tratado de la CECA.

El Artº 8 hace lo propio con el Tratado de la CEEA.

El Artº 9 lo hace respecto al Tratado de Bruselas de 1965 sobre fusión de los ejecutivos, por el que se creó una sola Comisión y un solo Consejo en el ámbito de las tres comunidades.

Los artºs 10 y 11 establecen reglas de carácter general sobre los efectos de la simplificación. Es decir, el propio Tratado de Ámsterdam vuelve a modificar otra vez los Tratados de las tres comunidades que ya se habían modificado antes. Antes cambiando su contenido, ahora simplificándolo y eliminando, en su caso, las partes que se habían quedado sin efecto. Todo esto provoca un caos considerable en el sentido de que ya resulta difícil saber lo que está vigente.

Por ello, la parte tercera del Tratado de Ámsterdam, en sus disposiciones finales renumera los artículos del Tratado de la Unión, que había sido modificado en el Art. 1 del propio Tratado de Ámsterdam, y los artículos de los tres Tratados Fundacionales de las tres comunidades. 

Esto lo hace el Artº 12: los renumera, eliminando las letras y quedando un Tratado de 53 artículos. Y re-numera también los otros tres Tratados. Nosotros trabajaremos, sobre todo, con el Tratado de la CEE que es el que tiene más peso. Y este Tratado queda re-numerado en 314 artículos. Es importante asegurarse de que se maneja la numeración actual, porque normalmente se conoce más la antigua que es la que se ha venido utilizando durante muchos años.

Finalmente, para facilitar las cosas, el Tratado de Ámsterdam incluye, sin valor jurídico, las versiones consolidadas de los Tratados Fundacionales y del Tratado de la Unión Europea, a título de anexo, tal como quedan después de la simplificación y de la re-numeración.

Pero en cualquier caso, la gran reforma fue Maastricht, Ámsterdam lo que hace es consolidar dicha reforma.

2) ESTRUCTURAS INSTITUCIONALES BÁSICAS DE LA UE. (P. EXÁMEN).

LOS TRES PILARES.
1º) La Unión Europea es una creación del Tratado de Maastricht aunque la previsión de su creación sea muy anterior. El Tratado de Roma ya decía en su Preámbulo que era uno de los  objetivos básicos de los estados fundadores para una unión cada vez más estrecha entre los estados europeos.

de cooperación intergubernamental: PESC y CAJAI, que son obra del Tratado de Maastricht, aunque recogen experiencias anteriores a dicho Tratado.

2º) El PESC sucede al Mecanismo de Cooperación Política Europea pero era un mecanismo que no tenía una estructura tan establecida y estructurada como la tiene ahora la PESC que nace con el objetivo de propiciar una cooperación entre los estados miembros en política internacional y seguridad, que consiste en el intento de concertar objetivos y posiciones comunes de los 15 y ahora 25 socios en las principales cuestiones de política internacional y sobre esta base iniciar acciones comunes. Hablamos pues de objetivos y acciones comunes.

3º) El CAJAI, por su parte, es un intento de forzar la cooperación de los gobiernos en materias que necesariamente tienen que ser comunes si se quiere hacer un mercado interior con fronteras frente al exterior. 

Aquí se propone la cooperación en materia de derecho de asilo, control de fronteras, política de inmigración, lucha contra la droga, fraudes internacionales, criminalidad organizada, etc.

A partir de la creación de estos dos pilares, Ámsterdam se dedica a reforzar estos pilares. 

De hecho Ámsterdam no supone una gran novedad, pero sí se puede observar un reforzamiento de los pilares de cooperación intergubernamental por una parte, y un transvase, al menos parcial, de cuestiones que se movían en el ámbito de la cooperación intergubernamental y pasan ahora al ámbito comunitario, por otra. 

Esto sucede con la integración del acervo de Shengen en el ámbito comunitario y con la creación de un espacio nuevo de decisión comunitaria en materias que hasta el momento correspondían a la cooperación intergubernamental, en materia de visados, asilos, inmigración y en general, de políticas relativas a la circulación de personas. Y esto queda reflejado en unas nuevas disposiciones del Tratado de la CEE introducidas por el Tratado de Ámsterdam que es el Nuevo Título III del Tratado de Ámsterdam.

Ámsterdam no representa una novedad relevante respecto a Maastricht, pero sí representa un paso de comunitarización de cuestiones hasta el momento decididas en el ámbito de la cooperación intergubernamental. 

Esto tiene un precio que es el de la flexibilización: a medida que se dan pasos en la integración europea, en especial el pilar comunitario, y a la vez que aumenta el número de miembros, esto quiere decir que no todos los estados miembros están dispuestos, o se hallan en condiciones, para seguir este proceso internacional.

El dilema que se presenta es simple. Si hay que seguir el ritmo de los lentos, se frena el proceso internacional. Si no se quiere estar condicionado por ese ritmo de los más lentos, lo que hay que hacer es flexibilizar o permitir que aquellos que quieran, o que puedan,  avanzar más y más rápido que los que no quieren o no pueden. Esta es la idea básica de la flexibilización, geometría variable o Europa de las dos velocidades, que por los tres nombres se le conoce.

Esto se concreta en dos direcciones diferentes para los países rápidos y los lentos, líneas o direcciones que se hallan presentes en el debate actual y que probablemente en Niza tendrán reflejo en el contenido de los Tratados:

1.
Permitir que los que tienen mayor voluntad o mejores condiciones, puedan avanzar más rápido en el proceso de integración, lo que se conoce como “cooperación reforzada”. Esto se ha hecho en dos cuestiones importantes:

2.
Convenio de Schengen que acelera la circulación libre de fronteras de personas y mercancías, salvo casos puntuales.

3.
La Unión Monetaria se ha construido sobre esta base. Hay países que se han quedado al margen, teniendo en cuenta que la Unión Monetaria es una pieza fundamental de la nueva Europa.

Esto tiene reflejos muy importantes y los tendrá más todavía en el futuro. Ello significa que si hay un número significativo de países dispuesto a avanzar en la integración, lo podrán hacer.

Para los más reticentes se establecen igualmente formas de flexibilización inversas para que puedan quedar fuera de los conceptos o políticas que no quieran o no puedan  y esto se ha hecho a través de diversas fórmulas de las que solo citaremos dos:

· Estableciendo fórmulas específicas para algún país, Dinamarca por ejemplo.

· Fórmula “opting out” o posibilidad de salir de una política determinada en un momento determinado.

Por tanto, lo que hace Ámsterdam es reforzar la Comunidad pero a cambio se han tenido que establecer unos mecanismos de flexibilización porque el proceso cada vez es más intenso y cada vez es mayor el número de socios. Y hay que insistir sobre estas bases porque la integración que viene se apoyará sobre ellas.

3) OBJETIVOS: DEL MERCADO ÚNICO A LA UNIÓN POLÍTICA

Para poder verlo hay que analizar los objetivos de la Unión porque la UE es un complejo institucional que tiene competencias que le han dado los Estados y que solo ella puede ejercer o actuar.

Pero la forma de atribuir estos poderes a las Comunidades y la distribución de competencias entre Estados y Comunidades  es muy diferente a como funciona la distribución de competencias en los modelos federales clásicos.

La división federal de poder funciona sobre la base de una lista de competencias y atribuciones al poder central contenida en la Constitución, más una cláusula residual a favor de los entes territoriales y ello a partir de una Constitución de naturaleza federal. En España la Constitución es un marco general, los Estatutos marcan las competencias de cada CCAA y la cláusula residual es aquí a favor del poder central, pero de alguna manera está hecha por las CCAA. El esquema federal es muy simple.

Se podría pensar que las CCEE funcionan más o menos igual, pero ello no es así. Funcionan de una manera muy diferente porque el sistema de distribución de competencias entre los estados y las Comunidades funciona sobre la base de la fijación de objetivos a las Comunidades, que se concretan a su vez en acciones. Y para realizar estas acciones las Comunidades disponen de determinados poderes. 

Aquí se dice: “Es un objetivo conseguir el mercado interior único de la propiedad intelectual, por ejemplo” y para ello hay que armonizar la legislación de cada país sobre propiedad intelectual (acción). O incluso armonizar las legislaciones que afectan al mercado interior. Pero hay un tercer paso, y es que para armonizar la legislación se pueden emitir directivas. Por tanto, lo que tenemos no es una atribución de potestades a las comunidades, tenemos algo que es mucho más complejo y ambiguo: atribución de objetivos, señalamiento de acciones dentro de estos objetivos, y en algunos casos, no siempre, el señalamiento de los poderes que se pueden utilizar para realizar estas acciones.

Por ello decimos que es un sistema de distribución de competencias de carácter finalista, porque lo que realmente tiene aquí un peso son los objetivos, y las Comunidades podrán hacer todo lo necesario para conseguirlos. Y obviamente estos objetivos pueden ser muy genéricos y por ello justifican un crecimiento de las competencias comunitarias.

De hecho el proceso de evolución de las Comunidades viene a mostrar este enorme crecimiento de competencias desde su fundación hasta nuestros días.

Estos objetivos tienen que diferenciarse en dos tipos:

a). Los objetivos de la Unión, que se hallan especificados en el Art. 2 del propio Tratado de la Unión (Art. “B” antiguo) y se pueden agrupar en cuatro ejes fundamentales:

1º. 
El progreso económico y social, el desarrollo sostenido y equilibrado, la creación de un espacio sin fronteras interiores, la cohesión económica y social, la unión económica y monetaria. Es decir, un conjunto de objetivos de carácter económico y social.

2º. 
Mantener y afirmar la identidad de la Unión en el ámbito internacional, a través de una política exterior y de seguridad común, y del progreso hacia una defensa común, es decir, la afirmación de la presencia de la UE y sus miembros en el escenario internacional.

3º. 
Proteger los derechos de los ciudadanos en el conjunto de todos los estados de la Unión, a través de la creación de una ciudadanía de la Unión.

4º.
Creación, mantenimiento y desarrollo de la Unión como un espacio de libertad, seguridad y justicia, en el que se halle garantizada la libre circulación de personas, junto con medidas adecuadas de control de fronteras, el asilo, la inmigración y la lucha contra la delincuencia.

Pero una cosa son objetivos de la Unión y otra objetivos propios de las diversas Comunidades. La CEE tiene una larga lista de objetivos económicos y sociales en el Artº 2 del Tratado después de la reforma de Ámsterdam (verlos apartados “A” hasta el “U”) básicamente en torno a la creación de un mercado interior común.

Pero la definición de objetivos, ya sean,  generales o específicos, no provoca efectos jurídicos directos o inmediatos, no pueden justificar una actuación específica de las Comunidades. Es necesario que luego se hallen concretados en acciones. Esto es lo que quiere decir que no tienen efectos jurídicos directos. Pero en cambio, sí pueden ser utilizados por los Tribunales de Justicia de las Comunidades como criterio interpretativo, de tal forma que se pueda contribuir a través de ellos a delimitar las competencias de la Comunidad.

b). Las acciones están en el propio Tratado, básicamente en los Arts. 3 y 4 (versión Ámsterdam), que contienen una larga lista de actuaciones posibles de las Comunidades.

Y el último paso son los poderes concretos, esto es, la determinación de qué potestades se podrán utilizar para cada una de las acciones. Si será un Reglamento, o una Directiva, o habrá que armonizar las legislaciones pero sin decir cual es el instrumento para hacerlo, etc., etc.

Pero el nivel de  concreción de estos poderes es muy diverso:

Primero porque no siempre se dice que poder se podrá utilizar. Y cuando lo dice, muchas veces lo hace en términos muy genéricos, por ejemplo, “se podrán dictar disposiciones sobre una materia determinada”. Pero estas disposiciones pueden ser muy  diferentes, no es lo mismo un Reglamento que una directiva. 

Y a veces los Tratados dicen qué instrumento normativo concreto se podrá utilizar, y otras veces dicen sólo “se podrán dictar normas”.

De forma que los dos primeros pasos se puede decir que están bien delimitados en los Tratados de la CEE, el tercero, en cambio, los poderes concretos, queda mucho más abierto.

Fin tema 2.

TEMA 3 ( LA UNIÓN EUROPEA Y LOS ESTADOS MIEMBROS


1)
LOS ESTADOS MIEMBROS EN LA ESTRUCTURA INSTITUCIONAL Y EL ORDENAMIENTO COMUNITARIO
Recordar que en el seno de la comunidad se vive una confrontación entre intereses nacionales de los estados miembros e intereses comunitarios, es una lucha continua que se vive en el seno de las instituciones.  

Partiendo de esto y de acuerdo con el tema de la podemos hablar de una serie de principios que regulan las relaciones  entre las instituciones comunitarias  por un lado y los estados por otro.

El primer principio es el de democracia  y de respeto a los derechos humanos. 

La UE tras la reforma de Ámsterdam se compromete a respetar el llamado principio democrático y de salvaguarda o protección de los derechos humanos. Esto supone que todas las actuaciones de la UE deben ser acordes con los principios de libertad,  democracia y de respeto al Estado de derecho. 

A nivel externo, la violación grave y persistente de estos principios puede dar lugar a la aplicación por parte de la UE de sanciones a aquellos Estados que violen estos principios como que un estado no entre en la Unión al no cumplir estos requisitos. 
A nivel interno, el respeto de estos principios tiene una consecuencia inmediata y es la posibilidad de que la UE aplique sanciones a aquellos estados miembros que vulneren estos principios. Pero sólo son  aplicables cuando se traten de  violaciones graves y persistentes, continuas.

El procedimiento lo elige la Comisión o un tercio de los estados miembros, normalmente 5 y pueden decidir que se inicie el procedimiento, para lo cual presentan denuncia o reclamación ante el Consejo. Consejo en su formación de Jefes de Estado y de Gobierno. También es posible que se constituya el Consejo en su composición de Ministros de Asuntos Exteriores, o de Economía, según la materia a tratar. 

El Consejo se dirige al Estado afectado y le invita a que presente sus alegaciones y asimismo, el Consejo pide al Parlamento Europeo que emita un dictamen indicando si existe o no violación.

Si el Parlamento considera que no hay violación y la votación es inferior a  2/3 el procedimiento acaba al considerar el Parlamento que no hay realmente un motivo de violación,  que no hay una causa interna porque no lo consideren así los 2/3 que se necesita para seguir adelante el procedimiento. 

En cambio, si el Parlamento considera que hay violación grave y persistente, entonces el procedimiento continua y el Consejo, finalmente, decide por unanimidad si considera esta violación grave y persistente primero vota el Parlamento Europeo y después el Consejo.

 Pero ¿cual sería la sanción?, básicamente, seria la suspensión durante un plazo determinado de los derechos de voto de ese país en el seno del Consejo (esto ocurrió con Austria), aunque podría acabar con la expulsión, pero sería una situación extrema. 

Por tanto, las medidas a aplicar son medidas concretas: externas, por las que un Estado no pueda entrar en la Unión  e internas.

El 2º principio es el respeto por parte de la UE la identidad nacional de cada Estado.

Este principio supone que la UE, en sus instituciones respetará la personalidad política, lingüística,  étnica  y cultural de cada uno de los Estados miembros.

El tercer principio es el de solidaridad que tienen los estados en el seno de las instituciones de la Comunidad, los cuales deben actuar con criterios de solidaridad  con el fin de alcanzar  el bien común, como así ocurre por ejemplo, con los fondos de cohesión.

El 4º principio es el de transparencia. Implica que desde el Tratado de Amsterdam uno de los criterios que rigen el funcionamiento de la Unión es el de conseguir la mayor transparencia posible en funcionamiento ordinario de la Unión.

Esta movimiento en favor de la transparencia en el funcionamiento de la Unión se impulsó a raíz del referéndum negativo de Dinamarca.

En  Dinamarca el referéndum de 1992 fue negativo y eso hizo pensar que los daneses no conocían el funcionamiento de la UE. A partir de entonces, en octubre de  1992, se aprobó la declaración de Birmingan, adoptándose  dos medidas concretas:

La primera, consistía en el compromiso de la Comisión de consultar a los estados antes de presentar un proyecto de norma comunitaria.

La segunda, mejorar la relaciones de las normas comunitarias, haciéndolas más claras de cara a su entendimiento, además de la promulgación de otras normas. 

2) LA ADHESIÓN DE NUEVOS ESTADOS: LA AMPLIACIÓN
Formalmente la adhesión de un nuevo estado a la UE  se hace al TUE entendiendo que de este tratado formarían parte los Tratados fundacionales  y las sucesivas reformas de los tratados que se han ido produciendo.

Sobre los requisitos del sistema democrático no vamos a hablar  más.

Procedimiento  de como se desarrolla la adhesión de un Estado a la UE.

En primer lugar, el Estado que quiere adherirse a la UE formula una petición al Consejo y el Consejo inmediatamente remite esta petición a la Comisión y le pide un dictamen  relativo a este Estado.

La Comisión prepara este dictamen analizando la situación económica, política, jurídica de ese Estado y expide este dictamen a la Comisión y al Parlamento y exponiendo  cuales serían las consecuencias  que tendría para este Estado  y para la propia UE la adhesión de ese Estado.

Una vez que el Consejo recibe el dictamen sobre este Estado lo analiza y lo valora y por unanimidad decide si inicia negociaciones con ese Estado, con vistas al procedimiento de la futura adhesión de ese Estado.

En estas negociaciones se discute entre otras cosas cuando y como se aplicaría el Derecho comunitario a este Estado, es decir, no se discute el contenido obligacional del Derecho comunitario en sí, sino plazo de aplicación, cuando se le va aplicar. 

Si el resultado final de estas negociaciones es positivo entre la UE y el Estado, necesitará  la ratificación de los estados, tanto de los estados miembros de la UE como del Estado que quiere adherirse a la UE. Este acuerdo se llama alta de adhesión.

Actualmente, se han adherido  estados por lo que la que, la Unión Europea ha pasado de los 15 a los 25 con la entrada en vigor del Tratado de Nacen mayo de 2004.

3) LA FLEXIBILIDAD EN LA INTEGRACIÓN: LAS COOPERACIONES REFORZADA ENTRE ESTADOS
Desde hace mucho tiempo se habla de la necesidad de que el proceso  de integración se desarrolle de forma desigual según los países. Se habla de  una Europa a la carta  y de una Europa a dos velocidades, que dentro de la UE tengan cabida  tanto los Estados que quieren avanzar más rápido en el proceso de integración como aquellos que prefieren un proceso más lento, más pausado.

Paso a paso se ha ido avanzando en la idea de que unos estados  avancen más que otros

dentro de la UE. De hecho, la primera vez que esto se puso de manifiesto en el TUE fue cuando se permitió al Reino Unido quedarse al margen de las modificaciones que impulsaban a la unión monetaria  y social.

 A efectos de impulsar estos mecanismos de diferentes velocidades existen dos grandes sistemas teóricos:

1.
El sistema de varias velocidades y   

2.
El sistema a la carta.

El primer sistema, consiste en que todos están de acuerdo en éste avance en esta integración y por tanto asumen los derechos y las obligaciones que comporte pero aplicándolo o regulándolo en diferentes plazos para los diferentes países.

El segundo sistema, a diferencia del anterior, unos estados asumen una integración diferente al resto. Este sistema  de una Europa a la Carta es el que se ha recogido en el Tratado de Ámsterdam y es lo que se denomina “ cooperación reforzada” Esto tiene una importancia importante especial con vista a las próximas adhesiones.

¿ Cuales son los principios generales de la cooperación reforzada?.

Los principios generales de la cooperación reforzada vienen regulados tanto en el TUE como en el TCE y son los siguientes:

1º.
El respeto al acervo comunitario o principio de no interferencia. Esto supone que la cooperación reforzada debe respetar los principios de los tratados ni tampoco modificar los tratados originales. 

2º.
La cooperación reforzada debe respetar el marco institucional  y las normas  sobre el procedimiento.

3º.
La cooperación reforzada debe servir para impulsar los objetivos comunitarios.

4º.
Es el último recurso u opción para poder avanzar.

5º.
Se exige un umbral mínimo de estados. Ahora el umbral mínimo es el de 8 estados, Si bien este número es modificable con la entrada de los 10 nuevos miembros.

6º.
Los estados que no formen parte de la cooperación reforzada se abstendrán de adoptar medidas que perjudiquen la finalidad de la cooperación reforzada.

7º.
La cooperación reforzada debe estar abierta a cualquier estado si quiere unirse posteriormente como ocurre con el Reino Unido que tiene las puertas abiertas de unirse a la cooperación reforzada en cualquier momento.

8º,
Debe seguirse un procedimiento y ser aprobado por el Consejo.

9º.
Los estados que tienen pactada esta cooperación reforzada se comprometen a adoptarlas medidas necesarias para hacerlas efectivas.

Finalmente concluiremos haciendo una mención breve al procedimiento a seguir  cómo se 

adapta el procedimiento a seguir. Pues bien en el ámbito del Tratado de la Comunidad 

hay de entrada unos requisitos que debe cumplir la cooperación reforzada:

En primer lugar, afectar a la competencia exclusiva de la Comunidad.
 

En segundo lugar, tampoco puede afectar a políticas, acciones o programas comunitarios.

En tercer lugar, tampoco puede afectar a derechos reconocidos a los ciudadanos en el seno de la Comunidad.

En cuarto y último  lugar, tampoco puede afectar al comercio entre los estados miembros.

El procedimiento se inicia  con la solicitud de los estados que quieren poner en marcha su propuesta, su solicitud de cooperación reforzada.

Si la Comisión está conforme prepara una propuesta de autorización que remite al Consejo. El Consejo, previa consulta al Parlamento, decide por mayoría cualificada. 

Y por último, si la alta cooperación afecta a alguno de los ámbitos materiales en los que, para adoptar una norma comunitaria se aplica el procedimiento de adhesión la consulta al Parlamento se convierte en un dictamen en el que se ha de dar el visto bueno para que pueda ese Estado formar parte de la Unión.

4) ESPAÑA Y LA UNIÓN  EUROPEA
El procedimiento de adhesión,  como ocurrió en aso de España, consta de una fase de control nacional o democrática en el Parlamento del Estado candidato y en los Parlamentos de los Estados miembros. En efecto, puesto que toda adhesión supone un nuevo Tratado que conlleva una revisión de los Tratados constitutivos al ampliar la «base constituyente», es decir, el número de Estados miembros, éstos y el solicitante deben recabar la ratificación interna conforme a sus respectivas normas constitucionales de autorización y prestación del consentimiento a este tipo de Tratados internacionales.

Un aspecto importante relacionado con la cooperación reforzada es el del status de los nuevos Estados miembros. Hasta ahora, la Europa a la carta, dado su carácter residual en materias y Estados miembros, no había incidido en las nuevas adhesiones; los nuevos Estados miembros estaban obligados por el acervo común y se sumaban automáticamente a las normas comunes y no a las excepcionales. 

Pero claro, la integración diferenciada institucionalizada ab initio, como un derecho individual de primera opción, es muy diferente a la prevista en Maastricht; luego, los nuevos Esta dos miembros tendrían los mismos derechos para optar por su menú de obligaciones y derechos en los ámbitos en los que haya cooperación reforzada.

Fin tema 3.

TEMA 4. LA CONSTITUCIÓN EUROPEA.

Se ha dado en la practica.

Fin tema 4.

TEMA 5 ( LAS COMPETENCIAS LAS COMUNIDADES


1º) EL PRINCIPIO DE ATRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
El ejercicio de las competencias comunitarias está sujeto  a la aplicación de diferentes principios:

El primero de ellos, el fundamental,  es el principio de atribución de competencias, en virtud del cual la comunidad sólo puede actuar dentro de los límites fijados por las competencias que le han sido atribuidas.

El segundo, es que la comunidad debe ejercer sus competencias de acuerdo con el principio de economía de medios.

El tercero, pensando sobre todo en sus efectos sobre los ciudadanos, de su actuación deber actuar conforme al principio de proporcionalidad.
El cuarto, en el supuesto de ejercicio de competencias compartidas con los estados, la comunidad debe actuar de acuerdo con el principio de subsidiariedad en virtud del cual, la Comunidad  sólo deberá  intervenir cuando los estados no puedan ejercer esas competencias de una forma más eficaz.

Hay que significar que,  a nivel interno, en los estados, también ocurre igual que en la Comunidad puesto que  se trata de un principio de modulación de  competencias.

En relación con el principio de atribución de competencias, es que una institución comunitaria no puede ejercer competencias que no le hayan sido previamente atribuidas por los estados a través de los Tratados, y así lo establece el Art. 6º del TCE que nos dice que cada institución comunitaria actuará dentro de los límites  de las competencias atribuidas por el presente Tratado. 

Por lo tanto, las instituciones no pueden adoptar actos  jurídicos que queden al margen de las competencias que le han sido expresamente atribuidas.

Los actos jurídicos adoptados sin respetar los mandatos son nulos de pleno derecho por ser contrarios al derecho comunitario y los estados pueden instar su nulidad ante el TJCE. 

Por ese motivo, los diferentes actos que adoptan las instituciones comunitarias, sean directivas,  reglamentos, etc, normalmente en su encabezamiento dicen visto el artículo X y después  viene el texto de la directiva.

Esta mención de visto el artículo X es para que quede claro cual es el fundamento de la intervención  de la norma comunitaria y que está justificada en la base jurídica.

Así por  ejemplo en el tema de investigación y desarrollo, si las instituciones comunitarias adoptan una decisión en ese ámbito en el encabezamiento de la directiva  dice “visto el, artículo  178”, considerando...... la importancia de la decisión, de la investigación etc. Esta mención de visto el artículo es para que quede claro cual es el fundamento de la intervención de la institución comunitaria.

Ese  visto responde  a esta idea de que toda actuación de la Comunidad tiene que estar justificada  en los Tratados. Justificada en su base  jurídica.

Los artículos que contemplan las competencias de las Instituciones constituyen la base jurídica. Así por ejemplo el artículo 178 hace referencia a las  competencias en materia de investigación y desarrollo.  

Los artículos se usan como base jurídica que es el fundamento normativo previsto en los Tratados. 

La base jurídica es el fundamento normativo previsto en los Tratados que legitima la intervención de las Instituciones comunitarias en una determinada materia.

El régimen de atribución de competencias es una diferencia importante que tiene el derecho comunitario respecto a los derechos  internos porque a diferencia de las instituciones internas  de cada país, las comunitarias no poseen unos poderes generales  de intervención, sino  que,  sólo pueden actuar cuando los tratados se lo permiten.

A nivel de distribución de competencias entre los estados y las instituciones comunitarias no hay en los tratados un listado  de competencias comunitarias, sino que,  el ámbito de intervención de las instituciones está previsto en numerosos artículos a lo largo de los tratados.

2) LOS TIPOS DE COMPETENCIAS: EXCLUSIVAS, COMPARTIDAS Y COMPLEMENTARIAS.
A nivel de competencias comunitarias podemos hablar de 3 tipos o modalidades:

· Exclusivas.

· Compartidas y

· Concurrentes o complementarias.

1.
Las competencias exclusivas son aquellas competencias que ejercen las instituciones comunitarias con exclusividad, es decir, excluyendo la intervención  de los estados, como por ejemplo: las medidas sobre la libre circulación de mercancías, personas y capitales, la Unión Aduanera o las políticas en materia de agricultura o en materia monetaria.

2.
En cuanto a las competencias compartidas que son aquellas  en las que pueden intervenir, tanto las instituciones comunitarias como los estados. Ahora bien, en todo caso, siempre hay una preferencia de la comunidad, de las Instituciones comunitarias en el sentido de que los estados sólo podrán legislar hasta el momento en que lo haga la comunidad  o en el ámbito en que la comunidad no intervenga.


Tales como en materia educacional, medioambiente, etc.

3.
Finalmente, las competencias concurrentes o complementarias, son aquellas en que tanto la comunidad como los estados pueden legislar sin depender de la actuación de la otra parte.

En relación con el ejercicio de las competencias hay que tener en cuenta que su atribución a la Comunidad es irreversible, en el sentido de que un Estado no puede aprobar normas en un ámbito competencial que haya sido cedido a la Comunidad. 

La única excepción a esta regla sería que las competencias no las ejerciera la Comunidad en cuyo caso, los estados podrían intervenir de forma transitoria y en todo caso, respetando el contenido y los objetivos de los tratados.

3) LA CLÁUSULA DE EXTENSIÓN COMPETENCIAL (ART. 308 EL TCE, ANTIGUO 235)

En este punto nos vamos a referir a las competencias implícitas, que  están pero no se ven, que no aparecen citadas pero están ahí.

Con carácter general, de acuerdo con la doctrina o teoría de los poderes implícitos, una Organización Internacional cualquiera dispone de las competencias que le han sido expresamente atribuidas y también de aquellas que sean necesarias  para cumplir los objetivos del Tratado o para la realización de las funciones que le han sido asignadas.

Para evitar los problemas que suponía contar con una lista expresa de competencias y para evitar  el principio de atribución de competencias y garantizar la evolución de la Comunidad y evitar la rigidez de la atribución de competencias, los estados introdujeron el Art. 308 que les permitiera la intervención de la Comunidad cuando se tratara de alcanzar los objetivos previstos en los Tratados y en cambio, no se hubieran previsto competencias expresas a favor de las instituciones comunitarias o fueran insuficientes que es lo que trata de cubrir el artículo 308 y de lo que hay que aplicar en el ámbito de este artículo.

Las competencias implícitas, se regulan por el principio de atribución de competencias en virtud del cual las instituciones comunitarias intervienen cuando tienen atribuidas competencias en el ámbito comunitario.
Una de las funciones del artículo 308 es otorgar competencias a las instituciones comunitarias  para alcanzar los objetivos previstos en los tratados sin que estos tratados hayan reconocido poderes específicos o insuficientes en ese ámbito.

El artículo 308 es el artículo que permitió en un primer momento atribuir precauciones a las instituciones comunitarias intervenir en materias como medioambiente, investigación y desarrollo, política industrial que antes no había ninguna predicción.

El valor del artículo 308 en la actualidad es más relativo para avanzar en determinadas materias

De todas maneras el Art. 308 requiere de unos requisitos para su aplicación:
1º.
Sólo se puede utilizar cuando se traten de alcanzar  unos objetivos de la Comunidad como el desarrollo sostenible.

2º.
La intervención comunitaria debe ser necesaria para alcanzar ese objetivo.

3º.
También es necesario que no haya prevenciones expresas en los tratados, pues de haberlas nos sujetaremos a ellas puesto que el artículo 308 tendría carácter subsidiario.

4º.
En el caso que nos encontremos ante competencias compartidas debe respetarse en todo caso, el principio de subsidiariedad.

6) EL DEBATE SOBRE LA REFORMA COMPETENCIAL
La falta de claridad, en la determinación de las competencias  comunitarias han motivado que haya opiniones que defienden la reforma y clarificación  de las competencias comunitarias. 

Se dice que una de las reformas de la Constitución Europea del 2004 debe ser precisamente, la mejora del reparto de competencias, es decir, que las competencias sean diferentes en intensidad pero se han de especificar claramente porque actualmente su entendimiento es complicado. De ahí, la necesidad de que se aclare el sistema de competencias.

En cuanto a los principios fundamentales  del proyecto de competencia de la UE el Art. 9 nos dice literalmente: “ La limitación de las competencias de la Unión se rigen por el principio de atribución”.

En cuanto al ejercicio de las competencias de la Unión es el que le dan los tratados, ello implica delimitar competencias. Ahora bien, una vez que estamos en esa competencia como por ejemplo en materia de medioambiente, hay que ver donde se tiene que parar, porque ahí intervienen los estados.

En una segunda fase  intervienen los principios de proporcionalidad y subsidiariedad que indican las competencias que uno tiene,  como puedo ejercer mis competencias. Estos artículos nos dicen que en virtud del principio de atribución la Unión actúa dentro de los límites de las competencias que le atribuyen los  estados miembros en la Constitución con el fin de lograr los objetivos que esta le permite. 

Toda competencia no atribuida a la Unión en la Constitución, corresponde a los Estados miembros.

El principio de subsidiariedad, en virtud del principio de subsidiariedad en los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva,  la Unión intervendrá sólo en la medida en que los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente, y puedan alcanzarse mejor debido  a la dirección de la acción contemplada a nivel de la Unión.     

En virtud del principio de proporcionalidad, se tiene en cuenta el contenido y la forma a alcanzar los objetivos de la Constitución. 

El Art. 11º nos habla de las categorías de competencias: 

· Exclusivas.
· Compartidas.

· Concurrentes.

Competencias exclusivas: supone que la Comunidad puede legislar y adoptar actos jurídicos vinculantes; mientras que los estados miembros, cuidan de poder hacerlo si están autorizados para ello o para aplicar los actos adoptados por ésta.

Competencias compartidas: Los Estados miembros tendrán potestad para legislar y adoptar actos jurídicamente vinculantes en dicho ámbito, tanto la Unión como los estados y después añade, los estados miembros ejercerán su competencia en la medida que la Unión no hubiere ejercido la suya  o hubiere decidido dejar de ejercerla, pero hay que dejar claro que si Unión decide ejercerla tiene prioridad sobre los estados.

Competencias concurrentes: El mismo artículo 11º nos dice que la comunidad es competente para lleva a cabo acciones con el fin de apoyar, coordinar o completar la acción de los Estados miembros y por ello, sustituir la competencia de estos en dichos ámbitos; por tanto en ese ámbito cuando actúa la Comunidad no está sustituyendo a los estados miembros, vetando su posible actuación, sino que lo que hace la Comunidad es complementar la actuación de los estados miembros.

Así por ejemplo el artículo 12 hace un listado de las competencias exclusivas de la Comunidad como:

· La Unión  Aduanera y política comercial común.

· La Conservación de los recursos biológicos marítimos dentro de la política pesquera de la Comunidad.

· Política monetaria.

· Ayudas públicas. 

Son ejemplos de competencias compartidas:

1. Mercado interior.

2. Espacios de libertades

3. La competencia  leal entre empresas.

4. La política agrícola.

5. La política social.

6. La cohesión económica.

7. La protección de los consumidores, etc.

Son ejemplos de competencias concurrentes:

-
Investigación.

-
Desarrollo tecnológico.

-
Ayuda comunitaria.

-
Industria..

-
Etc.

Leyendo estos  artículos del Proyecto de Constitución europea queda bastante claro cual es el ámbito competencial de la comunidad.

El artículo 17 recoge lo que denomina la  cláusula de flexibilidad que es el actual artículo 308 del TCE que dice que: “Cuando se considere necesaria una acción de la Unión en el ámbito para fijar los objetivos de la presente Constitución sin que ésta haya previsto los poderes  de  actuación  necesarios  al efecto,  el Consejo por unanimidad, a propuesta de la Comisión  y previa consulta al PE, adoptará las competencias asumidas a la Comisión para que intervenga en aquellos ámbitos en que no tenga  reconocida competencias”,

Fin tema 5.

II. ESTRUCTURA ORGÁNICA DE LA UNIÓN EUROPEA
TEMA 6. EL SISTEMA INSTITUCIONAL COMUNITARIO


1) EL PRINCIPIO DE EQUILIBRIO INSTITUCIONAL
En su origen los  Tratados establecían un sistema institucional propio con instituciones dotadas de competencias específicas propias. Existían tres instituciones independientes para los estados, que eran:

· La Alta  Autoridad del Tratado de la CECA.

· El Tratado de la Comunidad Europea y,

· El Tratado del EURATON.

1. Tres Consejos.

2. Tres Asambleas y,

3. Tres  Tribunales de Justicia.

Rápidamente se vio que no tenía sentido mantener esta pluralidad de instituciones, tres para c ada tratado  y desde un primer momento se defendió la idea de la unificación de las tres comunidades; si bien, de hecho, en la practica nunca llegaron a existir estas nueve instituciones  porque sólo hay un Parlamento y un Justicia porque se unificaron. En cambio si existieron tres comisiones y tres consejos.

A partir del Tratado de la Unión de 1992 las Instituciones son cinco:
       La Comisión.

       El Consejo.

       El Parlamento Europeo.

       El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.

       Y el Banco central Europeo.

Cada una de estas instituciones tiene asignada una misión, el resto son órganos de diferentes características, tal como el Comité Económico y Social. 

Todo este entramado institucional se rigen por el principio de equilibrio institucional.

La primera idea importante que se ha de tener en cuenta es que el sistema institucional comunitario es un sistema complejo es un sistema de relaciones entre instituciones muy complejas que no responde en ningún caso, al principio de división de poderes de un Estado. Por tanto, lo primero que hay que tener en cuenta es que esa estructura clásica de división de poderes no funciona estrictamente así en el sistema comunitario.

Así por ejemplo: el Consejo está formado por los ministros de los gobiernos de los estados miembros. Se reúnen es su versión de Ministros de Economía, Ministros de asuntos Exteriores, de Ministros de medioambiente, etc, Por tanto,  se compone de diferentes ministros de la materia que se vaya a discutir en el Consejo; ese es el Consejo al menos esa es la composición vista desde un primer plano.

El Consejo dada la representatividad, es territorial. Esta institución que es el Consejo  es el colegislador de la Comunidad con la intervención de otras instituciones.

Además el Consejo tiene facultades ejecutivas; también ejecuta el Derecho comunitario y lo desarrolla, legislando y ejecutándolo. 

En esta competencia de ejecución también interviene la Comisión que también interviene  en el procedimiento normativo  porque es la que presenta las propuestas normativas.

En cuanto al  Parlamento Europeo interviene en el procedimiento legislativo cada vez más pero no es un legislador exclusivo como ocurre con los parlamentos internos.

En el ámbito de la Comunidad existen diferentes sistemas o ámbitos de adopción de normas:  uno clásico y dos más complejos y uno de ellos concretamente cada día se está aplicando más,  es el  procedimiento de codecisión.

El procedimiento clásico  consiste en que la Comisión hace una propuesta y el PE se pronuncia sobre esa propuesta y emite un dictamen que no es vinculante. 

Este procedimiento clásico se ha visto afectado por la generalización del procedimiento de cooperación y sobre todo por la generalización del procedimiento de codecisión,  que supone que el Consejo no puede aprobar  el acto si tiene la oposición del Parlamento. 

Si En este procedimiento se aprueba la norma es un a norma consensuada que es el procedimiento de codecisión, el cual cada día se aplica más, es la famosa “base jurídica”, que es la que nos dice  que norma he de aplicar a un tratado que son los artículos.

Los ejemplos son numerosísimos y se ven que muchos artículos que cuando regulan la materia que sea a continuación dicen  como se regula el cumplimiento de ese mismo artículo o se remiten a unos artículos generales que regulan el procedimiento de codesición o el de cooperación.

En este sentido el artículo 308  den su primera parte hablaba  de fijar objetivos, dictar normas y al final de este artículo se esta leyendo un procedimiento de aprobación de las normas.  Cuando se quieren adoptar normas, el Artículo 308 nos dice que  “ El Consejo por unanimidad a propuesta del Consejo y previa consulta al PE adoptarán las disposiciones pertinentes”. Este es el sistema clásico, esta es la base jurídica.

Este artículo nos dice cómo se tienen que aprobar normas en este ámbito clásico pero lo que pasa es que cada vez es más habitual es que el artículo se remita al artículo 251 del TCE que es el artículo que regula el procedimiento de codecisión, esa es la gran diferencia, fijaos que lo que aquí dice es previa consulta al PE, nada más.

La única institución, el único poder que coincide con el propio del derecho comunitario  es el de poder judicial. Éste es ejercido por el  Tribunal de Justicia de la Comunidades europeas,  poder judicial, puesto que aquí  no hay ejercicio de competencias o titularidad compartida.

Pues bien, éste conjunto de relaciones interinstitucionales consiste en dos poderes básicos el  de decisión y el  de control.

El poder de decisión corresponde (legislativo v ejecutivo) a la Comisión y al PE.

El poder de control de los tratados corresponde a la Comisión, al TJCE y al PE.

Estos poderes se desarrollan de manera diferente a los parlamentos internos de los Estados y son compartidos por diferentes instituciones. 

En este sentido, el artículo 218 del TCE nos dice que, “ el Consejo y la Comisión se consultarán mutuamente y determinarán de común acuerdo, las modalidades de su colaboración”.

Para llevar a buen puerto cualquier actuación normativa es necesario la colaboración de las tres instituciones que participan en la adopción de normas.

Este complejo entramado que estamos comentando hace necesario que exista un equilibrio entre las instituciones como el  respeto al ejerció de sus respectivos poderes. El sentido de este principio de respeto a la estructura y al equilibrio institucional reside en el ejercicio por cada Institución de las competencias que le han sido atribuidas por los Tratados e las modalidades y condiciones previstas por los mismos.

El equilibrio institucional ha sido el argumento de central de numerosas sentencias del Tribunal de Justicia  con marcada incidencia constitucional. Así en el razonamiento del TJCE, en el sentencia Chernobyl  de 22 de mayo de 1990, la 70/88, se centra en el principio de equilibrio institucional para justificar la legitimación directa del PE en el recurso de anulación (hoy Art. 230), a fin de proteger sus competencias o prerrogativas.

El Tribunal declarara que: “.... esas prerrogativas constituyen uno de los elementos del equilibrio institucional  creado por los Tratados. Estos han instituido un sistema de reparto de competencias entre las distintas instituciones de la Comunidad que atribuye a cada una un ámbito de actuación propio dentro de la estructura institucional de la Comunidad  y en el marco de la ejecución de funciones a ellas asignadas....”

La cuestión que aquí nos interesa es que el Consejo cuando ve el recurso del Parlamento, va contra el Consejo y el Consejo  le dice al Tribunal de Justicia oiga Tribunal el PE ha interpuesto un recurso para el que no está legitimado activamente, es decir, ha interpuesto un recurso sin poder hacerlo al no haber una mención expresa al PE en el Art. que regula este recurso.

El Tribunal de Justicia concluye que es necesario reconocer la legitimación activa (aunque no estaba en el Tratado), para que en virtud del principio de equilibrio institucional pueda  defender sus competencias y sus prerrogativas ante este Tribunal de Justicia.

En virtud del principio de equilibrio  institucional el Tribunal de Justicia salva al Parlamento Europeo. Las competencias y prerrogativas del PE constituyen un equilibrio institucional creado por los Tratados. Esto se ha convertido en un reparto de competencias entre las distintas instituciones de la Comunidad que hacen que tengan un ámbito de actuación propio dentro de la estructura de la Comunidad.

El respeto del equilibrio institucional  implica que cada  una de las instituciones ha de ejercer sus competencias sin invadir las de los demás y exige también que cualquier incumplimiento de esta regla que se produzca pueda ser sancionado.

El Tribunal en virtud de los Tratados ha de velar por el respeto del Derecho en su interpretación y aplicación; e igualmente garantizar el mantenimiento del equilibrio institucional, y, por consiguiente, el control jurisdiccional  del respeto de las prerrogativas del Parlamento Europeo.

El hecho  de que los Tratados no citen una disposición que confiera al PE la legitimación activa para interponer recursos de anulación, puede constituir  una laguna procesal pero esta laguna no puede prevalecer contra el interés fundamental en que se mantenga y respete el equilibrio institucional definido en los Tratados constitutivos de la Comunidades Europeas. 

Por  consiguiente el Parlamento Europeo tiene legitimación activa  para interponer ante este Tribunal un recurso de anulación contra un acto del Consejo o de la Comisión a condición de que el objeto del mismo no sea otro que la salvaguarda de sus prerrogativas propias  y que en el mismo se invoquen únicamente los motivos basados  en la violación de estas últimas y por el Consejo.

Fijaros que aplicando el principio de equilibrio institucional el Tribunal de Justicia cubre  lo una laguna procesal que no prevé la posible legitimación del Parlamento para interponer un recurso de anulación.

2-12.03.

2) LAS FUENTES DE REGULACIÓN DEL SISTEMA INSTITUCIONAL: TRATADOS CONSTITUTIVOS, REGLAMENTOS INTERNOS Y ACUERDOS INTERINSTITUCIONALES
Las disposiciones, las fuentes en las que encontramos referencias sobre la regulación sobre  las competencias de las instituciones comunitarias son tres. A saber:

1º. 
Los tratados constitutivos.

2º. 
Los llamados reglamentos internos que son disposiciones aprobadas por las propias        instituciones que regulan su forma de actuación diaria íntegramente interna.

3º. 
Y los acuerdos ¡nterinstitucionales que son acuerdos entre las diferentes        instituciones por los que se regula el ejercicio de las competencias compartidas.

(1), Los tratados constitutivos.
Los Tratados constitutivos regulan las llamadas cláusulas institucionales que son las cláusulas los artículos que regulan el sistema institucional comunitario y que hacen referencia a la organización, funcionamiento y poderes de cada una de estas instituciones. En definitiva, son los artículos que regulan los aspectos básicos de su organización.

(2). Los reglamentos Internos.                                        

El Tratado de la Comunidad contempla, la potestad de las diferentes instituciones para  aprobar su reglamento interno.

Así los artículos del TCE reconocen capacidad para dictar sus propios reglamentos:

Al Consejo en el Art. 207 del TCE, que reconoce la capacidad para dictar su propio reglamento  interno.

A la Comisión en el Art. 228.

Al Parlamento en el Art. 199.

Y para el Comité Económico y Social el Art. 260.

Estos reglamentos se publican y forman parte del derecho comunitario pero no afectan a terceros ya que,  se tratan reglas para las propias instituciones comunitarias. Estos reglamentos internos se publican y forman parte  del Derecho comunitario pero no afectan a terceros.

(3). Los acuerdos Interinstitucinales.
Los acuerdos interinstitucionales son declaraciones comunes a diferentes instituciones que incluyen compromisos recíprocos que deberán seguir entre ellas en la aplicación de un procedimiento o en el ejercicio de una competencia.

Las  dudas que se planteen en estos acuerdos son sobre su valor jurídico es decir, si se trata de compromisos vinculantes o no vinculantes para las instituciones que los firmen.

En Sentencia de 19 de marzo de 1996 en un recurso que enfrentaba a la Comisión contra el Consejo. En esta sentencia, el Tribunal de Justicia anuló un acto aprobado por el   Consejo porque se había adoptado sin respetar un acuerdo entre el Consejo y la Comisión sobre el procedimiento normativo a seguir en ese caso, es decir, que el Consejo se apartó del acuerdo. Por lo tanto, estos acuerdos adquieren un compromiso jurídico vinculante para las   instituciones comunitarias que firman estos acuerdos.

Y como ejemplo,  entre varios, el acuerdo interinstitucional firmado entre el Parlamento   Europeo entre el Consejo y la Comisión referente a la aplicación por las instituciones   comunitarias del principio de subsidiariedad. 

En virtud de este acuerdo, entre otras cuestiones, la Comisión se compromete a señalar en todas sus propuestas normativas en que medida  respeta el principio de subsidiariedad.

3 Y 4) EL MÉTODO “COMUNITARIO” Y EL DEBATE DE LA REFORMA INSTITUCIOINAL
Sobre el método comunitario y el debate de la reforma institucional, la características o las peculiariedades, ya se comentado en el principio de equilibrio institucional y por tanto no se van a ampliar más.

Y respecto al tema de la reforma institucional es una característica mas del Derecho comunitario que afecta a las instituciones  que ampliaremos cuando hablemos de la Comisión, del Parlamento Europeo y del Consejo iremos viendo como han ido evolucionando, cual es la regulación actual y en el caso de que sea interesante lo iremos viendo como en el caso de la Constitución Europea.

Fin tema 6.

TEMA 7 ( LA COMISIÓN


1) COMPOSICIÓN Y FUNCIONAMIENTO
La Comisión está formada por 20 comisarios que deben ser elegidos ( y esta es una novedad de T. de Niza) que deben ser elegidos por el Consejo, reunidos en su composición de Jefes de Estado  o de Gobierno, elegidos  por un mandato de  5 años renovables por su competencia  y ofreciendo garantías de independencia.

La Comisión no representa a los estados miembros sino que representa a los intereses de la propia Comunidad. Ahora bien, sin perjuicio de ello, la Comisión está formada por uno  o dos nacionales de cada estado miembro.

Los artículos 211 a 219 del TCE  son los artículos que actualmente regulan la Comisión.  

La Comisión esta formada  por uno o dos nacionales de los estados miembros. Así tenemos: 10 estados con un sólo comisario y 5 estados con dos comisarios, éstos últimos son los estados con más población: Alemania, Francia, Italia, GB y España, si bien, esto pronto cambiará con la entrada de 10 nuevos miembros a la Comunidad europea.

Existe la voluntad de reducir el número de comisarios  y de hecho en un Protocolo anexo al Tratado de Ámsterdam se establecía que a partir de la próxima ampliación de la Comunidad, la Comisión pasaría a tener un único nacional por cada estado miembro. 

En cambio, en el Tratado de Niza se establece que a partir de 1º de enero de 2005 la Comisión estará formada por un nacional de cada estado miembro y cada nuevo estado que se incorpore o adhiera a la Unión tendrá derecho a un comisario. Ahora bien, cuando se llegue a 27 países se indica que el número de comisarios será inferior al número de estados, y por lo tanto, se introducirá un sistema de rotación para aquellos países que no estén representados por un comisario.

Ahora mismo el derecho vigente, existen 20 comisarios elegidos por el Consejo por un nacional de 10 estados miembros más dos nacionales de esos 5 estados con mayor población.

Las personas propuestas para este cargo suelen ser personas con una importante trayectoria  política  con cierta experiencia en temas comunitarios.

El sistema de designación de los comisarios a partir del T.  de Niza es el siguiente:
1º.
El Consejo en su composición de Jefes de Estado o de Gobierno por mayoría cualificada designa a la persona que quieren nombrar Presidente de la Comisión. 

2º.
El Pleno del PE se pronuncia sobre esta designación del Presidente  y su decisión es vinculante, es decir, si su decisión es favorable resultará nombrado, si su decisión es desfavorable no resultará nombrado esa persona designada.

3º.
El Presidente designado  y el Consejo mantienen consultas para designar al resto de comisarios: miembros que son propuestos por los gobiernos de los estados miembros.

El Consejo debe dar su Vº. Bº  a esa propuesta por mayoría cualificada. Si no la obtiene el candidato no será comisario, y ese estado deberá proponer a otra persona. 

Evidentemente también deberán  obtener la aprobación del Presidente para el resto de comisarios.

Hecho esto, ya tenemos al Presidente y a la Comisión,  pero hay que dar un último paso. En este último paso,  el Presidente y los comisarios  designados se someten de forma colegida a una nueva votación.

En primer lugar, votación del Parlamento Europeo por mayoría simple de votos emitidos, que debe dar su Vº. Bº  a este órgano colegiado y si superan este paso,  los comisarios han de ser nombrados por el Consejo por mayoría cualificada. 

El último paso,  por lo tanto es que el Parlamento Europeo si da su Vº Bº por mayoría de votos emitidos a este órgano colegiado y si no se consigue esta votación, todos   serán rechazados  y finalmente, al nombramiento del Consejo que asumirá también  una nueva votación por mayoría cualificada y las circunstancias serán las mismas, si el  Consejo no logra esta mayoría cualificada, si no ratifica a ese órgano colegiado se tendrá que efectuar una nueva votación para otros nuevos candidatos.

El mandato de la Comisión es de 5 años coincidentes con los miembros del PE y esto no es casualidad porque se hecho la renovación de los comisarios, coincide con las elecciones al PE, y esto es así, porque se quiere que la Comisión tenga en todo momento la confianza del PE.  

En teoría no habrá desfase  entre ambas instituciones por ese motivo cuando hay una moción de censura como consecuencia de que la Comisión emite como órgano colegiado, evidentemente, habría una nueva votación, el mandato de esos comisarios no sería de 5 años sino que acabaría justo en el momento en que acabara el mandato previsto inicialmente para los anteriores comisarios.

Otra nota importante de la Comisión es su independencia, es una institución  independiente de los estados m8iembros, de las otras instituciones y evidentemente de los intereses privados. En este sentido el Articulo 213. 2  del TCE nos dice que los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones con absoluta independencia  y en interés de la Comunidad.

Por lo tanto, los comisarios, los miembros de la Comisión son elegidos por el Consejo y el Parlamento a propuesta. De este modo si un gobierno a propuesto a un candidato a comisario que actúa como nacional de ese estado pierde la confianza de ese Estado y no tiene ningún mecanismo para sustituirle, ya que una vez que el Comisario es nombrado no actúa en nombre o en interés de ese Estado, actúa en nombre e interés de la Comunidad.

Los comisarios sólo pueden ser cesados por el Tribunal de Justicia por cometer una falta grave o por considerar que no reúne las condiciones necesarias para ejercer las tareas del  cargo.

Para mantener su independencia, para asegurar que los comisarios son independientes no pueden solicitar ni recibir instrucciones de ningún gobierno, del suyo o de ningún otro, ni  tampoco ejercer actividad profesional de ningún tipo durante su mandato.

Lo que si  se les permite es realizar actividades de investigación o de docencia, siempre que no sean permanentes, que no incidan sobre su quehacer ordinario. También pueden participar y si quieren, pueden ser miembros de un partido político y participar incluso, en campañas electorales, salvo que evidentemente, participen como cargo elegible y si son elegidos tendrá que dejar su cargo de Comisario.

Finalmente, una vez que finaliza su mandato o se les renueva, cuando el Gobierno propone a otra persona, en este caso, tiene la obligación de guardar secreto, discreción en relación de los asuntos que ha conocido durante el ejercicio de su cargo.

2) FUNCIONAMIENTO INTERNO DE LA COMISIÓN
Uno de los principios básicos que rigen la actuación de la Comisión es el principio de colegialidad, ya que, la Comisión es un órgano colegiado, esto quiere decir que,  todos participan en la adopción de decisiones y por lo tanto, todos son responsables de estas decisiones.

Las decisiones con carácter general, se adoptan por mayoría absoluta y una vez adoptadas son decisiones de la Comisión no son decisiones del Comisario a cuya materia afecta,  sino que una vez adoptada la decisión es una decisión de la Comisión en su conjunto.

En todo caso, eso si, acabado el trabajo se distribuye entre los comisarios los temas a tratar 

en comisiones para agilizar la cuestión de los temas; de este modo tenemos comisarios que delegan en otros un determinado tema y en ocasiones, las votaciones se hacen sobre textos presentados por un comisario sobre los que no ha habido discusión  pero que no han recibido ido enmiendas  en un periodo determinado.

Las sesiones de la Comisión se preparan en las reuniones los Jefes de Gabinete de cada Comisario tienen una estructura administrativa a su disposición y son los que preparan las sesiones de la Comisión en reuniones presididas por el Secretario General de la Comisión.

De la Comisión dependen miles de funcionarios,más de 20.000 en sus diferentes grados. 

Básicamente, la estructura de la Comisión está compuesta por los comisarios, la Comisión, por una Secretaria General, los gabinetes de los Comisarios,  un servicio jurídico, un servicio de portavoz  de la Comisión, una oficina estadística  y las direcciones generales que dependen del Comisario competente en la materia de que se trate (hay unos 20), el Comisario de medioambiente tiene a su cargo una dirección general de medioambiente, y varias direcciones generales de medioambiente.

3) ATRIBUCIONES O FUNCIONES DE LA COMISIÓN

Hay que distinguir entre las competencias que tiene respecto al pilar comunitario de las que tiene respecto a los pilares de cooperación intergubernamental. Aquí veremos solo las referidas al pilar comunitario.

En el pilar comunitario se pueden citar 4 básicas y algunas otras muy particulares:

1º.
Competencias de iniciativa.

2º.
Competencias de control.

3º.
Competencias de ejecución

4º.
Competencias normativas y,

5º.
Competencias de carácter específico o especial.

1.- Competencias de iniciativa.-

En general, todo proceso de decisión comunitario, parte de una propuesta de la Comisión, salvo algún ámbito muy concreto como puede ser la Unión Económica y Monetaria que parte del Banco Central.

Después estas decisiones acaban siendo adoptadas por el Consejo, con una intervención del Parlamento que varía según la decisión de que se trate y que puede ir desde una simple consulta hasta la codecisión. Y es aquí donde radica el verdadero poder de la Comisión, que es la única instancia de donde pueden partir las propuestas y que el Consejo no puede decidir por iniciativa propia sino lo que le propone la Comisión.

Además, el Consejo solo puede apartarse de la propuesta de la Comisión por unanimidad, incluso en los casos en que el Consejo tiene que decidir por mayoría. Si quiere apartarse de la propuesta tiene que hacerlo siempre por unanimidad. En estas dos reglas, exclusividad de iniciativa y unanimidad del Consejo para apartarse de la propuesta radica el verdadero poder de la Comisión. Por esto se suele decir que la Comisión es el motor de las Comunidades.

2.-  Competencias de control.
La Comisión es, por otra parte, el guardián de los Tratados. Esto quiere decir que tiene que controlar el cumplimiento de las obligaciones de los Tratados fundacionales que son vinculantes para los Estados y para sus individuos. Esta función de vigilancia se manifiesta en tres tipos de facultades:

1ª. Facultades de carácter general para informarse e investigar. La Comisión puede requerir toda la información que considere necesaria para comprobar esto. Tanto los Estados como los ciudadanos requeridos están obligados a facilitársela. Esto normalmente ocurre en la primera fase.

2ª. Facultades de corrección, para imponer sanciones o perseguir las infracciones observadas en la vigilancia.  La Comisión tiene esta facultad, en algunos casos de forma directa sobre los particulares (defensa de la competencia, por ejemplo) y en otros casos se orienta a promover procedimientos judiciales, especialmente,  a iniciar el proceso de infracción, que tiene que ser utilizado frente a los Estados antes de acudir al Tribunal de Justicia a través del recurso de incumplimiento.

3ª. Facultad para aprobar “cláusulas de salvaguarda”,  que permiten que los Estados adopten medidas excepcionales, que limiten las libertades de circulación, especialmente, si se provocan graves alteraciones de la actividad económica interna de los Estados (Vacas locas, por ejemplo, justificada en la salud humana). 

Las medidas excepcionales no corresponden a los Estados puesto que sería una puerta a la transgresión de los Tratados, tienen que ser aprobadas por la Comisión.

3.-  Competencias de ejecución.
Pueden ser las más complicadas de explicar y de entender. En los tratados originarios la función de ejecución correspondía al Consejo, no a la Comisión, y además, no se trata de toda la ejecución, puesto que se hace a través de los Estados miembro. Es una Administración indirecta.

Por tanto, las Comunidades ejercen directamente una pequeña parte de las competencias, por ejemplo, la política de la competencia, una parte de la política pesquera, la política regional (fondos estructurales) y pocas cosas más.

No obstante, cuando se trata de ejecutar el derecho comunitario por parte de la Comunidad, la competencia, en principio, corresponde al Consejo. El Consejo delegaba esta función en la Comisión y ésta actúa en el lugar del Consejo.

Esta situación cambió de manera importante en el Acta Única Europea de 1986, porque de una simple autorización para delegar, se pasó a una obligación de delegar, de forma que a partir del Acta Única el Consejo estaba obligado a delegar el ejercicio de las facultades de ejecución.

Y con este mismo carácter obligatorio se mantuvo en Maastricht y Ámsterdam. En la versión actual, el Consejo tiene que delegar en la Comisión las facultades ejecutivas.

Esto no tendría mayor importancia si no fuera porque se trata de una delegación y no de competencias propias de la Comisión y el Consejo se reserva una cierta intervención de control respecto a la actuación de la Comisión, cosa que no podría ocurrir si se tratara de competencias propias de la Comisión.

Este control se hace a través de diversos procedimientos que son los que complican la cuestión. Y estos procedimientos se han simplificaron en 28 de Junio de 1999, a través de una Decisión específica del Consejo sobre las “Modalidades de Ejercicio de las Competencias de Ejecución atribuías a la Comisión”, que sustituyó otra Decisión del propio Consejo de 1987, que regulaba exactamente lo mismo, si bien de una forma mucho más complicada.

En la decisión de 1999 se establecen cuatro procedimientos y unos criterios que, más o menos, permiten decidir cuando una decisión se tiene que someter a uno u otro procedimiento. 

En general, estos cuatro procedimientos tienen una cosa en común y es que actúan a través de Comités de la Comisión que tienen que estar formados por representantes de los Estados miembros (funcionarios) y presididos por un representante o miembro de la Comisión. Los Comités tienen siempre la misma formación. No es necesario que sean del Gobierno central de los Estados miembros pueden ser miembros autonómicos, pero tienen que estar presididos siempre por la Comisión.

Lo que varía en cada caso es la eficacia de la intervención del Comité. Todos empiezan igual: La Comisión presenta o propone una propuesta de decisión y el Comité emite un dictamen. En él, los representantes de los Estados se tienen que poner de acuerdo, pudiendo existir votos particulares. Este dictamen se suele aprobar por mayoría cualificada con las mismas reglas de decisión del Consejo, y donde se notan las diferencias es en la eficacia de los dictámenes. 

Estos procedimientos son:

El consultivo: “La Comisión tendrá en cuenta, a la mayor medida posible, el dictamen del Comité”. No está obligada a seguirlo, simplemente lo tendrá en cuenta. “Si al final la decisión se aparta del dictamen, tendrá que informar al Comité, que, posteriormente, informará al Consejo”. Se trata del procedimiento menos intenso.

El de gestión: que se da en los casos de las medidas de gestión, por ejemplo, la política agraria, política pesquera, etc.

La Comisión presenta su propuesta, el Comité aprueba un dictamen con la mayoría cualificada y a la hora de votar, el Presidente, que es miembro de la Comisión, no vota, queda al margen y al final la Comisión adopta las medidas que cree oportunas. 

Si no son conformes al dictamen, informan al Consejo y se aplazan durante un periodo máximo de tres meses en los que el Consejo puede cambiar su decisión. Si en ese periodo no se pronuncia, se aplica la medida adoptada por la Comisión y contraria al dictamen.

De reglamentación: Se sigue en los casos de medidas de carácter general que desarrollen elementos esenciales del acta básica. En este procedimiento, la Comisión presenta igualmente al Comité su proyecto de medidas, el Comité dictamina por mayoría cualificada, y la Comisión solo puede adoptar las medidas que sean conformes al dictamen. En los casos anteriores no tenía que ser así.

Si en cambio cree la Comisión que tiene que adoptar medidas o bien contrarias al dictamen, o si no hay dictamen en el periodo previsto que suele ser muy corto, la Comisión presenta su propuesta al Consejo acompañado de un informe que se solicita al Parlamento europeo.

Al final, en un máximo de tres meses, el Consejo se tiene que pronunciar y lo hará por mayoría cualificada, obligando a que la Comisión re-examine de nuevo la misma propuesta. En definitiva, se entra en una especie de círculo en que al final hay que ponerse de acuerdo.

Si no hay pronunciamiento en los tres meses, que es la otra posibilidad, la Comisión puede adoptar el Acta que era contraria al dictamen del Comité.

De salvaguardia:  La Comisión comunica  a los Estados miembro y al Consejo las decisiones que quiere adoptar. Cualquier Estado miembro puede someter al Consejo la propuesta que hace la Comisión. 

El Consejo puede adoptar una decisión distinta de la propuesta por la Comisión a través de una mayoría cualificada. O en su caso puede el Consejo decidir confirmar el proyecto que le propone la Comisión, modificarla o derogarla.

La Comisión tiene funciones de carácter normativo en la medida en que puede dictar ciertas normas  de segundo orden o subordinadas a las que puede dictar el Consejo. 

De carácter representativo ante los Estados miembros y ante las organizaciones internacionales y otras funciones de organización de la propia estructura institucional dependiendo de la Comisión de Administración Comunitaria, así como funciones relativas a la negociación de tratados internacionales en que la UE actúa como sujeto de Derecho Internacional y cuyo peso lo lleva la Comisión.

4)  EN PARTICULAR LA EJECUCIÓN DEL DERECHO COMUNITARIO: LA COMITOLOGÍA
Como es sabido, el Consejo tiene la obligación jurídica de atribuir sus poderes de ejecución en favor de la Comisión pudiendo condicionar esta habilitación a eventuales modalidades de seguimiento y vigilancia. No obstante, estos seguimientos y vigilancias deben responder a unos principio y normas  preestablecidas mediante votación unánime, previa propuesta de la Comisión y previo dictamen del Parlamento  Europeo.

Todo el tema de la comitología se ha regulado en una Decisión específica  de  28 de junio de 1999 que derogó la compleja Decisión de 1987.

En esta Decisión se regulan básicamente dos cosas:
Una,  el tipo de control que se ejerce en cada caso.

Dos, de como se desarrolla ese control.

Porque este control en definitiva consiste en la intervención de unos comités, de unos órganos  constituidos por representantes de los estados miembros y presididos por el Presidente de la Comisión. 

Esto es así porque  los representantes de los estados miembros están trabajando para el Consejo. Estos Comités, trabajan para el Consejo en una misión de control, dado que el Consejo representa los intereses estatales de los estados miembros.  De ahí que estos comités controlen la actuación de la Comisión y estén formados por representantes de los Estados miembros. 

La Comisión hace 2 cosas:
Una,   establecer unos criterios para que  el Consejo decida en cada caso.

Otra, establece concretamente como funcionan estos comités. 

Hasta ahora hemos visto los comités de consulta  y el de gestión. Ahora vamos a ver como funcionan estos controles:  mientras más relevante es la función de gestión  menos aplicaremos el comité de consulta  y más nos vamos  alrededor del de gestión, o el de salvaguarda.

Los Comités  elaboran  un dictamen y la Comisión  puede seguir ese dictamen  o seguir su propia decisión, es decir,  la Comisión puede seguir sus decisiones sin tener  en cuenta el dictamen del Comité. Por lo tanto, aquí el control del Consejo es menos intenso, ya que,   la Comisión adoptar su propia decisión.

En cambio, en el caso del Comité  de gestión existen situaciones diferentes, así la Comisión prepara su desarrollo de gestión, ejercita su competencia de ejecución  y presenta un proyecto y lo presenta a este Comité y este Comité se pronuncia sobre el texto que le presenta la Comisión, pudiéndose pronunciar en sentido positivo o en sentido negativo.  

Supongamos por ejemplo que la Comisión se está excediendo en sus prerrogativas que le ha sido otorgada por el Consejo o por otros motivos; entonces ya estamos ante el  Comité de gestión cuando el control es más intenso tenemos un trato diferente que en el Comité de consulta. 

Ahora bien si el dictamen es negativo la Comisión puede adoptar igualmente sus medidas. No obstante, el Consejo en el plazo de tres meses puede sustituir estas medidas adoptadas por la Comisión si considera que está adoptando medidas inadecuadas al caso.

En este sentido el artículo 4º  dice que, el Consejo por mayoría cualificada podrá tomar  una decisión diferente dentro del plazo de tres meses. En la práctica lo que ocurre es que la ejecución la desarrolla el Consejo.

3. En el caso del Comité de reglamentación el resultado es similar.
Respecto al Comité de reglamentación podemos decir que estamos en la misma dinámica que en el de gestión, es decir, son medidas de mayor envergadura  incluso que en el procedimiento de gestión y por supuesto que el procedimiento de consulta porque la intervención del Comité es más decisiva.

Si el dictamen del Comité es negativo sobre lo que le propone la Comisión, el Consejo puede rechazar lo propuesto por la Comisión, en cuyo caso, si la Comisión quiere que se apruebe su propuesta  está obligada a presentar una nueva propuesta o alguna otra medida.
4º. El procedimiento para la adopción de cláusulas de salvaguardia. Finalmente es la Comisión la que asegura las cláusulas de salvaguardia, es decir, la que autoriza en ciertos casos particulares, medidas de no aplicación de los Tratados. Es decir, prohíbe que los Estados decidan por si mismos.

En la actualidad, cuando la mayoría de cláusulas de salvaguardia han caducado con la expiración del periodo de transición, salvo ex artículo 134 del TCE, son tanto las Actas de adhesión como los acuerdos que conciernen a las relaciones con terceros países, o los reglamentos relativos a tal o cual política común los que habitan a la Comisión.

Fin tema 7.

TEMA 8 ( EL CONSEJO


1)  COMPOSICIÓN DEL CONSEJO
El Consejo es una Institución común y única a todos los tratados vigentes a raíz o desde la firma del Tratado de fusión de 1965. Hay que recordar, que originariamente había tres  Consejos, uno para cada tratado, pero en el caso del Consejo, a partir del Tratado de Fusión de 1965 solo hay un Consejo.

El Consejo está reconocido como Institución comunitaria en el artículo 7° del TCE y desde

la entrada en vigor del Tratado de Maastricht se le define como Consejo de la UE, y ello es

así, porque desde el Tratado de Maastricht asume competencias referentes a los tres pilares: El TCE, el PESC y el TAI o cooperación policial y judicial en materia penal.

El Consejo es la Institución que representa los intereses estatales. El Consejo en contraposición con la Comisión es, la Institución con poder de decisión más relevante, ello

es así, porque en definitiva la Unión está formada por Estados, por lo tanto, se otorga un poder prioritario a la Institución que representa a los Estados.

El Art. 203 del TCE regula que el Consejo está compuesto:
Por un representante de cada Estado miembro (15 ) con rango ministerial.

Facultado para comprometer u obligar al Estado miembro al que representa.

De esta regulación se desprenden varias características:
La primera de ellas, es que, se habrá de atender o prestar atención al sistema constitucional de cada Estado miembro para conocer exactamente, quienes son los

miembros del Gobierno porque solo estos pueden formar parte del Consejo. Por lo tanto,

esta referencia de rango de ministerial no se debe tomar al pie de la letra porque los presidentes de Gobierno también pueden formar parte del Consejo.

En segundo lugar, en nuestro sistema sería la posible la participación de los consejeros de

las CCAA con facultad para comprometer al Estado con la Unión Europea. Para ello, es

necesario de una Ley de delegación para poder formar parte del equipo del Jefe de Gobierno o ministro que represente al Estado para poder actuar ante la Unión Europea.

Estos representantes no tienen voto ni intervención, pero como posibilidad jurídica todo

depende de nuestro derecho interno, que es donde se posibilita esa posibilidad, porque

simplemente tiene que ser una persona con facultad para comprometer al Estado.

2a hora.

En tercer lugar, si el representante de rango ministerial no puede acudir a la sesión del Consejo, puede delegar su voto de representación en otro miembro del Consejo. Así España puede delegar su voto en otro miembro de otro Estado como por ejemplo Alemania.

En cuarto lugar, es que la composición del Consejo varia según los temas que se vayan a

tratar, es decir, puede haber diferentes formaciones del Consejo sin que se altere su naturaleza jurídica. Así puede haber hasta 9 formaciones diferentes del Consejo. La más

habitual, es la del Consejo de Asuntos Generales y Relaciones Exteriores que están formadas por los ministros de asuntos exteriores de cada país.

Otra ejemplo, es la del Consejo sobre Asuntos Económicos y Financieros, conocida como

ECOFIN.

Esto quiere decir, que si se tiene que discutir un tema de presupuestos de la Comunidad se tiene que constituir el Consejo no con los Presidentes del Gobierno o Jefes de Estado, ni Ministros de Asuntos Exteriores sino con aquellas personas que tengan competencia sobre esa materia: Igualmente ocurre en materia de medioambiente en que el Consejo vendrá compuesto por aquellas personas que tengan competencias sobre esa materia.

El Consejo no es como la Comisión en que tenemos 20 comisarios, cada uno de los cuales tienen asignadas una determinada misión específica y siempre son los mismos 20 comisarios, aquí no hay cambios, ya que, cada uno de los comisarios tiene asignada una determinada materia específica.

En cambio, en el caso del Consejo, que está formado por personal de los estados miembros, lo lógico es que esté formado por diferentes composiciones, sin que sean siempre los mismos.

En el seno del Consejo se creó un órgano auxiliar denominado COREPER o Comité de Representantes Permanentes que tiene como función principal preparar los trabajos del Consejo. A cargo del COREPER hay un conjunto de funcionarios que llevan a cabo la preparación de los trabajos del Consejo.

Y finalmente, para acabar este primer punto, en las sesiones del Consejo, está presente la Comisión, representada por su Presidente o por los comisarios competentes en la materia que se vaya a desarrollar en el Consejo.

2) FACULTADES Y RÉGIMEN DE ADOPCIÓN DE ACUERDOS
Los poderes del Conejo son los siguientes:

1.    Poder de decisión.

2.    Poder de coordinación.

3.    Poder de supervisión y sanción

4.    Y poder en materia de relaciones exteriores.

(1). Poder de decisión. El Consejo posee unos poderes de decisión muy amplios y ello para que pueda cumplir con los objetivos de los tratados. Este poder de decisión es un poder normativo: aprueba la mayoría de las normas de derecho comunitario, directivas, reglamentos y decisiones y también es un poder de ejecución, si bien este poder de ejecución con carácter general se lo atribuye a la Comisión.

En todo caso, este poder normativo no es un poder exclusivo del Consejo, el Consejo no es

un Parlamento estatal porque en ese poder intervienen otras instituciones como el Parlamento y la Comisión.

Recordar siempre que. en un procedimiento ordinario se dan tres fases:

· Una propuesta de la Comisión.

· Un dictamen del Parlamento Europeo  a nivel consultivo.

· Y una Decisión aprobada por el Consejo.

Se trata pues de un poder compartido con otras instituciones, lo que pasa es que cada una de estas instituciones desarrolla su función.

(2). Poder de coordinación, que viene recogido en el Art. 202 del TCE, en virtud del cual,

el Consejo tiene la misión de coordinar las políticas económicas de los estados miembros.

De hecho la regulación del Consejo viene regulada en los artículos 202 y siguientes del TCE.

(3). Poder de supervisión o control v sanción, esta potestad con carácter general corresponde a la Comisión que es la guardiana de los Tratados pero el Consejo también tiene alguna competencia en este ámbito, básicamente, el Consejo es la Institución encargada de controlar la adecuación de las políticas económicas y presupuestarias de los estados, miembros a los compromisos comunitarios.

(4). Poder en materia de relaciones exteriores, en cuyo caso. el Consejo asume, las decisiones en materia de asuntos exteriores, lo que significa, que decide la apertura de negociaciones y también es la Institución que decide si finalmente se llega a un acuerdo o

no internacional, puesto que quién decide es el Consejo.

El Consejo, es la institución con más protagonismo en el desarrollo del pilar sobre asuntos de justicia interior y sobre el pilar de política exterior y seguridad exterior.
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La principal misión del Consejo es la toma de decisiones. Una de sus funciones básicas es la función legislativa donde intervienen las tres instituciones en los procedimientos complejos pero quien finalmente toma la decisión es el Consejo que quien aprueba las normas, previa propuesta de la Comisión y previa la intervención del Parlamento.

Las normas pueden tener un contenido y pueden tener otro. El contenido de la norma puede interesar más a un país que a otro, por tanto, a efectos de poder influir más o menos en el contenido final de una norma es importante saber cual va a ser efectivamente tu peso en la votación; dependiendo de cual sea el peso de cada país en

las votaciones, y sobre todo de los países con los que más o menos se tienen idénticos o similares intereses en bastantes materias de eso va a depender que la directiva o reglamento que se apruebe sea más acorde con los intereses de esos países o no.

Así por ejemplo en cuestiones de pesca y agricultura, existen los países mediterráneos que tienen uno intereses comunes. De ahí que si otros países defiendan otra política que perjudiquen a los intereses comunes de estos países, si éstos tienen capacidad de veto,

capacidad de bloqueo. En definitiva es un reparto de poder.

La Europa de las dos velocidades. Implica que hay países poderosos dentro de la Unión

que amenazan a otros países más modestos con aplicar la llamada Europa de las dos velocidades. Esto que quiere decir, que los países más poderosos avanzarán mas deprisa que los otros. Un ejemplo de la Europa de las dos velocidades sería la implantación del euro por una serie de países, no por todos y esto ha generalizado otra serie de materias en

las que se tienen intereses comunes diferentes a las de otros países miembros.

Los Tratados prevén tres sistemas de votación que se aplican para adoptar decisiones en el seno del Consejo:

1°.   
El sistema de mayoría simple. Se aplica en muy pocas ocasiones y supone que cada Estado miembro posee un voto único a efectos de que una decisión sea       
aprobada. Es suficiente el hecho de que haya más votos a favor que en contra. El      
 sistema de mayoría simple viene regulado en el Art. 205 del TCE y también en los       
artículos 207 y 208 del TCE.

2º.

El sistema de mayoría cualificada. Es el sistema más habitual. Se dan ejemplos de aplicación de este sistema en los artículos 18, 37, 40, 71 y 100. El sistema de mayoría cualificada  se ha visto afectado por el Tratado de NIZA que entraría en vigor a partir de enero de 2005. 
3º.
El sistema de unanimidad. Este sistema supone la necesidad de obtener el voto favorable de los diferentes estados para poder adoptar una norma. Esto no significa que todos los estados deban votar a favor, ya que pueden abstenerse, lo que no puede haber ningún voto negativo. Se aplica en muy contadas ocasiones. De este sistema vienen ejemplos en los artículos 19 y 22 del TCE. El sistema de mayoría cualificada es el sistema más conflictivo y actual. 
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Centrándonos en el sistema de mayoría cualificada, el sistema vigente en relación con los cambios del Tratado de NIZA supone que a partir de determinado momento haya un cambio con la ampliación pero ahora vamos a hablar de lo que se aplica hoy en día.

Actualmente, los votos de cada estado por el sistema de mayoría cualificada son los siguientes:
10 votos: Francia, Italia, RU y Alemania (Art. 205, 2 del TCE). su voto vale por 10.

08 votos : España. 

05 votos : Bélgica, Países Bajos, Grecia  y Portugal. 

04 votos : Austria y Suecia.

03 votos : Finlandia, Dinamarca e Irlanda.

02 votos : Luxemburgo.

Esto es lo que se llama el voto ponderado en el que se dan dos reglas:
1ª.
Con esta ponderación de votos si la norma se adopta a propuesta de la Comisión se necesitan 62 votos para que sea aprobada de un total de 87 (Art. 205 del TCE). Esto significa por lo tanto que se necesita un número mínimo de 8 estados para aprobar la norma. 

2ª. 
La segunda regla nos dice que si la norma no es adoptada previa propuesta de la Comisión se necesitan también 62 votos pero esos 62 votos tienen que representar a un mínimo de 10 países.

Este sistema de voto ponderado, de mayoría cualificada, se ideó en su momento con la finalidad de encontrar un equilibrio entre países grandes y países pequeños y también entre países del norte y países del Mediterráneo o del sur.

Pero lo que ocurre es que las reglas que rigen este sistema, el reparto de votos, tiene su origen  en la aprobación de los Tratados al final de los años 50 con una estructura de países determinados,  pero con las recientes ampliaciones de la UE a lo largo de la Historia, se considera que se ha producido un desequilibrio en este sistema de votación, porque el porcentaje de población necesario para aprobar una norma es cada vez menor.

Otra característica que se ha producido es que los países mediterráneos (Italia, España y Grecia), no disponen de los votos suficientes para bloquear una determinada decisión. Esta minoría de bloqueo está en 26 votos y la suma de los votos de estos tres países suman sólo 23, y por tanto, no llegan a esta minoría de bloqueo.

Por este motivo, para evitar esta situación respecto a este caso concreto, se adoptó el llamado compromiso de IOANINA en el año 1994 por el cual el compromiso de IOANINA el Consejo se comprometió o asumió el compromiso más político que jurídico por el cual si determinados países llegaban a reunir entre 23 y 25 votos y se mostraban en desacuerdo sobre cierto proyecto normativo, con una propuesta de una norma, en ese caso, el Consejo, asumía el compromiso de IOANINA de intentar llegar a un acuerdo para evitar esa confrontación, para intentar alcanzar un mínimo de 65 votos.

Esto es lo que se aplica ahora mismo.  Con NIZA y pensando en la ampliación se quiere cambiar se quieren introducir modificaciones en este sistema, fijaros que aquí para la ponderación del voto se tiene en cuenta la población pero es el único sistema que se aplica, es decir, a cada estado se le asigna un número de votos y en función de ellos de deciden las votaciones.

Con NIZA se quiere pasar teniendo en cuenta dos criterios, de dos elementos para decidir una votación:

Se sigue con el sistema de atribuir un número de votos a cada país pero se introducen dos correcciones: 

1ª.
Se exigen, proporcionalmente, más votos para poder adoptar la decisión.

2ª.
Y además, para que una decisión sea adoptada es necesario que esos votos representen como mínimo al 62% de la población.  

Esto quiere decir, que una decisión puede no ser aprobada por dos motivos:
UNO, porque no sume los votos necesarios, según el Tratado de NIZA.

Y DOS, porque no llegue a representar el 62% de la población.

Y eso es lo que se supone a lo que nos dirigimos porque ya hubo fuertes negociaciones para llegar a este acuerdo, aunque en teoría se considera de menos con carácter general desde el punto de vista del equilibrio, pero eso es a lo que nos dirigimos con la ampliación,  y es lo que se pretende cambiar y así consta en el proyecto de Constitución Europea.

Respecto a la Presidencia del Consejo se ostenta por un sistema de rotación de cada país cada 6 meses.

TEMA 9 ( EL PARLAMENTO

1) LA ELECCIÓN DE SUS MIEMBROS
El Parlamento Europeo (PE), es una institución relevante, no exactamente como el Parlamento de los Estados pero si que es verdad que cada ver se le reconoce más competencia, especialmente en el procedimiento normativo que es lo que nos da a nosotros el derecho comunitario. 

El PE es una institución que nació con una importancia relativa, ésta importancia la ha ido adquiriendo progresivamente, tanto desde el punto de vista político,  de control  político y  económico como en relación del procedimiento normativo, ya que,  la mayor parte de las normas de derecho comunitario se aprueban hoy en día siguiendo el procedimiento de  codecisión que se aplica para la aprobación de normas, en ese procedimiento de codecisión el papel del Parlamento es muy relevante, deciden el Consejo y el Parlamento.

Ahí si que se puede decir, que el Parlamento se asemeja más a lo que es un Parlamento interno, porque si el Parlamento no  está de acuerdo puede impedir que ese proyecto de normas no llegue finalmente a aprobarse.

El  Parlamento Europeo se define como una Institución en el Art. 7 del TCE y su régimen jurídico está regulado en los artículos 189 a 201 del TCE y en su reglamento interno de junio de 1999, dos fuentes que nos indica como ha de actuar el Parlamento.

El Art. 189 del TUE nos dice que el PE está compuesto por los representantes de los pueblos de los Estados miembros pero esta definición no nos debe hacer pensar que el PE es equiparable a un parlamento nacional y ello, principalmente, por las funciones que le son encomendadas.

Recordar, si nos preguntaran cual es la función que caracteriza a un parlamento nacional diríamos que es la función legislativa que es la función esencia del Parlamento de un Estado pero en el Derecho comunitario el Parlamento no tiene una función legislativa equiparable a la de los parlamentos nacionales de los estados, participa eso sí, en la función legislativa de una manera cada vez más  relevante, pero no puede decirse que el Parlamento Europeo sea titular de la función legislativa la cual le corresponde al Consejo.

ELECCIÓN DE LOS MIEMBROS DEL PARLAMENTO EUROPEO.

Los parlamentarios son elegidos por sufragio universal directo (Art. 190 del TUE), y su mandato dura 5 años.

Respecto a como son elegidos los parlamentarios europeos responde al sistema de elección de cada país. En cada país según sus reglas electorales eligen a los parlamentarios que van a representar a ese país en la UE. Cada país tiene derecho a tener un número de representantes en el Parlamento Europeo.

En la legislatura elegida en 1999  y hasta junio de 2004, el número de diputados es de 626, distribuidos entre los 15 estados miembros de la UE es el siguiente: Alemania, 99; Francia,  RU e Italia, 87; España 64, Países Bajos, 31; Grecia, Bélgica y Portugal, 25; Suecia, 22; Austria, 21, Dinamarca y Finlandia 16; Irlanda 15 y Luxemburgo 6.

Con el Tratado de NIZA a partir de junio de 2004 ante el horizonte de la ampliación, para evitar un aumento de manera indefinida, el Tratado de Ámsterdam de 1997 estableció el límite en 700 eurodiputados en la Unión ampliada: Sin embargo, los Estados miembros en el Tratado de NIZA aumentaron el número de diputados a 732 en una UE de 27 Estados.

Con el Tratado de Niza el número máximo de parlamentarios será de 732, con la ampliación de la UE a 27 países, los 15 actuales verán reducidos sus miembros, España concretamente estará representada con 50 parlamentarios. 

El número de representantes de cada país viene acorde con el número de habitantes.  Un país muy poblado como es el caso de Alemania le corresponden 99 parlamentarios y un país menos poblado como es Luxemburgo, le corresponden sólo 6 parlamentarios.

2) ESTRUCTURA INTERNA Y FUNCIONAMIENTO DEL PARLAMENTO
El PE se organiza en Presidente, Mesa, Pleno y Comisión, e internamente en Grupos Parlamentarios.

El Presidente y la Mesa son elegidos entre los miembros del Parlamento y de la Mesa, concretamente, forman parte los Vicepresidentes del Parlamento y los llamados Cuestores, que son los parlamentarios encargados de las cuestiones económico - administrativas que afecten a los diputados.

Las Comisiones son los órganos en los que se desarrolla el trabajo del Parlamento y están formadas por parlamentarios de los diferentes grupos. Los trabajos de estas comisiones va variando en función del asunto a tratar; necesitándose unas 20 comisiones para cubrir los distintos asuntos a tratar: turismo, asuntos jurídicos, empleo, asuntos sociales, etc.

Estas comisiones son como las que hay en los parlamentos nacionales de los estados miembros en la que están representados los grupos parlamentarios en las  que se debaten o se discuten  o negocian las diferentes posiciones los asuntos que después en el Pleno hayan de aprobar sobre una determinada cuestión. Es como una  manera de agilizar el trabajo del Parlamento.

Los grupos parlamentarios como su nombre indica,  representan las tendencias políticas e ideológicas del Parlamento. Los grupos  parlamentarios no responden a un sentido político sino que se agrupan por áreas ideológicas. Los grupos parlamentarios más relevantes son: el grupo socialista, el grupo popular, el grupo los Verdes o el grupo liberal.

Los parlamentarios no están sometidos a mandato imperativo, no siguen las órdenes de nadie; gozan de privilegios en materia de desplazamiento, régimen fiscal y también gozan de inmunidad.

Según el Tratado de Ámsterdam el Parlamento realiza 12 sesiones mensuales en Estrasburgo pero si se hacen sesiones adicionales se realizarán en Bruselas y la Comisiones se reúnen durante dos semanas al mes, pero la sede del PE está en Estrasburgo. 

Es habitual que las comisiones parlamentarias inviten al Comisario que corresponda según la materia, para que explique la postura de la Comisión, sobre una determinada cuestión o para que explique una determinada propuesta normativa que haya llegado al Parlamento o para que explique el contenido de una determinada propuesta normativa  que haya llegado al Parlamento, ya que,  quién propone las normas es la Comisión.

También se desarrollan en ocasiones audiencias públicas en el PE en las que comparecen o acuden representantes de sectores económicos, de asociaciones, de personas del orden académico, etc.,  para explicar su punto de vista sobre una determinada materia.

La función principal de las comisiones parlamentarias es la de aprobar un informe o dictamen sobre la propuesta de norma llegada al Parlamento sobre los cambios que se consideran oportuno introducir. 

Así si se trata de una norma de transportes, la comisión parlamentaria analizará esa norma en su seno, en un parlamento pequeño, analizará su contenido y emitirá un dictamen conocimiento de la comisión y con las enmiendas que cada grupo quiera aportar y que después se discutirá en el Pleno.

2ª hora.

LAS COMPETENCIAS DEL PARLAMENTO EUROPEO:  

 Las competencias del Parlamento europeo las podemos dividir en tres grandes categorías:

1ª.
De control.

2ª.
Presupuestarias y,

3ª.
Normativas.   

(1ª). En las competencias de control, el PE ejerce una importante función de control político sobre la Comisión  y sobre el funcionamiento de la Comunidad.  Este control se  aplica a través de las siguientes modalidades:

En primer lugar,  con el voto de investidura; recordar que tanto el Presidente como los comisarios se someten al voto de investidura o voto de aprobación por parte del PE, para lo cual necesitan obtener la validación o aprobación por parte del Parlamento Europeo. Si no superan este voto de control no pueden ser nombrados y eso es una forma de control.

En segundo lugar, una vez nombrados los parlamentarios, el Parlamento, puede ejercer un voto de censura (Art. 201 del TCE), en virtud del cual, el PE puede aprobar una moción de censura  contra la Comisión con el voto favorable de las 2/3 partes de sus miembros, con la consecuencia de que si este voto de censura prospera la Comisión tiene que nombrar una nueva comisión.

En tercer lugar, en el seno del PE se constituirán comisiones de investigación (Art. 193 del TCE), se trata de comisiones temporales, es decir, que no tienen una vigencia indefinida que tienen como principal misión determinar que ha existido alguna infracción o mala administración por parte de las instituciones comunitarias, principalmente, por parte de la Comisión.

El trabajo de la Comisión acaba con un informe y el único supuesto que el Tratado limita expresamente, la posibilidad de constituir una comisión de investigación es en aquél caso, en que ya exista un procedimiento judicial abierto sobre esa cuestión, entonces, hasta que el procedimiento judicial no termine no se podrá constituir una comisión de investigación.

En cuarto lugar, el PE también controla, especialmente en la Comisión a través del derecho de petición que se ejerce ante el PE todo ciudadano comunitario, todo ciudadano de la UE que quiera plantear una cuestión sobre un aspecto del derecho comunitario que le afecte, ciudadano que se dirige al Parlamento (artículos 21  y 194 del TCE).

Otra forma de control,  aunque más indirecta la realiza el Parlamento a través del Defensor del Pueblo, que es nombrado por el Parlamento. El Defensor del Pueblo en su momento, 

emitirá un informe ante el Parlamento explicando las quejas recibidas de todo ciudadano durante el año.  Esta es pues, una vía de participación del ciudadano en las actividades de la Comunidad.

Los instrumentos de control, como se ve, son de índole muy diversa y su ámbito de actuación es muy variado. Cabe solo añadir que resulta mucho más intenso respecto a la Comisión, que es quien representa los intereses de la Comunidad, que respecto al Consejo que representa los intereses particulares de los Estados miembros.

Por último, la Comisión presenta anualmente ante el PE un informe sobre las actividades de la Comunidad de este año en el que también se incluye una  especie de programa administrativo de lo que la Comisión quiere hacer  en el siguiente ejercicio, de lo que se ha hecho y de lo que se quiere hacer y ese informe se discute en el Pleno del Parlamento. 

Se valora lo que se ha hecho y de lo que se quiere hacer. El informe anual, emitido por la Comisión se discutirá en sesión pública ante el Parlamento Europeo  (Art. 200 del TCE).

En cuanto a las preguntas parlamentarias, la Comisión tiene la obligación de responder de forma oral o por escrito las preguntas que les formulen los parlamentarios (Art. 197 del TCE). Las respuestas de la Comisión se publicarán en el DOUE. 

Esto es por lo que se refiere al control político.

(2). Competencias presupuestarias. En cuanto a las competencias presupuestarias el  Presupuesto de la Comunidad es aprobado por el PE siguiendo el procedimiento establecido en el artículo  272 del TCE.

Vamos a obviar todas las fases del procedimiento por su complejidad, basta con ver el momento de cooperación y en todo caso, lo básico es saber que el Presupuesto lo elabora la Comisión, lo propone el Consejo y  lo aprueba el Parlamento.
(3), Finalmente, las competencias normativas. Las competencias del PE se ejercitan a través de la elaboración de dictámenes, a través de los  procedimientos de cooperación y  de codecisión.

El procedimiento de codecisión  viene previsto en el Art. 251 del TCE y el procedimiento de cooperación en el Art. 252. 

Respecto a los dictámenes estos pueden ser de conformidad o de disconformidad. De conformidad significa que son vinculantes para la institución que debe aprobar la norma. Si el dictamen no es vinculante, significa que es preceptivo pero no es vinculante. 

Por ejemplo: en materia de tratados, encontraremos artículos que nos dicen que en esta materia las normas se aprobarán a petición del Consejo, previo dictamen del PE y a propuesta de la Comisión, es decir, primero hay una propuesta de la Comisión, después un  dictamen del PE que se pronuncia sobre la propuesta de la Comisión y después una decisión del Consejo.

En estos casos, el dictamen del PE es preceptivo peno no es vinculante, puede seguir lo que diga al Parlamento o cambiar.

Así, si el artículo sobre medioambiente en ver de decirnos eso nos remite que para adoptar normas en este ámbito hay que seguir lo dispuesto en el Art. 251 que nos está diciendo que 

hay que seguir el procedimiento de codecisión, donde se detalla, fase a fase  en que consiste ese procedimiento;  siempre estará en primer lugar la propuesta de la Comisión y después van interviniendo el Consejo y el Parlamento Europeo.

En cambio, si el artículo que sea del Tratado en materia de medioambiente nos dice que para aprobar una norma se estará a lo dispuesto en el Art. 252 nos está diciendo que hemos de acudir al procedimiento de cooperación, que los dos tratan de aprobar normas ambos procedimientos tienen fases diferentes.
En resumen: para aprobar una norma se pueden seguir tres principales procedimientos básicos, tres principales procedimientos. A saber:

1.
Un procedimiento standar que supone una propuesta de la Comisión , un dictamen del PE y la decisión del Consejo, un dictamen que no es vinculante.

2.
Y dos procedimientos mas que están en el Art. 251 que es el procedimiento de codecisión y en el Art. 252, que es el procedimiento de cooperación.

¿En que consisten esos procedimientos?, consisten en como se aprueba  una norma, lo que ocurre es que, ahora a diferencia de lo que pasaba antes en que la mayoría de las materias se aprobaban siendo este procedimiento de consulta, hora la mayoría de artículos sobre materias concretas se remiten al artículo 252 del TCE. 
Así por ejemplo:  el Art. 95 del TCE en relación con las medidas de aproximación con la legislatura, nos dice que: “el Consejo con arreglo al procedimiento previsto en el Art. 251 y previa consulta al Comité Económico y Social  adoptará las medidas relativas a la aproximación de las medidas legales, reglamentarias y administrativas de los estados miembros que tenga por objeto el establecimiento y el funcionamiento del mercado interior”.

Otro ejemplo lo constituye el Art. 42 del TCE en materia de libre circulación de personas, servicios y capitales, el cual nos dice que “ El Consejo con arreglo al procedimiento previsto en el Art. 251, adoptará, en materia de seguridad social, las medidas necesarias para el establecimiento de la libre circulación  de los  trabajadores...”.  

En esa materia de libre circulación de los trabajadores la Comunidad cuando quiera arreglar algo, en relación con los trabajadores, tendrá que seguir el procedimiento codecisión del Art. 251 del TCE que es el más habitual.

TEMA 10 ( EL TRIBUNAL DE JUSTICIA


1) EL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS
El Tribunal de Justicia como su nombre indica es la institución europea de encargada de administrar justicia dentro de la Unión Europea.

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas se encuentra regulado en el artículo 220 a 245 del TCE. En este sentido dice el artículo 220 que “El Tribunal de Justicia y el Tribunal de Primera Instancia garantizarán en el marco de sus respectivas competencia el   respeto del Derecho en la interpretación y aplicación del presente Tratado”. Esta es pues, la función principal del Tribunal de Justicia, garantizar una correcta aplicación del derecho de la UE y principalmente el contenido de este Tratado.

Pero dentro del Tribunal de Justicia hay dos instancias:
Por un lado, la instancia superior que recibe el mismo nombre de la institución o sea  TJCE y Por otro, el Tribunal de Justicia de 1ª Instancia de la Comunidades europeas.

Ambos tribunales forman conjuntamente, el Tribunal de Justicia de las Comunidades europeas.

Tanto el TJCE como el Tribunal de 1ª Instancia, tienen su sede en Luxemburgo y su lengua normal de procedimiento es el francés.

Para ambos tribunales explicaremos:

1º.
Cuales son sus miembros.

2º.
Cual es su organización.

3º.
Que competencias tiene  y,

4º.
Que procedimiento sigue.

(1º). Miembros del TCE. El artículo 221 del TCE, establece que el TJCE estará formado por Jueces y por Abogados Generales. Los Jueces, son 15, coincidente con el número de estados miembros, si bien con la ampliación de la UE no tiene porque coincidir con el número de estados miembros.

Además de los jueces existe otra categoría de miembros que son los Abogados Generales; actualmente, hay 8 Abogados Generales. Por tanto, 15 Jueces y 8 Abogados Generales.

¿ Quiénes escogen a estos miembros?. Los escogen por unanimidad los gobiernos de los estados miembros, mediante el acuerdo común de todos los estados miembros, ya que no existe en Derecho comunitario la figura del “ juez ad hoc”, que conllevaría la connotación de ser nacional del Estado implicado en el conflicto..

¿ Y a quiénes escogen?. Escogen a personas de reconocido prestigio y siempre que reúnan determinadas condiciones, tales como que, sean personas que ofrezcan absolutas garantías de independencia y desarrollar las más altas funciones jurisdiccionales o ser  jurisconsultos de reconocida competencia (Art. 223 del TCE).

A modo de ejemplo, ¿quien es nuestro juez que representa a España?, es una señora que se llama Silva que es abogado del Estado y es la encargada de defender a España ante el Tribunal de Justicia en temas de derecho comunitario y desde octubre del años pasado, es la nueva juez española ante el Tribunal de Justicia.

Los jueces son elegidos por un mandato de 6 años renovables sin límite. La media actual suele ser de dos mandatos, pero no hay límite.

Todos los Jueces se renuevan cada seis años, si bien el Tribunal se renueva cada tres años por mitades (8 y 7 respectivamente) de forma que siempre existe una continuidad garantizada.

El Presidente del Tribunal es elegido de entre los propios Jueces, elección que se hace de forma secreta y por mayoría, siendo su mandato aquí de 3 años, no de 6 como los Jueces, renovables igualmente sin límite. Sus funciones son presidir las vistas y deliberaciones, repartir los casos, etc., es decir, las propias de cualquier Presidente de Tribunal.

El Presidente carece de voto de calidad, razón por la que se impone que casi todas las Salas del Tribunal de Justicia tengan un número impar de componentes.

En cuanto a los Abogados Generales.

Forman parte y son miembros del Tribunal de Justicia y tienen el mismo estatuto personal que los Jueces. Los requisitos exigidos para poder ser Abogado General  son los mismos que para los Jueces (Art.  223 del TCE).

En principio el TCE prevé vía Art. 222, que sean 8, 1 Abogado General por cada uno de los 5 grandes países: Francia, Alemania, Italia, Reino Unido y España, mientras que los tres restantes, se van turnando rotatoriamente durante un año. 

El Abogado General que representa a España es Luis Jarabo.

Estos miembros del Tribunal están obligados a residir en Luxemburgo; tienen una dedicación plena; su cargo es incompatible absolutamente con cualquier otra actividad a excepción de tareas educativas.

Se les reconoce inmunidad, tanto durante la ejecución de su cargo como con posterioridad. No pueden ser retirados de su cargo por actos cometidos durante su mandato, ni por los actos de carácter oficial que realicen una vez finalizado su mandato. 

La inmunidad puede ser levantada por el Pleno del Tribunal de Justicia para que pueda ser juzgado en su país de origen no pueden dedicarse a ninguna otra actividad.

Se les escoge por periodos de 6 años renovables y cada 3 años hay renovaciones internas.  Un mismo miembro puede ser indefinidamente ser renovado, no hay un máximo de tiempo para ser miembro del Tribunal, ya que cuando hay renovación pueden ser de nuevo renovados.

Aparte de los miembros propiamente dichos que son los Jueces y los Abogados Generales, existe una tercera figura que no es miembro del Tribunal pero es una figura relevante como es la del Secretario del Tribunal de Justicia que es elegido entre los Jueces y ejerce las funciones de los secretarios judiciales y su mandato también es de 6 años renovable  indefinidamente. 

Los miembros del Tribunal de Justicia eligen a su Presidente y al Primer Abogado General.

(2). En cuanto a la organización del Tribunal de Justicia (Art. 221 del TCE).

El Tribunal de Justicia se organiza en Salas. Puede haber salas de tres miembros, de cinco miembros, Gran Sala de 11 miembros y Pleno de 15 miembros. 

En todas estas Salas actúa un Abogado General.

 ¿ Cuándo un asunto irá a una Sala de 3, de 5, de 11 o Pleno?. Irá a una o a otras, según la importancia del asunto a tratar, si bien quien decide es el Presidente del Tribunal, la importancia de los mismos.

Así si es un caso que sólo reitera jurisprudencia anterior, que no comporta ninguna dificultad, pues actuará una Sala de 3 o de 5 jueces; por el contrario si es un caso relevante que puede establecer una jurisprudencia importante o si los estados lo piden pueden actuar los 11 jueces o el Pleno del Tribunal. 

Por tanto, la actuación del número de jueces va en consonancia con la importancia del caso, si lo piden los estados y siempre que así lo decida el Presidente del Tribunal.

Aparte de las Salas, de acuerdo con el procedimiento de las partes, está la Juez que tiene  un Gabinete, es un Gabinete de tres miembros. Miembros que asisten y ayudan al Juez y al Abogado General al día a día de su trabajo.

Los miembros del gabinete del Juez y del Abogado General son generalmente letrados con un currículum muy brillante. Son abogados de grandes despachos, escogidos por el Juez y ratificados a través de un concurso de méritos que, una vez superado este concurso forman parte del Gabinete del Juez y del Abogado General. Suelen ser gente de la misma nacionalidad que la del Juez.

Aparte del Gabinete, a nivel interno del Tribunal de Justicia existen otros departamentos muy importantes:

Uno de ellos, es el Departamento de Traducción  e Interpretación. Actualmente, existen las siguientes lenguas en la UE: alemán, danés, español, finés, francés, griego, francés, irlandés, italiano, neerlandés, portugués, y  sueco. 

El Departamento de Traducción es el más importante y el que más presupuesto se lleva, precisamente, por el volumen de trabajo que desarrolla. Los traductores siempre traducen a su propia lengua, o sea de una lengua externa a la suya. Los traductores nunca traducen a otra lengua externa a la suya.

No obstante, cuando hay listas los importantes son los interpretes. Así si en una lista hay cinco estados discutiendo, es muy  a menudo que tengan que haber cinco interpretes, uno por cada uno de los estados, y ello supone que, cuando interviene uno de los estados en cuestión se ha de parar para que los interpretes traduzcan a su lengua, lo dicho por los miembros de los otros estados, ello, supone un problema lingüístico relevante.

Aparte del Departamento de Traducción e Interpretación, existe el Departamento de Investigación y Documentación, que ayuda mucho al día día de los Jueces y Letrados. Está formado por expertos en Derecho comunitario con la finalidad de asistir a las búsquedas que tienen que hacer los jueces respecto a otros países, ya que, acostumbra a pasar que a los jueces del Tribunal de Justicia nunca les toca resolver casos de su propio país,  sino que al Juez español, por ejemplo, le toca un caso que afecte a Grecia, y lo que hace el Juez español, es solicitar a gente que trabaje en este Departamento que le ayude a buscar todas las leyes griegas, antecedentes de este país y todo lo demás requiera el caso, con la finalidad de situarse en el país donde está el problema. 

En el TJCE  hay una biblioteca.

También existe el Departamento de Secretaría que viene a ser lo que cualquier Secretaría de Tribunal normal, que se encarga, entre otras cosas de biblioteca, investigación y documentación, etc. El Departamento de Secretaria l Tribunal, ayuda al Tribunal, y es donde se reciben todas las demandas.

Por último sobre esta cuestión recordar, que el idioma de trabajo es el francés.

(3). Competencias del Tribunal de Justicia en materia de recursos.
Primera. El primer gran recurso que se puede interponer ante el Tribunal de Justicia es el recurso de incumplimiento, que es un recurso interpuesto por un Estado o por una Institución europea contra el incumplimiento del Derecho comunitario por parte de otro Estado miembro.

Así cuando se incumple el  Derecho comunitario, bien sea la Comisión u otra Institución u otro Estado miembro se puede acudir al Tribunal de Justicia e interponer un recurso de incumplimiento, que es el primer recurso que se puede interponer ante el Tribunal de Justicia.

Los protagonistas de este recurso son:

Como  demandante: una Institución europea o un Estado miembro. 

Como demandado:  únicamente será un estado miembro.

El recurso de incumplimiento sólo lo pueden interponer los Estados y las Instituciones contra un determinado estado. NO lo pueden interponer los  particulares.

¿Cuándo un Estado puede incumplir el Derecho comunitario?. Cuando no cumpla correctamente una  Directiva, cuando no se aplique correctamente un Tratado, cuando se incumpla el Pacta de estabilidad, o cuando se atente a la libre circulación de personas o mercancías, etc. Los Estados han de interponer obligatoriamente este recurso ante el Tribunal de Justicia, ya que los Estados no pueden acudir al Tribunal de Primera Instancia.

Segunda. El segundo recurso es el de anulación. Aquí vamos a distinguir primero ¿ contra qué se interpone un recurso de anulación?. Se interpone contra el incumplimiento de una Institución europea. En este caso, contra la Institución Europea que incumpla el Derecho comunitario se interpondrá un recurso de anulación ante el Tribunal de Justicia.

¿ Cuándo irá el recurso de anulación ante el Tribunal de Justicia y no ante el Tribunal de 1ª Instancia?. Irá siempre ante el Tribunal de Justicia cundo lo interponga un Estado miembro u otra Institución europea. 

En cambio, si quien interpone el recurso de anulación por incumplimiento de una institución es un particular, el recurso de anulación  se interpondrá primero ante el Tribunal de 1ª Instancia y después pasarán al Tribunal de Justicia.

Tercera: El recurso de omisión, sólo lo es respecto al incumplimiento de la Instituciones europeas, es el reverso del recurso de anulación. implican que si las Instituciones europeas no han actuado cuando debían haber actuado se interpone contra ellas el recurso de omisión. Aquí también debemos distinguir que, si quien interpone el  recurso es un Estado o una Institución europea, el recurso irá al Tribunal de Justicia directamente y si quién interpone el recurso es un particular hay que interponerlo ante el Tribunal de Primera Instancia.

Cuarta: El recurso de casación contra las resoluciones del TPI.  ¿ Cuándo  se podrá interponer el recurso de casación?. Es posible la interposición de este recurso, contra las resoluciones del TPI  en  el plazo de dos meses, y en segunda instancia se interpone ante el Tribunal de Justicia y es interpuesto por los particulares.

Las resoluciones contra las cuales se puede interponer recurso de casación son las siguientes:

1ª.
Las resoluciones que pongan fin al proceso

2ª.
Las resoluciones que resuelvan parcialmente la cuestión de fondo.

3ª.
Las resoluciones que pongan fin a un incidente procesal de incompetencia o de inadmisibilidad.

4ª.
Resoluciones o medidas provisionales, suspensión de la ejecución de un acto o suspensión de la ejecución forzosa.

5º.
Las incompetencias del IPI.

6ª.
Las irregularidades del procedimiento.

7ª. 
La violación del Derecho comunitario.

Quinta: El recurso de la cuestión prejudicial. Este recurso tiene lugar cuando un juez nacional tiene dudas sobre la aplicación del Derecho comunitario y ante la duda eleva una cuestión prejudicial ante el Tribunal de las Comunidades Europeas, que es el único competente para resolver una cuestión prejudicial. Así pues, siempre que un juez nacional tenga dudas sobre la aplicación del Derecho comunitario puede elevar esta duda ante el TJCE

¿ Es  obligatorio interponer un cuestión prejudicial?. Si tiene dudas de acuerdo con el  TCE está obligado. Si no tiene dudas no está obligado. En España, los jueces son muy reacios a interponer la cuestión prejudicial. El juez es libre de ver si hay dudas o no.

Una directiva no se puede exigir que se aplique directamente; en cambió, un reglamento, si se puede exigir que se aplique directamente.  

Como quiera que cualquier juez de un estado miembro está obligado a aplicar el derecho nacional, se  puede interponer una demanda en España y no hace falta ir a Bruselas. 

A Bruselas se irá cuando hay incumplimiento del Derecho comunitario por parte de Estados o de Instituciones europeas.

Al TJCE, sólo el particular sólo podrá acudir cuando se sienta afectado por un incumplimiento de una Institución europea. 
(4). Procedimientos jurisdiccionales.

Las normas reguladoras del desarrollo del procedimiento ante el TJCE y ante el TPI se contienen en los Protocolos anexos a los Tratados constitutivos, en los respectivo reglamentos del TJCE y del TPI y en las instrucciones a los secretarios  de ambos Tribunales, si bien, el TPI dispone de algunos mecanismos adicionales para acelerar el desarrollo del procedimiento.
El procedimiento es el mismo con excepción de la cuestión prejudicial

1. Características generales del procedimiento:

· Es un procedimiento mixto, que consta de una fase oral seguida de una fase escrita.

Cuando la demanda llega al Tribunal es registrada por el Secretario que además se encarga de publicar su llegada  en el DOCE con los motivos y las pretensiones del demandante, haciendo así efectivo el principio de publicidad. Aparte se le da traslado a todos los Estados miembros.

Una vez que la demanda ha llegado y ha sido registrada, se designa un Juez ponente y un Abogado General y se notifica a la parte contraria de que dispone de un mes para presentar el escrito de duplica, de hecho es como un procedimiento interno.

· Es de carácter inquisitivo, ya que, una vez llega el caso al Tribunal de Justicia será el propio Tribunal quien lleve el procedimiento, puesto que no depende de las partes.

· Es contradictorio: ya que las partes tienen el derecho a ser escuchadas y a presentar sus alegaciones, así como a ser informadas de todos los actos procesales. 

· El procedimiento es público, ya que en principio, las vistas serán siempre públicas, salvo alguna excepción por motivos graves de orden público.

· En cuanto a la representación de las partes es preceptiva, es decir, obligatoria y han de acudir representadas.

2. La fase escrita del procedimiento.

Pretende que los jueces y abogados generales dispongan de una exposición exhaustiva de los hechos y de los motivos del litigio, asi como de las legaciones y pretensiones  de las partes. Además, no se permite invocar motivos nuevos a lo largo del procedimiento, salvo que se funden en elementos de hecho o de derecho que hayan aparecido durante el procedimiento. 
La fase escrita varia en función de que se trate de un recurso directo, de un recurso de casación  o de una cuestión prejudicial.

En los recursos directos, la fase escrita se inicia con el escrito de interposición de la  demanda, que es notificado al demandado para que presente el escrito de contestación. Los litigantes pueden completar ambos escritos, y casi siempre lo hacen, con una réplica del demandante  y una duplica del demandado.

Cuando se trata de un recurso de casación contra una resolución del TPI, la fase escrita,  comienza con el escrito de interposición del recurso, al que sigue el escrito de contestación  y, si el Presidente lo autoriza expresamente previa petición motivada de las partes,  se pueden presentar sendos escritos de réplica y de duplica.

En los procesos prejudiciales, la fase escrita se inicia con la remisión de la resolución del órgano jurisdiccional nacional que plantea la cuestión prejudicial. En estos procedimientos,  la fase escrita no tiene carácter contradictorio y las partes que pueden intervenir en el procedimiento como Instituciones comunitarias, Estados miembros y partes en el procedimiento ante el Juez nacional, disponen de un plazo improrrogable de dos meses a partir de la notificación de la resolución de remisión para presentar sus observaciones escritas.

Una vez  presentados todos los escritos procesales, el juez ponente emite un informe preliminar en el que determina si son necesarias medidas adicionales de instrucción que requieran diligencias de prueba, plantea preguntas a las partes para que éstas las respondan por escrito y propone la formación jurisdiccional que deberá juzgar el fondo del asunto. Concluidas estas actuaciones,  se termina la fase escrita del procedimiento.

Ahora bien, durante la fase escrita se pueden plantear algunas cuestiones adicionales, como la petición de medidas provisionales, incidentes procesales o solicitud de intervención de terceros.

3. La fase oral del procedimiento.
La fase oral complementa la fase escrita del procedimiento, pero su importancia es menor. Por ello, las recientes reformas del Reglamento de Procedimiento permiten su supresión en algunos casos y la práctica del TJCE ha mitigado la aplicación de las normas de  procedimentales relativas a la fase oral. Así pues, se permite la eliminación de la fase oral en los recursos directos si existe conformidad  expresa de las partes.

El procedimiento oral comprenderá la lectura del informe escrito por un  juez ponente, la audiencia ante el Tribunal de los agentes, asesores y abogados y las conclusiones del abogado general y en su caso, la  audiencia de abogados y peritos.

En la practica se ha alterado la aplicación de este precepto:

En primer lugar, el informe para la vista, cuya redacción corresponde al juez ponente, resume los hechos, los motivos y alegaciones de las partes, no se lee en la avista, sino que es enviado a los letrados de las partes tres semanas antes de la vista.

En segundo lugar, las conclusiones del abogado general son siempre escritas y se presentan con posterioridad a la celebración a la celebración de la vista, por lo que no forman parte de la fase oral del procedimiento.

La finalidad y utilidad de la vista residen en la posibilidad de que los letrados de las partes analicen sintéticamente los aspectos más complejos y difíciles de las escritos procesales, resaltando y clarificando ante los jueces sus pretensiones. A la vez, permite a los miembros del Tribunal formular cuestiones que consideren necesarias a los letrados.

La lectura por el abogado general de las conclusiones conlleva a la conclusión del procedimiento y a la entrada del asunto en la fase de deliberación por parte de los jueces, con el objeto de dictar sentencia.

La sentencia es la resolución normal del procedimiento, aunque el Tribunal de Justicia utiliza los autos para resolver los incidentes procesales, las peticiones de justicia gratuita  o las cuestiones de inadmisibilidad.

La sentencia tiene fuerza obligatoria y despliega sus efectos de cosa juzgada, desde el día de su pronunciamiento. Las sentencias del TJCE son siempre en última instancia por lo que no son recurribles ante ningún otro tribunal. Por lo tanto, no puede plantearse ningún recurso de carácter extraordinario como los de revisión, interpretación de sentencia, oposición u oposición de tercero.

2) EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
a). Los miembros del TPI. La composición del TPI no viene determinada por el artículo 225 del TCE, sino que se regula por el artículo 2 de la Decisión de 1988. Según lo previsto en esta disposición el TPI está compuesto por 15 jueces provenientes de cado no de los estados miembros de la UE.

Por su parte, el artículo 225. 3  del TCE establece que los miembros del TPI  “serán elegidos entre personas que ofrezcan absolutas garantías de independencia y posean la capacidad  necesaria para el ejercicio de funciones jurisdiccionales”.
El procedimiento de designación de los jueces del TPI es el mismo que el de los jueces del TJCE, es decir, el del común acuerdo de los estados miembros.

El mandato de los Jueces del TPI es, también de 6 años, susceptibles de renovación. Los derechos y obligaciones que conforman el estatuto de los jueces del TPI son coincidentes con el de los jueces del TJCE.

Actualmente el juez español designado es Rafael García Valdecasas y es también abogado del Estado y está en el TPI desde 1989 que fue cuando se creó el TPI. La creación de este Tribunal se hallaba prevista en el Acta Única Europea de 1986.

A diferencia del TJCE, el TPI carece de abogados generales, pero el artículo 2 de la decisión de 1988 prevé que los jueces puedan desempeñar la función de abogado general, presentando con toda imparcialidad conclusiones motivadas, en determinados asuntos.

El juez que actúa de abogados general en un asunto, no puede intervenir en el mismo como Juez. La designación de abogado general es factible  cuando el TPI actúe  en Pleno y en los asuntos sometidos a Salas, cuando éstas lo estimen necesario por la dificultad de las cuestiones de Derecho o la complejidad de los antecedentes de hecho  del asunto.

Los miembros del TPI mediante votación secreta eligen a su Presidente, cuyo mandato es de tres años, susceptibles de renovación. El Presidente dirige los trabajos y servicios del Tribunal, preside las vistas del Pleno y de las deliberaciones. Los miembros del TPI eligen,  al Secretario, el cual desempeña  importantes funciones jurisdiccionales y administrativas en la misma línea que el Secretario del TJCE.

b). En cuanto a su organización jurisdiccional, se organiza en Salas de tres o cinco Jueces; excepcionalmente el Pleno del Tribunal, pero el criterio general son las Salas. 

 ¿ Cuándo un asunto va a una Sala de tres o de cinco o al Pleno?. Según la importancia del caso y lo decide el Presidente del TPI. 
Al Pleno se le asignan  los casos previstos en el artículo 14 del Reglamento del TPI cuando la dificultad de las cuestiones de derecho o la complejidad de las cuestiones de hecho lo justifiquen, es decir, cuando sean asuntos relevantes.

Las Salas pequeñas se encargarán de los asuntos de funcionarios, y las Salas grandes de los asuntos planteados por particulares y con importancia económica significativa.

Como novedad la Decisión 1999/291 el órgano unipersonal que permite al juez ponente resolver el asunto como un juez único.

Los jueces tienen un gabinete de 2 letrados que suelen ser abogados de reconocido prestigio, de grandes despachos de abogados y esto como consecuencia de llevar muchos asuntos particulares. 

La legua de trabajo es el francés. Utilizan también el servicio de traducción, que es un  único servicio, tanto para el TJCE como para el TPI. Utiliza también el Departamento de Investigación y Documentación.  

c). Competencias.
1º. Recurso de anulación. Un particular puede interponer recurso contra una institución que es el recurso donde más pueden incidir los particulares. 

2º. Recurso de omisión. Se interpone este recurso cuando una Institución tenía que haber actuado y no lo ha hizo, y el particular se siente perjudicado e interpone el recurso de omisión. 
3º. Recursos de temática laboral por procedimiento propios delos funcionarios de las Instituciones comunitarias. Es decir, todos  los problemas que tengan los funcionarios o agentes de la Unión Europea, que tengan relación con temas laborales se tratan en el TPI. 

4º. Recurso de reclamación por daños y perjuicios ocasionados por negligencia de las Instituciones europeas, por daños y perjuicios extracontractuales de la UE.

d). Procedimiento. En cuanto al procedimiento es idéntico al del TJCE. Tiene una fase escrita y una fase oral. En la fase escrita existen cuatro clases de escritos. A saber: demanda, contestación, réplica y duplica. Existe informe para la vista  con el que se acaba la fase escrita y la fase oral vuelve a ser muy importante para todo el procedimiento.

La única diferencia con el TJCE es que en el procedimiento de TPI no interviene ningún abogado general: No existe la fase en que el abogado general emite sus conclusiones. Se pasa directamente de la vista oral a la sentencia.

En cuanto a las sentencias del TPI, todas las sentencias dictada por el Juez de Primera Instancia pueden ser recurridas en casación ante el TJCE.

Los plazos para recurrir son de un mes para cada escrito.

Las lenguas son las mismas, el sistema de traducción es el mismo. Lo único que no se traducen son las sentencias relativas a los funcionarios de la UE. Las sentencias relativas a problemas de funcionarios de la UE se dictan siempre en francés y en la lengua del procedimiento pero no se traducen a otras lenguas.

Todas las sentencias se publican en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas y se recogen en una recopilación cada año en el Tribunal de Justicia y se editan en cada una de las lenguas de la Comunidad Europea.. 
Fin tema 10

TEMA 11 ( EL TRIBUNAL DE CUENTAS

1) COMPOSICIÓN
El Tribunal de Cuentas no fue  creado en 22 de Julio de 1975, para el control de las cuentas de la Comunidad. Él Tribunal de Cuentas está regulado en los artículos 246 a 248 del TCE y es también una de las Instituciones Comunitarias y así nos lo dice el Art. 7º del TCE.
El TC tiene su sede en Luxemburgo y a partir del T. de  Niza está constituido por un nacional de cada estado miembro. Evidentemente, los miembros del TC son 15, los mismos que antes del T. de Niza. En todo caso, losa miembros del Tribunal de Cuentas actúan con plena independencia  respecto al estado de origen en interés general de la Comunidad.

Eso supone  que en el desarrollo de sus funciones no puedan recibir instrucciones ni de sus gobiernos ni de sus Jefes de Estado ni de ninguna otra institución.

Además durante el periodo de su mandato no pueden desarrollar ningún otro tipo de actividad profesional, sea remunerada o no, salvo alguna actividad académica, pero nada más.

Y como ocurre con los comisarios, cuando dejan de desempeñar sus funciones en el Tribunal de Cuentas deben guardar absoluta discreción respecto a los asuntos tratados  durante su mandato.

Los miembros del Tribunal de  Cuentas son nombrados entre personalidades que pertenezcan o hayan pertenecido a instituciones de control interno, o instituciones similares o que estén especialmente, cualificadas para  el desarrollo de esta función.

Son nombrados por un periodo de SEIS AÑOS por el Consejo por mayoría cualificada a propuesta de los Estados, previo informe o consulta al Parlamento Europeo. Pueden ser renovables.

El Presidente del Tribunal de Cuestas es elegido entre sus miembros por un periodo de TRES AÑOS, también renovable.

Los miembros del TC pueden cesar de su cargo por cuatro motivos:
1º.
Por fallecimiento.

2º.
Por renovación.

3º.
Por dimisión voluntaria, y,

4º.
Por decisión del Tribunal de Justicia, a instancia del Tribunal de Cuentas si se considera que esa persona   ha dejado de reunir las  características necesarias para el desarrollo de sus funciones.

2) COMPETENCIAS
Las competencias del Tribunal de Cuentas vienen reguladas en el Art. 246 del TCE que 

atribuye al TC la misión de fiscalizar  y controlar las cuentas de la Comunidad..

Estas competencias se pueden agrupar en diferentes categorías:

En primer lugar, tenemos las competencias de fiscalización. Implica que el Tribunal de 

Cuentas de cada organismo de cada institución, de sus ingresos y de sus gastos, a efectos 

de comprobar si el presupuesto se ha liquidado adecuadamente, si se ha ajustado a los 

fines previstos, y si encuentra alguna salvedad lo ha de hacer notar.

En segundo lugar, tenemos las competencias de auditoria.  En este caso, el TC presenta al Parlamento Europeo y al Consejo un informe sobre la fiabilidad de las cuentas de cada institución y sobre la legalidad de las operaciones económicas con las que se han hecho. 

En tercer lugar, tenemos, las competencias de información. Implica que al acabar cada ejercicio presupuestario, el TC elabora un in forme que comunica a todas las Instituciones Informe que aprueba el Tribunal de Cuentas por mayoría de sus miembros y que una vez que recoge las respuestas de cada institución a ese informe y si alguna de las instituciones no está de acuerdo con ese informe, esa disconformidad se añade al informe y todo junto se publica en el Diario Oficial de la Unión Europea.

Se trata de un informe que se hace público para todos los ciudadanos de la UE.

El Tribunal de Cuentas también tiene capacidad, aparte de ese de elaborar ese informe anual, presentar informes específicos  sobre una determinada cuestión o elaborar informes a petición de alguna de las Instituciones comunitarias, especialmente, del Consejo, de la Comisión y del Parlamento Europeo, emitiendo dictámenes sobre las cuestiones que le soliciten, ya sean de carácter previsto en los Tratados o de tipo facultativo. 

Algunos de estos informes se aprueban en Salas.

Fin tema 11.

TEMA 12 (  EL CONSEJO EUROPEO

1) PROCESO DE INSTITUCIONALIZACIÓN
Se considera que el Consejo Europeo ha seguido un proceso de institucionalización. Quiere esto decir, la construcción del Consejo Europeo es el resultado de un proceso que tiene su origen en una practica de los estados y que ha culminado en la existencia de una institución política diferente como es el Consejo Europeo.
Esta práctica se inició en febrero de 1961 y después dio lugar al Consejo Europeo cuando se reunieron  los Jefes de Estado y Gobierno y los respectivos Ministros de Asuntos Exteriores con la intención de estrechar o intensificar la cooperación política entre los diferentes estados miembros. Estas reuniones no tenían un sentido jurídico, sino que tenían un sentido político con el objeto de impulsar la Comunidad.

A esta primera reunión, siguieron otras reuniones con esta misma configuración en las que se trataban, principalmente, cuestiones de cooperación política entre los diferentes estados y, sobre todo, se discutían sobre las vías de avance de como se podía impulsar la  Comunidad europea.

Esta práctica de reuniones relativamente periódicas, culminaron en una primera etapa,  en 1974 cundo se adoptó la denominación de Consejo Europeo y ya se le dio una cierta estructura institucional.

La consolidación de esta figura, estructura, motivó o generó una discusión, un debate, sobre su naturaleza jurídica. ¿ qué era realmente el Consejo Europeo? ¿ que relevancia podían tener sus acuerdos?,en definitiva se discutía sobre su naturaleza jurídica  ¿ por qué ¿, porque en esos momentos el Consejo  Europeo, seguía sin estar regulado ni previsto en el derecho comunitario, continuaba siendo una figura paralela al derecho comunitario.

En aquellos momentos se defendía que su cobertura jurídica se encintraba directamente en el derecho internacional, como las Conferencia internacionales. 

Lo que sucede es que esta posible explicación servía de cobertura mas bien para la vertiente política pero no servia esta explicación para ubicar al Consejo Europeo  dentro del Derecho comunitario, y además, podía poner en tela de juicio el equilibrio institucional.

Por ese motivo se avanzó en dos sentidos respecto al Consejo Europeo:
En primer lugar, se reforzó su carácter político.

Y en segundo lugar, desde una perspectiva jurídica se introdujo la idea de que cuando intervenía el Consejo Europeo lo hacía como una de las posibles formaciones del Consejo.

Recordar, que el Consejo tiene diferentes formaciones. 

En línea con estas propuestas se adoptó la llamada “Declaración solemne de la Unión  Europea”,  de 1983 y en esta declaración se definen los tres aspectos que caracterizan al Consejo Europeo:

En primer lugar, su carácter global de su actuación.

En segundo lugar, su papel como impulsor de las orientaciones generales de la Comunidad.

Y en tercer lugar, su posibilidad de actuar en ámbitos concretos como formación del Consejo, como una formación más del  Consejo.

Su regulación actual se encuentra  en el Art. 4º del TUE en el que se dice que el Consejo Europeo tiene como función prioritaria definir e impulsar las orientaciones políticas generales de la Unión  Europea.

2) ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

En cuanto a su composición, el  Consejo europeo está compuesto por los Jefes de Estado y de Gobierno y por los Ministros de Asuntos Exteriores de cada país así como por el Presidente de la Comisión.

En cuanto a su funcionamiento, acostumbran a reunirse dos veces al año bajo la Presidencia del  Estado que en ese momento esté al frente de la presidencia del Consejo.

Las decisiones se toman por consenso. Aquí, en principio no se vota, lo cual es una gran novedad respecto al funcionamiento del Consejo de Ministros, entre otras razones porque no tiene funciones decisorias.

Tras cada una de estas reuniones se elabora un informa que tiene que presentar ante el Parlamento Europeo, un informe tras cada reunión y un informe anual sobre los progresos de la Unión  Europea.

En cuanto a las funciones del Consejo Europeo diremos que se trata de un órgano general de impulso y orientación de la Unión Europea, sea en el ámbito de las Comunidades como en el ámbito de los pilares de cooperación intergubernamental, y muy especialmente, en el ámbito de la PESC, política exterior y seguridad común.

Pero no es un órgano decisorio, impulsa y orienta pero no toma decisiones de carácter jurídico, salvo que los Tratados le atribuyan funciones de este tipo; entonces el propio Tratado reconvierte al Consejo Europeo en órgano de la Comunidad y lo considera Consejo de Ministros en su formación de Jefes de Estado y de Gobierno..

TEMA ( OTROS ÓRGANOS


1) EL CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL
El  Consejo Económico y  Social es o Comité Económico Social es un órgano auxiliar de representación socio-económica de los Estados ante la Comunidad. 

Es un órgano consultivo, al servicio, principalmente, de la Comisión y del  Consejo.

Su razón  de ser se encuentra  en que uno de los objetivos de la Comunidad es según el Art. 3º del TCE, es el progreso económico y social y la mejora de las condiciones de vida y de trabajo de los ciudadanos comunitarios.

El  CES tiene dos funciones básicas:
En primer lugar es un órgano consultivo al servicio de las Instituciones.

Y en segundo lugar, sirve como canal de expresión o comunicación de las organizaciones económico - sociales, de la organizaciones empresariales, organizaciones sindicales. etc.

Composición del Consejo Económico y Social.  

La composición del CES está previsto que no tenga un número superior a los 350 miembros, eso será con la ampliación.  Actualmente, el número es de  222 Consejeros, repartidos por nacionalidades, de acuerdo con el número de habitantes de cada Estado.

Los países grandes como Alemania, Francia, Inglaterra e Italia tienen 24 consejeros cada uno, España tiene 21, los mismos que tendrá Polonia en su día, con 12 están Bélgica, Holanda, Portugal, Grecia, Austria y Suecia, otros con 9: Irlanda, Dinamarca y Finlandia y, finalmente, Luxemburgo tiene 6.

Nombramiento de los consejeros.
Para el nombramiento de los consejeros del Comité  Económico y Social hay:

Una primera fase en la que los Estados elaboran una lista de personas con el número de representantes que tienen derecho y la presenta al Consejo.

Evidentemente, a  nivel interno, las asociaciones y organizaciones representativas de estos  intereses intentan influir a efectos de que alguno de sus miembros figuren en esta lista.

Lo que hace nuestro país es aplicar el criterio de asociación más representativa, que en ocasiones ha motivado conflictos. Uno de los cuales se resolvió con una sentencia del Tribunal Supremo de 9 de marzo de 1988 en la que un sindicato, USO concretamente, que impugnaba a una serie de personas que figuraban en esta lista por considerar que no seguía el criterio de mayor representatividad.

El criterio que se había aplicado por parte del Gobierno era el del sindicato más representativo y de esta manera USO, por el cual  siempre quedaba fuera y el TS entendió 

que era correcto y cumplía con el requerimiento comunitario de mayor representatividad.
Y en una segunda fase, el Consejo debe consultar a la Comisión sobre las personas que han sido propuestas, cuya consulta es obligatoria pero además, si se considera oportuno, también se puede consultar a organizaciones europeas, sobre la misma lista presentadas por los Estados. 

Este segundo paso no se suele dar si la Comisión da su conformidad a la lista presentada,  no obstante, la opinión de la Comisión no es vinculante.

En la práctica, la lista presentada por los estados es aceptada por el Consejo.

Y finalmente el Consejo nombra a estos consejeros a estas personas propuestas por cada uno de los Estados  y vota por mayoría cualificada por un mandato de cuatro años renovables.

El único requisito que se exige al Consejo, es que cumpla en este nombramiento de consejeros y que representen a los distintos sectores económico – sociales como empresarios, sindicatos  de los diversos sectores productivos, sector primario, sector terciario, etc., que haya la mayor representatividad posible.

En cuanto a la regulación del CES  viene regulado en los artículos 257 a 262 del TUE.

En el CES deben encontrarse representados los diferentes sectores económico-sociales. Esto está previsto expresamente en el Art. 257 del TCE. El Tratado de Niza sobre esto ha añadido  expresamente (antes no figuraba), no es que no pudieran estar pero no aparecían nombrados expresamente a los consumidores, ahora se citan expresamente como sujetos que deben estar representados  en el CES, a los consumidores.

En todo caso, si bien, los consejeros deben ser nombrados en primera instancia por los Estados, una vez que se incorporan al CES no representan a su Estado, sino que representan al sector económico por el cual han sido elegidos, sean empresarios, sindicatos, etc.

Y como suele ocurrir en este tipo de representaciones no responden a ningún mandato imperativo, no reciben órdenes. Sus funciones son menos relevantes pero en ningún caso responden a ninguna mandato imperativo. Esto está previsto en el Art. 258 del TCE.

De hecho,  por el motivo que dejan de pertenecer a la asociación en la que en su momento fueron incluidos por el derecho interno, no por ese único motivo dejan de pertenecer al CES.

El CES dispone de su propio reglamento interno sobre de su funcionamiento y a nivel de estructura está dividido en tres grandes grupos:

* Grupo de empresarios.

* Grupo de trabajadores.

* Y Grupo de colectivos y diversos.

Dentro de estos grupos existen secciones por actividades.

El Presidente del CES es elegido entre sus miembros por un periodo de dos años de forma alternativa entre los distintos sectores económicos y profesionales; es decir, dos años como  representante de los empresarios, dos años como Presidente representante de los trabajadores,  es decir, se van alternando.

En relación con las competencias del CES, existen diferentes supuestos, Así:

En primer lugar, debe ser consultado obligatoriamente, por el Consejo o por la Comisión, cuando así lo establezcan los Tratados, cuando sea un dictamen preceptivo. ¿ A qué se hace referencia con esto?.

Pues que en muchos artículos de los Tratados se indica que para una determinada materia relacionada sobre el tema de trabajadores, etc, se indica que el Consejo a propuesta de la Comisión, previo dictamen del Parlamento Europeo y previa consulta al CES aprobará la normas...

En el procedimiento normativo aparte de la Comisión, del PE y del Consejo que son las principales instituciones comunitarias,; también, al igual que ocurre cuando la materia afecte al Comité de las Regiones, se contempla expresamente que se consulte al CES.

¿ Qué hace el CES?, pues que se le hace llegar la propuesta de la Comisión de norma, supongamos que afecta a los trabajadores, se le hace llegar al CES para que emita un dictamen en el que se manifieste que determinado artículo debe ser reformado total o parcialmente.

Pero aparte de estos dictámenes preceptivos, obligatorios para las instituciones previstos en los Tratados, el CES como segunda función, puede:

1º.
Ser consultado por estas instituciones sin que lo exijan los Tratados, la Comisión, el  Consejo o el Parlamento, pueden pedir informes al CES, aunque no lo exijan los Tratados.

2º.
Y desde un segundo punto de vista el CES a iniciativa propia puede emitir informes o dictámenes (Art. 272 del TCE). Esto ha evolucionado porque antes no era así, antes esto funcionaba a través de una petición pero ahora el CES puede emitir informes y dictámenes por iniciativo propia, y tiene derecho a que sus informes o dictámenes se publique en DOUE.

Es indicado que el informe o dictamen del CES es preceptivo pero no vinculante pero si no se le solicita cuando así lo exige el Tratado, el CES podría instar un recurso de anulación contra el acto así aprobado, cuando la norma haya sido aprobada sin consultar al CES ante el TJCE.

Y finalmente, en cuanto su ámbito de actuación, indicar en que los ámbitos sobre los que prevén los tratados que se le pida al CES informes cuando se aprueben normas son sobre agricultura, libre circulación de trabajadores, libre circulación de servicios, libre circulación de transportes, políticas sociales, educación, formación profesional, industrias, etc. 

Se hace referencia a los artículos que establecen que ha de consultarse al CES.


2) EL COMITÉ DE LAS REGIONES
El Comité de las Regiones es parecido al CES, fue introducido en la Unión Europea por el Tratado de Maastricht  (TUE), en 1992 a iniciativa de Alemania y de España, y responde en cuanto a su razón de ser en una vieja aspiración de los entes interestatales, es decir, de las regiones que integran los Estados, de los entes jurídicos inferior a un Estado, en nuestro caso las CCAA y los entes locales.

El Comité de las Regiones es un órgano consultivo, igual que el CES que se encarga principalmente, de asesorar a la Comisión, al Consejo y al Parlamento Europeo.

Su misión principal, dentro de la estructura de la Unión es la de asegurarse o intentar en las políticas de la Unión, en las actuaciones normativas de la Unión que se tengan en cuenta los intereses infraestatales, es decir, de los intereses de las regiones o CCAA o entes locales.

Para conseguir esto el Comité de las Regiones desarrolla cuatro funciones básicas:

1ª. 
Elaborar dictámenes para la Comisión, para el Consejo y para el PE. 

2ª.
Presentar ante las instituciones o hacer llegar a las instituciones los problemas propios  de estos entes infraestatales.

3ª.
Servir de foro para que los órganos comunitarios puedan plantear cuestiones sobre estas materias relacionadas con los órganos infraestatales.

4ª.
Servir, asimismo de foro a los propios miembros del Comité de las Regiones para intercambiar experiencias o iniciativas, proyectos comunes, para poner en marcha proyectos comunes.

A nivel jurídico, la función mas relevante es la primera, la elaboración de dictámenes para las instituciones de la UE.  

El Comité de las Regiones viene regulado en los artículos 263 a 265 del TCE.

El Comité de las Regiones está compuesto por representantes por representantes de las regiones y entes locales de los Estados miembro de forma indiferenciada, donde cada Estado determina que tipo de representantes envía a dicho Comité.

Los miembros del Comités de las Regiones han de ser representantes electos en sus respectivos Estados. es decir, como efecto añadido, si se pierde la condición de representante electo, de Alcalde o de miembros de la Comunidad autónoma, si se deja de ser parlamentario, y en virtud de esa condición se es miembro del Comité de las Regiones, automáticamente se pierde esta condición de miembro del Comité de las Regiones. 

Esto es así a partir del Tratado de Niza, si se pierde la condición de miembro electo se pierde también de representante del CR.

Cada país tiene un número asignado de representantes. España actualmente tiene 21 representantes, que son propuestos por el Gobierno y que en nuestro caso concreto, de los 21, 17 actúan en representación de las comunidades autónomas y 4 en representación de los entes locales.

Los miembros del CR los proponen los Gobiernos de los estados pero son aprobados por el Consejo por mayoría cualificada.

Respecto a la organización del CR y el status de sus miembros, los miembros no actúan por mandato imperativo, no reciben órdenes, y por lo tanto desarrollan sus funciones con absoluta independencia y aunque están representando a una entidad local o autonómica, actúan en defensa del interés general de la Comunidad Europea.

El mandato de los miembros del CR es por cuatro años renovables y el Presidente cambia  cada dos años.

El CR está organizado por un Presidente elegido por el Pleno por un periodo dos años y por una Mesa de la Presidencia, constituida por un Presidente, un Vicepresidente y 34 miembros, donde cada Estado grande tiene 3 representantes y los pequeños 2. Lo que hace esta mesa es preparar los trabajos del Pleno. 

Existe también el Plenario y un total de 8 Comisiones Sectoriales encargadas de temas o sectores determinados: como: transportes, ordenación del territorio, desarrollo cultural, sanidad, medioambiente, etc.

El objeto de estas Comisiones es que las decisiones del Plenario en relación a la materia de cada una de ellas sean preparadas por la Comisión correspondiente.

También existe también una Secretaría General que es la que asegura los trabajos de la Presidencia y proporciona el soporte administrativo necesario.

Otra coincidencia con el Consejo Económico y Social es que hasta el año 1994 esta Secretaría General era compartida y a partir de esta fecha se separó y cada uno de los órganos tiene su propia Secretaría General. 

La sede del Comité de las Regiones se encuentra en Bruselas.

Respecto a sus competencias, cabe destacar:

En primar lugar la competencia más relevante es la de elaborar dictámenes preceptivos. Esto quiere decir, que antes de, antes de que se adopten  determinadas decisiones, el Consejo o la Comisión debe consultar al Comité de las Regiones, para los cual se le otorga  un plazo para que el Comité prepare su dictamen y haga llegar a la Institución que sea el dictamen. 

La consecuencia de no cumplir este acto es que el acto es recurrible y puede ser causa de impugnación, por vulneración de las formas del procedimiento.

El dictamen del Comité es vinculante aunque eso no quiere decir que sea vinculante.

Ejemplo de intervención del Comité de las regiones:

Art. 71, relativo a transportes.

Art. 128, para empleo.

Art. 152 para salud.

Art. 165, en materia de investigación y desarrollo tecnológico.

Art. 174, en materia de medioambiente.

En segundo lugar, es la de emitir dictámenes facultativos a petición de la Comisión del Consejo o del Parlamento Europeo. No se trata de un dictamen preceptivo porque estas entidades antes nombradas no están obligadas a solicitarlo.

En tercer lugar, el CR emite dictámenes de carácter consultivo,  igual que el Comité Económico y Social, el CR emite dictámenes y opiniones sobre las decisiones que tienen que tomar las instituciones comunitarias que afecten a las regiones. 

En 4º y  último lugar, el CR emite dictámenes por propia iniciativa, ya que tiene potestad para emitir dictámenes por  propia iniciativa, sin necesidad de que se lo pidan las instituciones. 

El Comité de las Regiones cumple su función en relación con el principio de subsidiariedad, cuya idea es que no se haga a un nivel superior porque se hace mejor a un nivel inferior y más próximo a los ciudadanos.

3) EL SISTEMA DE BANCOS CENTRALES: EL BANCO CENTRAL EUROPEO
En la creación de la unión monetaria ha supuesto la introducción de una nueva moneda, el euro que sustituye a las monedas de los 11 países que forman parte de este nuevo eurosistema, quedaron fuera Dinamarca, Suecia, Grecia y el Reino Unido.
La idea o finalidad que se persigue con la introducción del  euro es la de beneficiar a los ciudadanos y a empresas evitando por ejemplo, las fluctuaciones de los cambios de moneda evitando también las comisiones por los cambios de moneda, controlar con más eficacia los tipos de intereses y permitir asimismo comparar precios a nivel de todos estos países.

Los países que en su momento formaron parte del euro tuvieron que cumplir una serie de requisitos, unos determinados criterios y que consistían básicamente, en tener una inflación moderada, un déficit público controlado y unos  tipos de interés bajos también y unos tipos de cambio estables. Todo ello, junto con disponer de una organización independiente de responsabilizada a nivel estatal de todos intereses.

Estos son los llamados criterios de convergencia que son los requisitos necesarios en el sistema  del euro y que se mantienen por eso recientemente, ha habido una comisión importante a nivel comunitario por el hecho de que determinados países que no han cumplido los criterios de convergencia como ocurre con Francia y Alemania, por ese motivo la Comisión ha tomado cartas en el asunto y ha denunciado tales incumplimientos.

EL BANCO CENTRAL EUROPEO.

El Bance central Europeo es otro de los órganos de la Comunidad. El BCE es el garante de mantener la estabilidad de los precios en la zona euro y fue creado en junio de 1998.

El BCE tiene su fundamento en el artículo 105 y siguientes del TCE. Tanto el BCE y el sistema europeo de bancos centrales, que es el resultado del conjunto o agrupación  de los bancos centrales de los 15 estados miembros más el BCE, es decir, tememos dos estructuras: el eurosistema formado por el BCE y los bancos centrales de los estados que, aplican el euro como moneda y por otro lado, el sistema de bancos centrales constituido por el BCE y por los bancos centrales de todos los países y no sólo de los países de la zona euro.

A nivel de órganos o de estructura del BCE el máximo órgano decisorio del BCE es el Consejo de Gobierno. 

A nivel ejecutivo, dispone de un Comité ejecutivo.

A nivel jurídico, el sistema de bancos centrales se caracteriza por su independencia, ni el BCE ni el resto de Bancos centrales pueden aceptar instrucciones procedentes de otros organismos. De hecho, los entes integrantes del eurosistema, no pueden conceder créditos 

a las administraciones nacionales ni a los organismos comunitarios, precisamente para evitar cualquier tipo de conflicto de intereses.

El BCE dispone  de su propio presupuesto y este presupuesto no se nutre ni de los estados ni de las instituciones comunitarias sino que, sus fondos provienen de las aportaciones de los Bancos centrales.

Y finalmente, a nivel de transparencia pública el BCE, publica semanalmente, un informe  con la descripción del estado financiero del eurosistema y además, esta obligado a presentar un informe anual sobre las actividades, de la política comunitaria a nivel financiero, sobre las grandes líneas económicas, de precios, intereses, sobre la evolución de la política de la Unión monetaria y sobre su progreso. 

Informe que suele ser debatido en el seno del Consejo.

Fin tema 13.

III. EL ORDENAMIENTO JURIDICO COMUNITARIO

TEMA 14 ( EL SISTEMA DE NORMAS Y ACTOS JURÍDICOS


1) EL DERECHO ORIGINARIO Y EL DERECHO DERIVADO
El sistema de normas de la Unión Europea se apoya en una división entre las normas originarias y derivadas que estaban presentes desde el origen de la construcción europea.

El Derecho originario se identifica sustancialmente con los Tratados constitutivos y las normas convencionales que lo han modificado a lo largo del tiempo y cuyo último exponente general es el Tratado de Niza adoptado el 26 de febrero de 2001 que modifica el TUE y los Tratados constitutivos de las CCEE. 

Las características características básicas pueden agruparse en tomo a tres ejes fundamentales:

a). 
Tanto material como formalmente se trata de normas jurídico-internacionales y, en consecuencia, regidas por las normas de Derecho internacional general aplicables a los Tratados internacionales.

b).
Como elemento de normatividad esencial, revisten una dimensión «constitucional» que se manifiesta en sus contenidos (establecen los principios, determinan los poderes atribuidos y sus límites, estructuran el sistema institucional y la distribución de sus poderes y funciones así como los procedimientos para su ejercicio y control) y en la garantía de su preeminencia sobre cualquier otra norma.

c).
Las normas originarias de la Unión Europea contienen regulaciones materiales específicas. Se trata de un núcleo de normas que podrían ser objeto de regulación por normas no originarias pero que los Estados decidieron su inclusión en esta categoría por la importancia que les otorgan a sus contenidos, que de este modo se ven protegidos por la supremacía de la norma primaria, y para la necesidad de su consentimiento para una eventual modificación. 

El Derecho derivado en el sistema europeo  se cualifica esencialmente por  tratarse de un conjunto de modos de instrumentación jurídica con fundamento en  la norma constitutiva. 

El grueso de estas normas proviene del sistema de atribución de competencias que, constituyendo la esencia misma del modelo comunitario, otorga al sistema institucional los poderes jurídicos necesarios para la consecución de los fines y objetivos establecidos en la norma originaria. 

Baste recordar que ese amplio abanico de competencias (explícitas, implícitas o del artículo 308 TCE), tanto si son exclusivas como compartidas, se instrumentan básicamente a través de la tipología prevista en los artículos 161 TCEEA y 249 TCE (reglamentos, directivas, decisiones, recomendaciones y dictámenes). 

Prevista su forma y caracterizados jurídicamente en los artículos de referencia, la doctrina ha dado en denominarlos «actos típicos» para diferenciarlos del conjunto de instrumentos jurídicos a los que las Instituciones han recurrido en la práctica por razones diversas (imprevisión de la forma o debilidad de la base competencial, entre otras).

2) ÁMBITO COMPETENCIAL
Las CCEE sólo tienen competencias de atribución. Los Tratados marcan los ámbitos materiales que limitan su campo de actuación, su ámbito de competencias. Son delimitaciones tanto materiales como funcionales. 

Los propios Tratados establecen los medios-de actuación de las instituciones. Su poder de actuación está muy limitado y es general articulo l89 del TCE.

Se prevé una reserva de competencias subsidiarias en los Tratados; también se han desarrollado las competencias implícitas. que permiten actuar en más ámbitos que los expresos en los Tratados en base a sus finalidades. Tienen competencias generales:

1.
Competencias de CONTROL, Capacidad de las instituciones para controlar que los estados miembros cumplan las obligaciones asumidas en los Tratados.

2.
Competencias de ACTUACIÓN. Que son objetivos que pretenden y que se encuentran  establecidos en los Tratados. Suelen ser económicos y sociales.

Otra clasificación de competencias generales puede ser:

· Competencias INTERNACIONALES: las Comunidades europeas pueden ejercer poderes poder de información y consulta respecto el cumplimiento de los estados en sus obligaciones; también son competencias de coordinación de las diferentes políticas de los estados miembros (recomendaciones de las instituciones a los estados o actos obligatorios como directiva). 

· Competencias de Control con actos obligatorias o no.

· Competencias INTERNAS: los poderes comunitarios también se ejercen sobre los particulares de los estados miembros mediante el Poder Judicial, Legislativo y Administrativo. Su legislación afecta a los ciudadanos de los estados            miembros.

Entre los tipos de competencias comunitarias tenemos:  Las competencias expresas, las competencias específicas y las competencias subsidiarias.

3) TIPOLOGÍA GENERAL DE LOS ACTOS
La tipología de estas normas las encontramos en el artículo  249 del TCE , en los reglamentos, directivas decisiones, recomendaciones y dictámenes. Los tres primeros son actos vinculantes: las recomendaciones y dictámenes son no vinculantes.

El Art. 249 del TCE establece que: "Para el cumplimiento de su misión, el Parlamento Europeo y el Consejo conjuntamente, el Consejo y la Comisión adoptaran reglamentos y directivas, tomaran decisiones y formularan recomendaciones o emitirán dictámenes, en las condiciones previstas en el presente Tratado.

El reglamento tendrá un alcance general. Será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro.

La directiva obligara al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios.

La decisión será obligatoria en todos sus elementos para todos sus destinatarios.

Las recomendaciones y los dictámenes no serán vinculantes."

El propio tratado establece un régimen jurídico común para todos los elementos que establece el derecho derivado. Este nos lo determina el artículo 254 del TCE que dice:

1. 
Los reglamentos, las directivas y las decisiones adoptadas con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 251 serán firmados por el presidente del Parlamento Europeo y por el presidente del Consejo y se publicaran en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas. Entraran en vigor en la fecha que ellos mismos fijen o a falta de ella, a los veinte días de su publicación.

2. 
Los reglamentos del Consejo y de la Comisión, asi como las directivas de estas instituciones que tengan como destinatarios a todos los Estados miembros, se publicaran en eI Diario Oficial de las Comunidades Europeas. Entraran en vigor en la fecha que ellos mismos fijen o, a falta de ella, a los veinte días de su publicación.

3. 
Las demás directivas, asi como las decisiones, se notificaran a sus destinatarios y surtirán efecto a partir de tal notificación."

La publicación es requisito formal sustancial cuando el acto tiene como destinatario a todos los Estados miembros.  Si no tiene como destinatario a todos los Estados miembros.

El requisito de publicidad es la notificación a los destinatarios.

La entrada en vigor es la que establezca la norma en cuestión, o bien, a falta de esta, a

los veinte días de su publicación.

Un requisito sustancial de forma es la motivación. En este sentido el artículo  253 del TCE exige la motivación de todos los actos.

"Los reglamentos, las directivas y las decisiones adoptadas conjuntamente por el Parlamento Europeo y el Consejo, así como los reglamentos, las directivas y las decisiones adoptados por el Consejo o la Comisión deberán ser motivados y se referirán a las propuestas o dictámenes preceptivamente recabados en aplicación del presente Tratado."

4) LOS PROCEDIMIENTOS NORMATIVOS: CONSULTA, COOPERACIÓN, CODESISIÓN Y DICTAMEN DE CONFORME
1. Procedimiento de consulta.
El procedimiento de consulta es considerado como el procedimiento básico. La Comisión efectúa su propuesta y a partir de este momento se inicia un diálogo con el Consejo y éste emite una decisión, decisión que tiene que esperar que se hagan las consultas pertinentes previstas en los Tratados con las otras instituciones, y muy especialmente con el Parlamento.

Se trata de un procedimiento de diálogo entre la Comisión y el Consejo porque cuando la Comisión hace una propuesta no se limita a enviarla al Consejo, sino que quiere participar de una forma activa en la marcha de la misma y en la decisión que se adopte al final. Y para conseguir esta participación activa dispone de dos poderes absolutamente fundamentales:

El Consejo, a la hora de decidir sobre propuestas de la Comisión, actúa de forma diferente según que siga la propuesta o se aparte de ella. Si la sigue actúa por mayoría cualificada. Si en cambio se quiere apartar de ella lo tiene que hacer por unanimidad, lo cual, obviamente, es más difícil que la mayoría cualificada (Artículo 250 del TCE). 

La Comisión puede retirar su propuesta antes de la decisión definitiva por parte del Consejo, o puede modificarla, de forma que esta capacidad de modificarla, combinada con la mayor dificultad que tiene el Consejo si la quiere modificar, obliga a que la Comisión y el Consejo negocien la propuesta. 

Por ello la Comisión no se limita a hacer la propuesta, sino que interviene activamente en la toma de decisión que, en muchos casos es negociada. Por esto se dice que el proceso de decisión es un proceso de diálogo articulado en gran parte por el hecho de que en las reuniones del Consejo hay un representante de la Comisión.

Este es el proceso decisorio básico y en él hay que solicitar la opinión o el dictamen del Parlamento y, eventualmente, caso que esté así previsto, de los dos Comités (Económico Social y de las Regiones).

Referente al Parlamento, en la mayoría de casos, el Tratado prevé que se solicite esta opinión. De aquí viene el nombre de “procedimiento de consulta”. Esta consulta se realiza a través de una comisión parlamentaria, de las permanentes, que sería un equivalente de las comisiones legislativas de los Parlamentos internos, haciéndolo desde diversos puntos de vista:

La base jurídica de la propuesta. El Tratado puede prever formas de actuación diferentes. No es lo mismo adoptar una normativa en materia de enseñanza que hacerlo sobre defensa de la competencia.

Si hay discusión sobre el tema, quien decide es el Tribunal de Justicia de las Comunidades.

De nuevo el principio de subsidiariedad. Se revisa el juicio que sobre la subsidiariedad  haya podido realizar la propia Comisión.

Se examina también el respeto de los derechos fundamentales de la persona contrastando la medida que se quiere adoptar con los principios generales del derecho comunitario que se hallan recogidos y se visualizan a través de las tradiciones constitucionales de los Estados miembro, y más fácilmente, a partir del Convenio Europeo de Derechos Humanos en tanto que principio general de derecho comunitario, puesto que la Comunidad no se ha adherido a dicho Convenio, si bien se ha utilizado el mismo para indicar cuales son los derechos que forman parte de las “tradiciones constitucionales comunes de los Estados miembro”, porque todos los miembros forman parte del Consejo de Europa.

Y sobre todo, lo que hace el Parlamento en desarrollo de su función política, es valorar la propuesta desde el punto de vista de oportunidad, desde un punto de vista político. Ver si la medida es conveniente o no, si es oportuna o no. Esta es la principal revisión que hace el Parlamento.

Una vez examinada la iniciativa por la comisión parlamentaria emite un dictamen consultivo que se conoce como “resolución legislativa”, pero no se puede confundir lo que ello significa, porque no es decisoria. Es puramente consultiva cuyos efectos dependen de cual sea su sentido. El dictamen puede:

Aceptar la propuesta hecha por la Comisión. Es decir, puede ser un dictamen favorable  y entonces no existe obstáculo para que el Consejo pueda decidir, también, en sentido favorable, o no, porque no queda vinculado por el dictamen del Parlamento.

Si el Consejo se aparta de la propuesta de la Comisión dictaminada favorablemente por el Parlamento tendrá que hacerlo por unanimidad, pero no queda vinculado por el dictamen.

Puede tratarse de un dictamen condicionado a que la Comisión modifique su propuesta.

Puede ser que se trate de un dictamen que proponga modificaciones, que sería el equivalente a las enmiendas.

Puede ser un dictamen negativo o desfavorable que rechace en su totalidad la propuesta llegada de la Comisión.

¿Qué sentido tiene cualquiera de estos dictámenes?. Hay dictámenes destinados a que la Comisión modifique su propuesta porque es la única que tiene capacidad para ello, pero ésta, como se trata de un dictamen no vinculante, puede modificarla en el sentido que le propone el Parlamento, puede también retirarla, porque el Consejo aún no ha decidido de manera definitiva (artículo 250), o puede mantener su propuesta. Y a partir de cual sea su actitud, después el Consejo tendrá que decidir.

Si la Comisión ha decidido retirar su propuesta significa que el Parlamento ha expresado su rechazo y por tanto ya no hay lugar a que el Consejo decida. Si la Comisión ha modificado la propuesta de acuerdo con la recomendación del Parlamento, el Consejo solo se podrá pronunciar sobre la propuesta modificada, no sobre la inicial. 

Y si la Comisión mantiene su propuesta significa que no habrá escuchado al Parlamento puesto que su dictamen no es vinculante. Acaba, pues, decidiendo el Consejo sobre la última propuesta de la Comisión, una vez emitido el dictamen del Parlamento, que no es vinculante pero sí preceptivo.

Normalmente hay un plazo, que en unos casos está fijado y en otros no. Cuando se ha fijado se tiene que respetar y cuando no lo está el Parlamento tiene que actuar de acuerdo con el principio de lealtad del artº 5 del Tratado de la Unión Europea, que vincula a todas las instituciones comunitarias entre sí y no solo con los Estados miembro. El Parlamento no puede, a través de la no emisión de un dictamen, impedir la toma de una decisión que las otras instituciones quieran adoptar.

Existe, además, lo que se denomina “la reconsulta”. ¿Qué ocurre, puesto que el dictamen del Parlamente no es vinculante, cuando la Comisión modifica su propuesta pero no en el sentido indicado por el Parlamento, sino en otro sentido, introduciendo temas nuevos  o cambiando la regulación prevista sin que tenga que ver con la propuesta inicial?.

En estos supuestos, desde el punto de vista de la obligatoriedad de emitir el dictamen, si la Comisión pudiera pasar una propuesta para que la apruebe el Consejo sobre un tema del que no se ha pronunciado el Parlamento, estaríamos ante un fraude del Tratado. 

En estos casos se prevé, de una forma clara, que se tenga que volver a plantear el dictamen al Parlamento. Por tanto, si la Comisión ha modificado la propuesta sobre temas que no se haya podido pronunciar el Parlamento, estos nuevos temas tienen que ser replanteados a la consulta del Parlamento. 

Y esto es lo que se conoce con el nombre de “reconsulta”. Y si no se hace así es como si no se hubiera solicitado dictamen y se trata de un vicio fundamental de procedimiento que puede dar lugar a la nulidad del acto. Ello es así para evitar este posible fraude a las exigencias básicas del Tratado.

2. El procedimiento de cooperación.-

Se introdujo en el Acta Única Europea (actual artículo 252 del TCE) y esta fue la primera vez que se introdujo al Parlamento de una forma activa en el proceso de decisión de las normas. Hay que tener muy claro que coexisten los tres procedimientos, lo que ocurre es que en determinados casos el Tratado se refiere a un determinado procedimiento para adoptar determinadas decisiones. Actualmente el Tratado de la Comunidad Europea se remite al artículo 252 cuando quiere que el procedimiento que se siga sea el de “cooperación”, o al artículo 251 cuando se tenga que seguir el procedimiento de “codecisión”. Caso que no diga nada significa que hay que seguir el “procedimiento de consulta”.

La idea básica que hay que tener es que se trata de un procedimiento que se añade al procedimiento “de consulta”. Empieza cuando acaba éste procedimiento anterior.

Y como segunda idea, este procedimiento introduce al Parlamento con poderes mucho más intensos que en el procedimiento anterior.

El procedimiento de “consulta” acababa con una decisión del Consejo después de una propuesta hecha por la Comisión y una consulta hecha al Parlamento en forma de dictamen. En este caso de ahora la decisión final del Consejo no es decisión final sino “posición común”. Es una decisión provisional que para no confundirse no se denomina decisión, sino “posición común”, pero es una decisión provisional.

Esta “posición común” se adopta por la mayoría requerida, que normalmente es la cualificada, si sigue la propuesta de la Comisión, o por unanimidad si se aparta de ella, pero en cuanto a su régimen de adopción es exactamente igual que si fuera una decisión, si bien, en realidad, este empieza donde acaba el procedimiento anterior. Si el anterior acababa con una decisión del Consejo, ahora, en lugar de ser una decisión definitiva, pasa a ser  una posición común, pero su régimen de adopción es exactamente el mismo.

Y se establece una fase de segunda lectura en la que la posición común se remite nuevamente al Parlamento que puede hacer con ella varias cosas:

Puede aprobar esta posición común con un dictamen favorable, y si lo hace, el Consejo aprueba el acto de forma definitiva.

Y lo mismo ocurre si pasan tres meses sin decisión por parte del Parlamento. Se entiende entonces que su dictamen es favorable.

Puede ser que el Parlamento rechace la posición común que proviene del Consejo. Esto solo se puede adoptar por mayoría absoluta del Parlamento (314 sobre 626 votos) y en este caso puede ocurrir que el Consejo apruebe la posición común rechazada, pero tiene que hacerlo por unanimidad.

Puede ser que el Parlamento proponga modificaciones, (lo que en el ámbito parlamentario se conoce como enmiendas), que tienen que ser propuestas por mayoría absoluta del Parlamento y su efecto es que la Comisión re-examine la posición común del Consejo y lo que hace es modificarla o no a la luz de las modificaciones propuestas por el Parlamento y puede aceptarlas o puede rechazarlas. Y luego decide nuevamente el Consejo, pero lo hará no sobre la posición común sino sobre la nueva propuesta formulada por la Comisión.

La regla es muy simple: la Comisión puede modificar las propuestas hasta el momento anterior en que sean aprobadas definitivamente por el Consejo. Si ha modificado la propuesta lo ha hecho a instancias del Parlamento. Si rechaza quiere decir que el Consejo podrá aprobar de alguna manera su posición común inicial que ha sido aprobada también nuevamente por la Comisión. 

Pero si la Comisión decide aceptar las modificaciones propuestas por el Parlamento esto cambia la posición común inicial y por tanto el Consejo y el Parlamento tienen que pronunciarse sobre una propuesta diferente, con el mismo régimen, es decir, si la acepta, la mayoría que corresponda, si la quiere modificar ratificándose en la propuesta inicial, por unanimidad.

Las dos reglas del principio se van repitiendo continuamente:

1ª.
Si el Consejo se aparta de la propuesta de la Comisión, la regla es la de la unanimidad.

2ª.
La Comisión puede retirar o modificar su propuesta antes de la decisión definitiva del Consejo.

3. El procedimiento de codecisión y dictamen de conforme.

El procedimiento de codecisión fue introducido por el Tratado de Maastricht y  ligeramente modificado por el Tratado de Ámsterdam.

El procedimiento de codecisión es igual que el procedimiento de consulta y el de cooperación con alguna ligera variante: Hay una propuesta de la Comisión que la propia Comisión envía al Parlamento y al Consejo. Se da un dictamen del Parlamento que se envía luego al Consejo y en él:

Puede ser que el Parlamento apruebe la propuesta, en cuyo caso el Consejo puede adoptar el acto como definitivo.

Pero si propone modificaciones (ésta es la diferencia), el Consejo puede adoptar el acto de forma definitiva sin nueva propuesta de la Comisión. Es decir, pierde facultades la Comisión y las gana el Parlamento, según el régimen de mayorías habitual.

En otros casos, si el Consejo no quiere aprobar directamente la propuesta, lo que hace es aprobar una “posición común” que se envía nuevamente al Parlamento y aquí puede, al igual que en la cooperación, varias cosas:

1ª.
Puede aprobar la posición común. Aquí se aplica también la regla de los 3 meses de silencio. En este caso el Consejo tiene la vía libre para su aprobación.

2ª.
Puede ser que haya un rechazo por mayoría absoluta de los miembros del Parlamento. En este caso la gran diferencia es que el Consejo no puede aprobar y el procedimiento en principio muere, no se puede aprobar y hay que volver a empezar con una propuesta nueva y distinta. Contra el Parlamento no se puede aprobar.

Si se opta por la tercera alternativa, la de las enmiendas, tienen que ser por mayoría absoluta. En cuyo caso pueden ocurrir dos cosas:

1ª.
Que las enmiendas vuelvan al Consejo que las puede aprobar y si lo hace la aprobación de las enmiendas  según haya dictamen favorable de la Comisión, la aprobación será por mayoría cualificada, y si el dictamen es negativo, entonces tiene que ser por unanimidad.

2ª.
En el caso que el Consejo no apruebe las enmiendas, se llama a una “Comisión de conciliación” (gran diferencia respecto a los otros procedimientos), que es un órgano integrado por el Consejo (pueden ser los mismos miembros o sus representantes), igual número de miembros del Parlamento (15) y una representación de la Comisión. Y esta Comisión de conciliación efectúa una tercera lectura.

Esta Comisión de conciliación intenta buscar un texto conjunto aprobado tanto por el Consejo (por mayoría cualificada) como por los representantes del Parlamento (por mayoría absoluta de sus miembros).

Si se llega a formular este texto conjunto en un periodo de tiempo que se fija en 6 semanas (prorrogables a 8), se puede aprobar por el Consejo por un lado (mayoría cualificada) y por el Parlamento por otro (mayoría absoluta de los votos emitidos, en este caso).

Si no hay texto conjunto en el plazo fijado (6 + 2 semanas), simplemente no se puede adoptar. El procedimiento muere y si se quiere tomar una decisión en la materia habrá que empezar de nuevo. En contra del Parlamento no se puede aprobar. Esta es la idea básica de este tipo de procedimiento.

Dictamen de conforme o dictamen favorable.

Dentro del procedimiento de codecisión, existe una variante,  poco utilizada pero que es la que tiene más futuro, porque es más simple y porque aumenta todavía más los poderes del Parlamento, es el procedimiento denominado de “dictamen favorable”.

En algunos casos, el Tratado de Ámsterdam y sobre todo en la versión de Niza, prevén que determinadas decisiones sólo puedan adoptarse con el dictamen previo favorable del Parlamento. 

Es, por tanto, un caso de codecisión en positivo porque lo que impide la adopción del acto es la negativa del Parlamento, pero no se pide que haya un acuerdo. Es necesario que el Parlamento se pronuncie a favor de una determinada decisión para que después esta decisión pueda ser adoptada por quien corresponda que habitualmente es el Consejo.

Esto es muy embrionario en Ámsterdam y se amplia mucho más en Niza. En realidad no se considera que se esté ante un procedimiento nuevo sino que se trata de una variante del procedimiento de codecisión incrementando más el poder del Parlamento.

Fin tema 14.

TEMA 15 ( EL DERECHO ORIGINARIO


El  Derecho originario es el conjunto de normas que constituyen los fundamentos del sistema jurídico comunitario.

1) CARACTERES DE LA NORMA CONVENCIONAL CONSTITUTIVA
Desde el punto de vista material las normas que dan origen al sistema comunitario son netamente jurídico-internacional, y se fundamentan en el consentimiento estatal, formado a través de los procedimientos constitucionales de cada Estado miembro y encausado a través  de la manifestación soberana del consentimiento prevista en el sistema jurídico internacional para los Tratados celebrados en forma solemne, esto es, a través de la ratificación.

Desde el punto de vista formal son normas convencionales internacionales, Tratados con sus Protocolos y Anexos, sujetas a las Reglas de Derecho Internacional en materia de Tratados al Convenio de Viena  sobre el Derecho de los Tratados  de 23 de mayo de 1969.

En los Tratados internacionales, el consentimiento de las partes fundamental o básico, sin consentimiento de las partes no habría contratado, excepto en aquello en que expresamente  disponga el Tratado.

Pero un Tratado internacional no es una cosa blindada ya que,, a través del consentimiento de las partes el Tratado puede ser modificado.

En el Derecho interno, el  artículo 93 y siguientes de la Constitución establecen los mecanismos de como se celebra, se modifica o deroga un contrato o convenio internacional
Los Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna Ley o exijan medidas legislativas para su ejecución, requerirá la previa autorización de las Cortes.

Pero además de estas normas internas de los estados miembros, el Derecho comunitario también tiene sus propias normas.

En este sentido, se plantea el problema de la aplicación de las normas de la nueva  Constitución europea puesto que se trata de una norma jurídica distinta.

A lo largo de la historia de la Comunidad europea se ha producido una evolución en los  Tratados constitutivos y otros con el consentimiento de las partes.

MODIFICACIONES: 

Las modificaciones más importantes llevadas a cabo mediante el procedimiento de revisión contemplado en los Tratados constitutivos y que tras los trabajos de las correspondientes Conferencias intergubernamentales, desembocaron:

· En el Acta Única Europea en 1986 suscrita por 9 Estados miembros y que entró en vigor en 1º de julio de 1987. Las reformas del AUE afectaron a todas las Instituciones, algunas políticas comunitarias. Se sustituye la unanimidad y se atribuyen nuevas competencias a las Comunidades a  fin de facilitar la consecución de un verdadero mercado interior como por ejemplo el medioambiente.

· El Tratado de la Unión Europea firmado en Maastricht el 7 de enero de 1992, y que entró en vigor en 1º de noviembre de 1993.  El TUE refuerza el Papel del Parlamento, dándole competencias de iniciativa legislativa. Se aplica el procedimiento de codecisión. 
El TUE da competencias al TJCE para imponer sanciones a los Estados miembros que no ejecutan las sentencias del Tribunal de Justicia.

El TCE crea el Comité de las Regiones y un marco institucional para desarrollar la unión económica y monetaria.

El TUE atribuye  al Consejo Europeo definir e impulsar las orientaciones políticas que se han de seguir.

· El Tratado de Ámsterdam modifica el TUE, los Tratados constitutivos  y determinados actos conexos de 2 de octubre de 1997 que entró en vigor en 1º de mayo de 19999..
· El Tratado de NIZA, por el que se modifican el TUE, los Tratados constitutivos de la Comunidades europeas y determinados actos conexos de 26 de febrero de 2001, 
Un segundo núcleo de modificaciones del Derecho originario viene dado por los actos de naturaleza convencional, que se producen con motivo de las adhesiones de nuevos Estados miembros o para poner término aplicación.

· En 1972 tiene lugar la adhesión de Dinamarca, Irlanda y el Reino Unido de Gran Bretaña  y el Acta relativa a las condiciones de adhesión de otros tres Estados de 3 de enero de 1972, en vigor desde 1973.

· En 12 de junio  1985 tiene lugar el Tratado de adhesión de España y Portugal.

· En 24 de julio de 1994 tuvo lugar tuvo lugar la adhesión de Austria, Finlandia  y Suecia. También hay que tener presente que en esta adhesión se incluía Noruega que ante el resultado negativo del referéndum no procedió a su ratificación.

· En 2003 en Atenas  se amplió la Unión Europea a 25 Estados miembros con la entrada de 10 nuevos países entre ellos Polonia.

En todas estas modificaciones no significa necesariamente una revisión de los Tratados originarios.  

Las características de las normas constitutivas son: 

a). La pluralidad y autonomía de las mismas. Esta autonomía ha tenido siempre su fundamento en el artículo 232 del TCEE (hoy, artículo  305 del TCE), a cuyo tenor las disposiciones de este Tratado ni modificaban ni alteraban las disposiciones del Tratado CECA ni las del Tratado CEEA. Su inclusión en el Tratado CEE es lógico habida cuenta de su carácter global frente al carácter sectorial de la CECA y la CEEA. 

El artículo 46 del Tratado de la Unión Europea , respeta el Derecho originario.

El mecanismo de la «cooperación reforzada» aplicable al pilar comunitario, a la CPJP y a la PESC. Esta última desde el Tratado de Niza,  abunda en una diversificación de núcleos obligacionales difícilmente compatibles con la pretensión de unificación del sistema. 

La tendencia del Tratado de Amsterdam, es la «Simplificación de las normas» y de este modo se han introducido normas simplificadoras no pasa de una eliminación de disposiciones caducadas y ciertas adaptaciones a otras. 

La declaración número 23 del Tratado de NIZA contempla como uno de los cuatro objetivos prioritarios de la UE es “ la simplificación de los Tratados” con el fin de clarificarlos y facilitar su comprensión, sin cambiar su significado.

b). La  supremacía de las normas constitutivas y la consiguiente subordinación a éstas de las normas derivadas.  Esta supremacía se traduce en que es la norma constitutiva la que confiere al Derecho derivado su fundamento, alcance y límites. 

En sentido estricto no existe en el ordenamiento jurídico de la Unión Europea una norma de estructuración general del sistema de producción de normas y, consecuentemente con ello, no existe una determinación expresa de la jerarquía normativa ni siquiera en la relación entre norma constitutiva y Derivada. Pero, no por eso,  resulta menos notoria su presencia en el ordenamiento jurídico de la Unión Europea.

Esta supremacía puede inferirse de una norma de alcance general y, de manera particular, en los procedimientos previstos para controlar jurisdiccionalmente el respeto de la norma constitutiva, de la actividad comunitaria en la conclusión de acuerdos internacionales y del mecanismo mismo de revisión de las normas constitutivas.

La norma de alcance general es la contenida en el artículo 5 del TUE, que al sujetar «el ejercicio de las competencias» de las Instituciones a las condiciones y fines previstos  en las normas constitutivas, somete, a esas mismas condiciones y fines la competencia normativa.

En relación con el control jurisdiccional del TJCE, prácticamente la totalidad de los recursos son directa o indirectamente aptos para asegurar esa jerarquía. 

Las normas constitutivas son las disposiciones relativas a acuerdos internacionales celebrados por la Comunidad y, en particular, el sistema de control previo de la compatibilidad de dichos acuerdos con las normas constitutivas comunitarias previsto en el artículo 300.6 del TCE. 

c). La eficacia directa de las normas constitutivas. 

De la eficacia de las normas constitutivas parece desprenderse dos consecuencias evidentes: 

La primera es que no siempre resulta tarea fácil determinar esa efectividad directa de una 

disposición.

La segunda es que dificultad sólo puede subsanarse  acudiendo a la jurisprudencia del 

Tribunal ya establecida o acudiendo al propio Tribunal a través de los procedimientos 

adecuados, en particular a través de las cuestiones prejudiciales del artículo 34 del TCE.

Eficacia directa quiere decir, que tos tratados de la Comunidad no son normas meramente programáticas que prevean actuaciones, sin necesidad de adaptaciones de desarrollo normativo, sino que su contenido de forma inmediata produce efectos jurídicos entre  las partes del Tratado, y también en los ciudadanos de estos Estados miembros de la Comunidad. Crean derechos y obligaciones a los ciudadanos en sentido amplio   y  no siempre es necesario un legislador, sólo es necesario  en ocasiones.

La Sentencia “Van Gend en Louse”, en 1963, declara de forma taxativa la eficacia directa de los Tratados en relación con los ciudadanos, interpretando lo que entonces era el artículo 12, hoy artículo 25 del TCE., el cual dice que: “quedarán prohibidos entre los estados miembros los Derechos de aduana de importación y exportación o exacciones de efectos equivalentes (cualquier medida económica que grave las transacciones comerciales ). Esta prohibición también se aplicará  al Derecho de aduana de carácter fiscal”.

 2)  ESTRUCTURA Y CONTENIDO

En la estructura y contenido de los Tratados existen dos grandes  elementos, cuales son el Tratado de la Unión y el Tratado de  Maastricht.

El TUE contiene disposiciones comunes de modificación de los Tratados constitutivos y de otros Tratados.

V.
Se añaden las materias nuevas: PESC (política exterior y seguridad comun).

VI.
Espacio económico común y seguridad

VII.
 Instrumentos de mayor cohesión entre los estados miembros que lo deseen.

El TCE contiene:

I.
Principios generales de la comunidad europea.

II.
De la Ciudadania de la Unión. 

III.
Políticas de la comunidad (sectoriales, cuales serán sus objetivos: agricultura, visado, asilo, immigracion, transportes, competencia, política económica monetaria, política de ocupación, medidas de política comercial común, cooperación aduanera, política social, educación, cultura, salud pública, protección de consumidores, redes  socio-europeas, cohesión económica y social, medio ambiente y cooperación al desarrollo). 

Asociación de países de ultramar, instituciones (parlamento europeo, tribunal de justicia y de cuentas, ...) otros órganos: comité europeo... y después disposiciones financieras.

(hay que tener una idea de lo que habla el TUE y el TCE no hay que aprendérselo de memoria)..

3) REVISIÓN Y REFORMA
El artículo 48 del Tratado de la Unión prevé  3 fases en la revisión de una norma:

a). De iniciativa: Cualquier estado miembro  o la Comisión pueden presentar proyectos de

revisión al Consejo. Compete al Consejo decidir sobre la oportunidad o no del inicio del 

procedimiento de revisión. No obstante, el artículo 48 prevé que antes de dicha decisión el 

Consejo consultará al Parlamento Europeo, y en su caso a la Comisión, en el caso de que 

el proyecto no provenga de la propia Comisión.

La Comisión puede tener la iniciativa de la revisión de las normas  y los estados miembros 

pueden presentar reformas al Consejo, no interviene el Parlamento Europeo. No obstante, 

una vez que el Consejo recibe la iniciativa  ha de consultar al PE.

Estas consultas son preceptivas ( es obligatorio pedir la consulta) pero no son vinculantes (el criterio expresado por el PE  no es vinculante).

El Consejo adopta un dictamen sobre esta iniciativa que  se ha de adoptar por mayoría simple. Si es favorable da paso a iniciar el procedimiento.

Caso especial:  Si la revisión afecta a las materias propias del BCE, el artículo 48 incluye la necesaria consulta al Consejo del Banco Central Europeo cuando se trate de modificaciones institucionales en el ámbito monetario. En todo caso la consulta es preceptiva no vinculante. 

b). La conferencia intergubernamental.
Se trata de una conferencia que reúne a los representantes de los estados miembros, destinada a la  elaboración de un Tratado que contenga las modificaciones proyectadas y cuyo desarrollo responde al esquema de las conferencias internacionales  para la celebración de Tratados multilaterales.

En primer lugar, la Conferencia es convocada y fijado su objetivo de trabajo por el  Consejo a través de la Presidencia.

En segundo lugar, el artículo 48 del TUE predetermina el sistema de la adopción del texto del Tratado al exigir que se adopte de “común acuerdo” por los estados miembros. Un texto que se adoptara en contra de la voluntad de algunos o algunos estados miembros, comportaría el fracaso del proceso.

En tercer lugar, hay que subrayar que la práctica comunitaria ha paliado los efectos  de una exclusión absoluta de lo comunitario en esta fase dando un cierto papel a las Instituciones a lo largo del proceso de celebración de la conferencia. 

Las tensiones generadas durante la CIG de 1996 condujeron al Tratado de Ámsterdam, provocaron su creciente «asociación» a los trabajos de las conferencias y ha tenido una especial relevancia, aunque el marco jurídico de su participación siga sin satisfacer a la institución.

c). La ratificación del Tratado modificativo.                            

Una vez que se ha aprobado la modificación del Tratado por las parte se entra en la 3ª fase o fase de ratificación del Tratado por los Estados miembros. El artículo 48 TUE no deja lugar a dudas: «Las enmiendas entrarán en vigor después de haber sido ratificadas por todos los Estados miembros, de conformidad con sus respectivas normas constitucionales.».

La exclusión de lo comunitario es evidente. Esta fase se resuelve en los ámbitos  constitucionales de los Estados miembros donde se forja el consentimiento del Estado en obligarse por el Tratado modificativo y se desarrolla a través del procedimiento jurídico internacional solemne de manifestación del consentimiento en Tratados internacionales.                                                           

La razón sustancial de la remisión a los sistemas constitucionales, es decir, la autorización por los poderes legislativos de la manifestación del consentimiento  habida cuenta que la identidad democrática de los Estados miembros no presenta divergencias procedimentales. 

El traumático proceso de ratificación del Tratado de Maastricht puso durante el año 1993 de manifiesto la enorme importancia y dificultad de esta fase de ratificación. 

Hay países que exigen referéndum según el contenido del Tratado. Noruega fue un problema en el Tratado de  Maastricht (1992) que  votó negativamente y se tuvo que solucionar  el problema por vía   político-diplomática.

La hipótesis de un legítimo y eventual rehúse de un Parlamento a autorizar la ratificación es desde entonces una eventualidad asumida. Sin poner en duda la legitimidad de cualquier Estado en su aceptación o rechazo a una modificación, se ha puesto en cuestión la conveniencia de una modificación a través  de una disposición como el artículo 48 que, al sujetar a una ratificación unánime las modificaciones, puede permitir que un solo Estado impida el desarrollo y avance de la Constitución europea.

 El Tratado de Niza adoptado el 26 de febrero de 2001 ha vuelto a tropezar con estos problemas. Sometido a referéndum en Irlanda arrojó; un resultado negativo que ha impedido su ratificación por este Estado hasta el momento de redactar estas páginas

4) PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO COMUNITARIO: EN ESPECIAL LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN EL ORDENAMIENTO COMUNITARIO
Al lado de las normas constitutivas escritas existen como fuentes del Derecho comunitario otras normas no escritas como son los principios generales del Derecho, la costumbre y la jurisprudencia del TJCE.

Los principios generales del derecho hacen referencia a que junto a las normas constitutivas escritas podrían integrarse otras normas no escritas que han sido extraídas  de la Jurisprudencia del TJCE ( puesto que no están  en lo Tratados), de las relaciones del Derecho internacional y del propio Derecho Comunitario.

Distinguimos entre:

a). Principios constitucionales del sistema que son principios recogidos en las normas constitutivas los Estados miembros.  Entre ellos se encuentran el principio de atribución, subsidiariedad, proporcionalidad, no discriminación etc.

b). Y principios generales del Derecho Comunitario, los cuales carecen de una formulación normativa concreta en las normas escritas del Derecho Comunitario pero han sido apreciados jurisprudencialmente como exigencias de racionabilidad para la aplicación del Derecho Comunitario.

Como ejemplos tenemos:

1º.
El principio de confianza legítima que predica que el ciudadano ha de estar protegido en contra de los cambios inesperados de normativas que le perjudiquen, cuando el propio Estado había creado una confianza legítima o indicio de cambio de criterio. 

2º.
El principio de los estados miembros, en Alemania sobre todo.

3º.
El principio de seguridad jurídica, este es un principio mas abstracto y no incluye necesariamente la aplicación de un determinado supuesto en que ha habido una intervención del Estado que ha creado unas determinadas expectativas y no requiere que  previamente haya habido una actuación. 

Curiosamente lo aplica el Tribunal de Justicia y pasa a España, donde el Derecho interno lo ha introducido en la Ley 30/92.

Otros principios que  también derivan de los Derechos estatales  y de justicia son:

a).
El principio de necesidad de motivación  de las decisiones nacionales (de los estados miembros) que perjudiquen o afecten n a un derecho otorgado por instituciones jurídicas o por el Derecho comunitario otorgadas por el Derecho común un, es decir de aplicación directa. En el caso de actos restrictivos de Derecho el base al Art. 54 de la ley 30/92,  el TJCE deduce que  también en el ámbito del Derecho comunitario se tendrá que respetar este principio de motivación de los actos restrictivos, es decir, si se restringen derechos éstos se han de motivar.

Esta creación de principios generales del derecho por parte del TJ coincide con la posición del Tribunal. Art. 220 del TCE, de que garantice el respeto del derecho a la interpretación y en aplicación del presente Tratado, por tanto, el TJ tiene un amplio margen de creación. 

Es inevitable acudir a estos principios debido a las características del derecho (derecho reciente y también del derecho comunitario, muy incompleto por su propia naturaleza).

El caso más paradigmático y que  después ha estado recogido es el tema de la salvaguarda de los derechos humanos.

La Jurisprudencia ha ido creando y constituyendo todos estos principios:

1. Derecho a la propiedad privada.

2. Derecho a la vida.

3. Derecho de defensa, 

4. De audiencia de abogado.

5. De confidencialidad.  

6. Libertad de expresión.

Estos principios no tienen una defensa específica a lo largo de la vida de los tratados hasta que en la reforma del Tratado constitutivo de Maastricht positiviza todos estos principios generales que  ha ido creando el Tribunal de Justicia  en el TUE  (artículos 6 y 7).

¿Cómo se  positivizan  estos principios en Derechos fundamentales?.
El apartado 2 del Artículo 6 del Convenio Europeo  de Derechos Humanos de Estrasburgo, con un criterio interpretativo, da rango o categoría de principios generales de Derecho Comunitario a todos los Derechos Fundamentales protegidos por el Convenio Europeo de acuerdo con aquello que  resulte de la tradición constitucional común de los estados miembros, es decir, el contenido material real de Derecho fundamental europeo se incorporan al TUE con la categoría de principios generales de Derecho Comunitario. Esto tiene una importancia de carácter político fundamental.

Uno de los criterios para detectar la supremacía de los Tratados sobre las otras normas es que se requiere un dictamen del TJCE antes de que la comunidad subscriba un Tratado  para ver si el  convenio se adecua a los Tratados.

Si no se adecua, el Tribunal de Justicia informa desfavorablemente porque la Comunidad Europea  no tiene competencias.  En este sentido, las Comunidades quisieron firmar el Tratado del Convenio Europeo de DDHH y el TJ emitió un dictamen desfavorable porque las Comunidades no tienen competencia, es decir, los estados miembros no habían otorgado competencia a la Comunidad. 

La fórmula que se ha encontrado para superar este inconveniente fue en el año 96, en que el TJCE emitió un dictamen en que se remitía al contenido del Convenio y además incorporaba  la tradición de los estados miembros.

El apartado 2 del artículo 7 del TUE autoriza a la Comunidad europea a dirigirse a un estado miembro si constata que se producen violaciones de estos Derechos fundamentales y principios del artículos 6 del TUE (democracia, estado de derecho...),que habilita a que  la Comisión  garantice, vigile e intervenga contra uno de sus propios miembros si se constata que los Derechos Humanos se violan.

5) EL VALOR DE LA JURISPRUDENCIA DEL TJCE
En Derecho comunitario, la jurisprudencia tiene una función creadora de Derecho internacional que ha ido aplicando a otros ordenamientos como en el Derecho Administrativo. 

La jurisprudencia es fruto de un cambio revolucionario, creado por el Consejo de estado francés.“Creación pretoriana del Derecho”.

La jurisprudencia es un derecho reciente posivitizado, es una “creación pretoriana del Derecho”. La jurisprudencia tiene un valor de interacción del Derecho internacional en la actuación de los Derechos de los Estados miembros. Además tiene la función de eliminar normas de Derecho comunitario, por lo tanto,  tiene una función normativa en negativo del Derecho comunitario.

* (Ratificación de la adhesión de los Tratadas a través de la Ley 12/2003, de 24 de octubre. Se hace a través de ley orgánica ya que así lo indica la CE en su artículo93).

Fin tema 15

TEMA 16 ( EL DERECHO DERIVADO


1) CUESTIONES GENERALES DEL DERECHO DERIVADO
El Derecho comunitario derivado de naturaleza institucional es el que alberga la actividad legislativa del modelo. El término «legislativo» no aparece así aludido en ningún lugar de las normas constitutivas, pero se acepta en el sentido, de contener los elementos formales  característicos de la actividad legislativa en el interior de un Estado. 

El TJCE para marcar estos caracteres no ha tenido reparo en utilizar el término en muchas ocasiones. Así, ha empleado la expresión de «actos cuasilegislativos» para referirse a las decisiones generales de la CECA y las de «ley comunitaria», «legislador comunitario»  o «poder legislativo de la Comunidad», entre otras, en el ámbito de la CE. 

Estos actos se encuentran previstos con carácter general en los Tratados constitutivos en los artículos 161 del Tratado CEEA y 249 del TCE donde se determina su denominación y los  caracteres jurídicos esenciales de los mismos.

La tipología, en función  de sus caracteres es idéntica en los dos Tratados, donde se identifican los siguientes actos:   reglamentos, directivas, decisiones, recomendaciones y dictámenes.

Pese a la identidad formal de los actos de la CE y de la CEEA conviene no olvidar que estos actos  encierran un poder normativo mucho más restringido en el Tratado CEEA que en el TCE. Por esta razón, nuestro análisis quedará referido al sistema del Tratado CE y sólo cuando sea necesario o conveniente nos referiremos a la CEEA.

Debe reseñarse que el TUE en Maastricht, en sus disposiciones relativas a  la UEM, amplió las Instituciones con capacidad para emitir actos jurídicos reducidos, al ámbito monetario. 

Tras la constitución del Banco Central Europeo el  1 de junio de 19984 el artículo 110 del TCE establece que el BCE elaborará reglamentos, decisiones, recomendaciones y dictámenes. Pero no directivas. Por lo demás, la caracterización de los actos en este ámbito es esencialmente la misma que la del sistema general.

En el ámbito del Derecho Comunitario derivado institucional se establece una distinción sustancial entre los actos vinculantes y los no vinculantes y dentro de los vinculantes se distingue los que tienen un alcance general o individual. La distinción es fundamental, porque en función de ella se determina su obligatoriedad y efectos desde el punto de vista de los sujetos o destinatarios de estos actos.

También se vincula a esta doble distinción, desde la perspectiva de su control jurisdiccional desde el  régimen de publicación, notificación y vigencia.

Publicación, notificación y vigencia.

La publicidad es un requisito formal sustancial en relación con la aplicación del acto, esto es, no afecta, como ocurre con la motivación, a su validez, sino a su eficacia. Desde 1958 la publicación se ha realizado en el DOCE, modificado por el Tratado de Niza que lo ha sustituido por la nueva denominación de Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE).

Los actos que según el artículo 254 del Tratado CE han de ser publicados en el DOUE son los siguientes:

1.
Los reglamentos, directivas y decisiones adoptados conforme al procedimiento del 251, el de codecisión, deberán llevar las firmas de los Presidentes del PE y del Consejo.

2.
Los demás reglamentos ( los del Consejo y la Comisión) sea cual fuere el procedimiento.

3.
Las directivas que tengan como destinatarios a todos los Estados miembros. 

Son éstos los actos sobre los que la exigencia de publicación es una condición sine gua non para su aplicación y que son objeto de publicación en la serie L (Legislación) del DOUE. La práctica comunitaria hace, sin embargo, objeto de publicación  otros actos, con idéntica finalidad, pero naturalmente sin consecuencias vinculantes.

El régimen de notificación está previsto por el artículo 254 del TCE para las demás directivas (que no tienen como destinatarios a todos los Estados miembros) y las decisiones de todo tipo (es decir, incluidas aquellas que tienen como destinatarios todos los Estados miembros). Los cauces de notificación son el diplomático para los Estados (a través de sus Representantes Permanentes) y el correo con «acuse de recibo» para los particulares.

El régimen de vigencia viene determinado en el propio artículo 254, donde se establece que su entrada en vigor se produce en la fecha que los actos determinen y en su defecto, a los veinte días de su publicación. 

La tendencia es que la entrada en vigor inmediata sea muy restringida. El propio TJCE ha exigido «razones serias» que permitan deducir que un plazo mayor causaría perjuicios a la Comunidad. La notificación, genera sus efectos a partir de la fecha en que se ha producido.

Motivación de los actos.

El artículo 253 del TCE regula esta cuestión. Se trata de un requisito formal sustancial cuyo desconocimiento o insuficiencia puede dar lugar a una declaración de nulidad por el TJCE.                                   

La motivación de los actos viene referida a los reglamentos, directivas y decisiones adoptados «conjuntamente por el PE y el Consejo, así como los reglamentos, las directivas y las decisiones adoptados por el Consejo y la Comisión. La práctica comunitaria ha extendido esta exigencia a la totalidad de los actos vinculantes.                                                              

La motivación exige que se contemplen tres elementos:

1º.
La mención expresa del fundamento o fundamentos jurídicos de la competencia en el Tratado. Su importancia es crucial en un sistema donde los distintos fundamentos comportan la garantía del respeto a la atribución de competencias y a los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, en sus distintos niveles de participación de las Instituciones (en particular, el PE) y diferentes ámbitos de legitimación de sus sujetos de sus sujetos (Instituciones, Estados y particulares) para la defensa de sus derechos frente al acto.

2º.
Las «propuestas o dictámenes preceptivamente recabados», expresamente recogidos en el artículo 253 como garantía de respeto a las prerrogativas de las Instituciones y órganos (así, los dictámenes del PE, del Consejo Económico y Social y

del Comité de las Regiones).

3º.
Las razones de la adopción del acto  dentro de un margen de discrecionalidad apuntan generalmente a una valoración de la situación, los objetivos y la necesidad del acto para alcanzarlos. Especial relevancia adquiere en ese sentido el «Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad» anexo

al Tratado CE que en su apartado 4) dispone:

“Para toda norma comunitaria propuesta se expondrán los motivos en los que se         basa con vistas a justificar que cumple los principios de subsidiariedad y proporcionalidad; las razones para concluir que un objetivo comunitario puede lograrse mejor a nivel de la Comunidad deben justificarse mediante indicadores cualitativos o, cuando sea posible, cuantitativos”.

2) EL REGLAMENTO COMO NORMA COMPLETA
El artículo 249 establece que: «El reglamento tendrá un alcance general. Será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro».

El reglamento es un  instrumento de regulación jurídica más acabado dentro del sistema comunitario. Buena parte de la doctrina, en particular la más empeñada en hacer entrar el sistema comunitario dentro de los sistemas de fuentes estatales, resaltan aquellos caracteres de este tipo normativo más similares a los de las leyes (generalidad, abstracción, efectos erga omnes y otros caracteres con los que la teoría más tradicional cualifica la ley). 

El reglamento es  «el acto más completo y eficaz de la gama de instrumentos de que disponen las Instituciones». En el  reglamento es donde se destaca una mayor  intensidad jurídico-normativa  en relación con  otros instrumentos normativos.

La intensidad normativa de los reglamentos se manifiesta:

a). En su alcance general. Esta característica del reglamento sirve básicamente para diferenciarlo de los actos de alcance individual como la decisión. Se trata de una característica esencial, y que como tal, es requisito necesario para que una norma tenga el carácter de reglamento con independencia de su denominación o la forma de su adopción.

Alcance general significa que va destinado a una categoría abstracta o indeterminada de sujetos o de situaciones y no a un determinado sujeto o situación y es aplicable a todos los Estados miembros puesto que si fuera a uno o a varios Estados miembros, concretos, estaríamos ante una Decisión y  no ante un Reglamento. Esta es la diferencia básica entre ambas figuras, porque en todo lo demás son prácticamente iguales.

No obstante, pueden haber Reglamentos que se dirijan a regular determinadas situaciones jurídicas, como por ejemplo, la obtención de subvenciones para un determinado producto agrario, o que vaya destinado a un determinado tipo de empresas. Pero en todo caso son generales, porque no se dirigen a una empresa determinada.

b). La obligatoriedad en todos sus elementos  es una característica que tiene una doble función en la identificación del reglamento:

En primer lugar, afirma su carácter obligatorio frente a los actos no vinculantes.

Y en segundo lugar, al incidir en todos sus elementos lo diferencian de aquellas otras normas como la directiva, que obliga en el resultado pero no en los medios.

Esta plenitud del efecto obligatorio del reglamento fue claramente definida por el TJCE en la sentencia  de 7 de febrero de 1973(Comisión c. Italia) en cuyo apartado 20 el Tribunal dijo que:

“Que, no se podría admitir que un Estado miembro aplique de manera incompleta o selectiva las disposiciones de un reglamento de la Comunidad, de manera que frustrara la aplicación de ciertas disposiciones de la legislación comunitaria respecto de las cuales hubiera manifestado su oposición o las hubiera estimado contrarias a ciertos intereses nacionales”.

Según el Tribunal, desde que un reglamento es aprobado válidamente y en este sentido, los reglamentos gozan de una «presunción de validez», cuya validez sólo puede ser establecida por el Tribunal a través de los procedimientos previstos a tal efecto''

“El alcance objetivo de las reglas establecidas [...] no podría ser modificado por reservas u objeciones que los Estados miembros hubiesen formulado en el momento de su         elaboración. ,

“ Que asimismo, dificultades de aplicación aparecidas en la etapa de la ejecución, no podrían permitir a un Estado miembro liberarse "unilateralmente del cumplimiento de sus obligaciones”.

2) LA EJECUCIÓN NORMATIVA DEL REGLAMENTO
c). Directamente aplicable en todos los Estados miembros. Este ultimo rasgo del reglamento tiene un marcado carácter instrumental en la  medida en que lo que hace es eliminar toda intermediación por parte de los Estados asegurando que el reglamento despliega de manera efectiva y uniforme sus efectos de alcance general y de la plenitud de su obligatoriedad. 

La «aplicabilidad directa»,  se traduce en dos caracteres sustanciales: 

Uno de orden positivo, por el que se le atribuye a este tipo normativo la cualidad de generar derechos y obligaciones por si mismo para los órganos y sujetos dependientes de un ordenamiento estatal, lo que se asocia al «efecto directo» de estas normas,

Y otro que encierra un mandato negativo, al prohibir cualquier actividad por parte del Estado miembro que pueda poner en cuestión la inmediatez de la efectividad del reglamento.

En relación al primero, es decir, el que asegura el efecto directo, resulta de especial importancia la sentencia Simmenthal de 9 de marzo de 1978, referida tanto a las disposiciones de los Tratados como a las disposiciones reglamentarias, en particular al Reglamento  805/68 del Consejo. 

En dicha sentencia, el TJCE considera que la  aplicabilidad directa, significa que las reglas de Derecho Comunitario deben desplegar la plenitud de sus  efectos, de manera uniforme en todos los Estados miembros a partir de su entrada en vigor y durante toda la duración de su validez:

* Que estas disposiciones son una fuente inmediata de derechos y obligaciones para todos aquellos a quienes afectan, ya se trate de Estados miembros o de particulares que son parte en relaciones jurídicas que entran en el ámbito del Derecho Comunitario.

* Que este efecto afecta igualmente a todo juez que, conociendo de un asunto en el          marco de su competencia, tenga por misión, en cuanto órgano de un Estado miembro,          proteger los derechos conferidos a los particulares por el Derecho Comunitario.

En relación con el segundo de los aspectos señalados, es decir, la prohibición consecuente de toda intermediación del Estado, la jurisprudencia ha precisado también su alcance. Y es que,  el reglamento es un tipo normativo t «autosuficiente», esto es, que no requiere de ninguna medida, legislativa, administrativa o judicial) para producir sus efectos. 

La aplicabilidad directa de un reglamento exige que su entrada en vigor y su          aplicación en favor o a cargo de los sujetos de derecho se realicen sin ninguna medida que pueda suponer recepción en el Derecho nacional.

A partir de esta premisa el TJCE ha ido precisando en su jurisprudencia el sentido concreto de la misma. 

En primer lugar, que esta prohibición no opera, naturalmente, cuando «el reglamento en cuestión deja la responsabilidad a los Estados miembros de adoptar ellos mismos las medidas legislativas, reglamentarias, administrativas y financieras necesarias para que las disposiciones del reglamento puedan ser efectivamente aplicadas». 

En segundo lugar, precisa que su transformación en una norma interna no es una medida necesaria y en consecuencia es incompatible con el Derecho Comunitario (sentencia de 7 de febrero de 1973, donde rechaza la actitud del Gobierno italiano de recoger en un decreto las disposiciones del reglamento en cuestión). 

En tercer lugar, que es, asimismo, «incompatible» con el Derecho Comunitario «toda disposición de un ordenamiento jurídico nacional —legislativa, administrativa o judicial— que tuviese por efecto disminuir la eficacia del Derecho Comunitario» (Simmenthat). 

En cuarto lugar, el Tribunal también ha establecido que es igualmente incompatible no adoptar las medidas necesarias para permitir «la aplicación efectiva y en los plazos apropiados» de un Reglamento.

Por último, y como protección y garantía de la inmediatez del reglamento, que sus efectos sobre los particulares y, en consecuencia, su invocabilidad ante los Tribunales nunca depende de las medidas que pueda exigir su efectiva aplicación.

Se distinguen entre «reglamentos de base» y «reglamentos de ejecución».

· Los «reglamentos de base» tienen su fundamento en una disposición del Tratado y son adoptados según el procedimiento en él establecido. Se trata de normas de un contenido más general y que requieren un desarrollo más preciso para su ejecución. 

· Los Reglamentos de ejecución o de aplicación: deben ser adoptados por la Comisión, previa habilitación del Consejo, o bien por el propio Consejo. En todo caso, se trata de Reglamentos subordinados a los “Reglamentos de base”.

3) LA DIRECTIVA COMO NORMA NECESITADA DE DESARROLLO
El artículo 249 del TCE dispone que:” La directiva obligará al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios”.

La directiva es un instrumento regulador sin alcance general (obliga sólo al Estado destinatario). Frente a la plenitud de la obligatoriedad del reglamento, la directiva tiene una obligatoriedad parcial que recae sobre el elemento «resultado» que  deja en manos de las autoridades nacionales la elección de la «forma y de los medios» de darle efectividad en el orden interno, es decir, requiere la intermediación estatal, carece por definición de aplicabilidad directa y, en consecuencia, de «efecto directo».

Esta caracterización por referencia negativa al reglamento es particularmente útil para poner de manifiesto la razón última de ser de este instrumento normativo, de su compleja y poco pacífica evolución, a duras penas encauzada por una impresionante labor jurisprudencial que no ha conseguido evitar que siga siendo el instrumento normativo más problemático del modelo comunitario. 

Un carácter problemático que proviene tanto de las dificultades técnico-jurídicas que plantea como de las significaciones políticas que encierra y que apuntan al modelo mismo de construcción comunitario. 

Esto último queda patente en la distinta valoración que le merece a la Comisión que la calificó de «instrumento híbrido y de estatuto ambiguo», llegando incluso a proponer su eliminación19 o a algunos Estados miembros que en el Grupo de reflexión de la CIG de 1996, pese a defender el interés de algunos cambios en la estructura normativa, hicieron constar que «en todo caso las directivas deberían mantenerse pues son el mejor medio para respetar el principio de subsidiariedad.

La directiva es un instrumento jurídico que responde a los siguientes características:
1ª. La directiva impone a los Estados una obligación de resultado que debe ser cumplida en el plazo determinado por la propia directiva. La naturaleza de esta obligación ha sido objeto de diversas lecturas:

Unos resaltan su carácter internacional atendiendo a sus destinatarios. 

Otros la conciben como una obligación de «ejecución».

Esta obligación de ejecución es absoluta de manera que su inobservancia supone un incumplimiento del Derecho Comunitario que puede ser sancionado mediante las vías de recurso previstas en el Tratado y con las consecuencias jurídicas que de tal incumplimiento se derivan.

2ª. La directiva impone a los Estados la adopción de la medidas nacionales necesarias para alcanzar dicho resultado con la libertad de «elección de la forma y de los medios». Por tanto, las directivas necesitan de un desarrollo normativo interno para llegar a esa situación de resultado.

4 Y 5) LA VINCULACIÓN DE LOS EFECTOS JURÍDICOS  A LA NORMA NACIONAL DE TRANSPOSICIÓN
Las Directivas necesitan de transposición, de normas de transposición. Este es el nombre que se da a la operación de dictar una norma interna por parte del Estado miembro, para conseguir el resultado a que la Directiva obliga. Por ello, la Directiva  obliga a un proceso normativo en el que se dan estos momentos:

· El comunitario, o la Directiva propiamente dicha y

· El de los Estados miembros cuando dictan la norma de transposición.

La regulación final es el efecto de la suma de los dos momentos, siendo ésta la diferencia principal con el Reglamento que, como sabemos, no precisa de intervención alguna para ser plenamente eficaz, el Juez lo tiene que aplicar directamente.

Las Directivas se utilizan para armonizar legislaciones, para que haya una uniformidad de regulación en una determinada materia, pero el Estado es libre para decidir la forma de hacerlo. Y esta libertad no es absoluta, tiene algunas limitaciones:

El plazo para la transposición. Toda Directiva determina el plazo para dicha transposición, oscilando, normalmente, entre uno y cuatro o cinco años.

El efecto útil de la Directiva: en la medida en que obliga realmente, fuerza a los Estados miembro destinatarios a adoptar medidas de transposición que sean útiles para conseguir los resultados previstos en la propia Directiva. Y esto se puede entender desde perspectivas diversas y tiene, también, consecuencias diversas. 

Se entiende que no basta con una mera actividad administrativa, se tiene que adoptar una norma jurídica que se integre en su ordenamiento interno y que, además, tiene que ser adecuada para la finalidad de la misma.

Por ejemplo, si la Directiva afecta a una materia que la Constitución reserva a la Ley, el Estado estará obligado a dictar una Ley para transponerla ya que si lo hiciera a través de un Reglamento interno, por ejemplo, la transposición sería incorrecta, ya que se trata de una materia que está reservada a normas con rango de Ley.

Derivado de esto, de su transposición y de que solo obliga en cuanto al resultado, se deduce que la Directiva no es directamente aplicable como ocurría con el Reglamento para que tenga efectos materiales directos.

Este efecto directo formal se predica de cualquier norma comunitaria y también de las Directivas, aunque aquí sí se precise una norma de transposición porque cuando hablamos de “efecto directo formal” estamos hablando del carácter obligatorio de la norma comunitaria, con independencia de en qué consista realmente este carácter obligatorio.

En cambio, en una Directiva no se da en principio esta capacidad de exigibilidad judicial porque se precisa la transposición. La Directiva obliga al Estado, sus destinatarios no son los ciudadanos. Por tanto, un Reglamento tiene eficacia directa en sentido formal y en sentido material, y una Directiva la tiene solo en sentido formal y no en sentido material.

Si un Estado no transpone la Directiva en el plazo que se ha fijado o lo hace incorrectamente, incumpliendo el efecto útil de que hablábamos más arriba, la Directiva dejará de tener virtualidad en el mundo del Derecho comunitario. El problema está en saber cómo se obliga a un Estado a cumplir o a dictar una norma.

6) EFICACIA  DIRECTA VERTICAL Y HORIZONTAL
Las directivas prevén obligaciones o derechos claros y precisos, que se puedan deducir directamente de su lectura sin excesivas interpretaciones que no dependan de un tercero, donde los ciudadanos pueden reclamar ante su propio Estado el cumplimiento de la Directiva. 

En este caso la Directiva tiene también efecto directo en sentido material con la justificación de no primar el incumplimiento de los Estados y como garantía para el ciudadano ante un posible incumplimiento del Estado miembro. Pero esto solo se da en caso de incumplimiento, por ello habrá que demostrar primero el incumplimiento y dar, después, oportunidad al Estado a que la cumpla, es decir, esperar que haya transcurrido el plazo.

En las Directivas el efecto directo material lo es solo en su dimensión vertical, en relación al Estado, y no lo es en sentido horizontal, en relación a los otros  ciudadanos, porque el fundamento de este efecto directo es el incumplimiento del Estado y lo que busca esta eficacia directa material es obligar al Estado a cumplir o, por lo menos, que el Estado no saque provecho de su incumplimiento.

7) LAS DECISIONES
Son normas del derecho derivado, de carácter típico, previstas en los Tratados y de carácter obligatorio al igual que lo son los Reglamentos y las Directivas.

Están previstas en el artículo 249.4 del TUE (antiguo Art. 189) y son definidas como “aquellos actos obligatorios en todos sus elementos, para todos sus destinatarios”. A partir de esta conceptuación sus características son:

· Son actos obligatorios en todos sus elementos. Los Estados miembro no pueden seleccionar parte de sus efectos y rechazar otros, no pueden oponer reservas.

· Son actos que tienen eficacia directa en sentido formal y material, al igual que los Reglamentos. Disponen, por tanto, de una dimensión vertical y horizontal. Hasta aquí se puede decir que son iguales que los Reglamentos.

· Se diferencian en la generalidad de sus destinatarios. Si en los Reglamentos el destinatario era el conjunto de los Estados miembros, las Decisiones van dirigidas a un determinado círculo determinado de Estados o de particulares, no se aplica al conjunto del territorio comunitario, puesto que puede ir dirigida a una empresa determinada, o a un sector económico determinado, etc.

Las decisiones se adoptan para ejercer competencias comunitarias, en el resto podemos remitirnos a lo dicho para el Reglamento.

Fin tema  16.

TEMA 17 ( LA ACTIVIDAD CONVENCIONAL: LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE LAS COMUNIDADES


1) LAS COMPETENCIAS COMUNITARIAS EXTERIORES
La primera de las competencias son los Acuerdos y Convenios internacionales (Tratados) que celebra la Comunidad Europea como sujeto de Derecho Internacional que es, con otros sujetos de Derecho Internacional (Estados u organismos internacionales) en aquellas materias en que la Comunidad tiene competencias para actuar en las relaciones internacionales, por lo tanto, en aquellas materias en las que tiene competencias exclusivas, que a su vez presentan una dimensión externa. Por ejemplo, la política aduanera, la política monetaria, la política de pesca en alta mar, etc.

En estos casos, los Tratados los hace la Comunidad directamente, por ello son Tratados y Convenios propios comunitarios y los hace a través del procedimiento previsto en el artículo 300 del TCE en el que se establecen una serie de fases en dicho procedimiento:

· La iniciativa corresponde a la Comisión.

· La Comisión hace una recomendación al Consejo.

· El Consejo autoriza la apertura de negociaciones, que no las lleva a cabo el Consejo sino la Comisión, si bien lo hace conjuntamente con el Consejo mediante los comités de la “comitología”.

Una vez negociado el Convenio, el Consejo tiene la facultad de la firma y luego se publica de forma oficial, aunque ello no es una exigencia del Tratado de la Comunidad, pero es una práctica habitual.

El Parlamento interviene solo en una consulta previa y en una facultad de ser informado del estado de las negociaciones en todo momento.

A su vez se puede solicitar un dictamen al Tribunal de Justicia sobre la compatibilidad del Tratado con el Derecho originario de la Comunidad y lo puede pedir tanto la Comisión, como el Consejo o un Estado miembro (artículo 300 del TCE).

Estos Tratados obligan tanto a la Comunidad como a los Estados miembro. Son tratados de Derecho Comunitario sujetos al Derecho internacional.

La segunda fuente competencial internacional la constituyen los actos unilaterales adoptados por organismos internacionales de los que la Comunidad forma parte que vienen explicados por el hecho de que la Comunidad, como sujeto de Derecho Internacional que es, es parte de algunos organismos internacionales como puede ser, por ejemplo, el Consejo de Cooperación con los Países Mediterráneos, el Consejo de Cooperación con Turquía, la Organización de Pesquería del Atlántico Norte, la Organización del Cacao, etc. etc. En ellos la Comunidad es parte directa.

En estas materias, la representación internacional de los Estados miembro de la Comunidad lo es a través de la Comunidad por tratarse de materias en las que la Comunidad tiene competencia exclusiva y los Estados miembro no tienen representantes en ellas.

Estos organismos internacionales, en algunos casos, pueden adoptar actos que sean materialmente normas y lo que ocurre es que la Comunidad reconoce dichas normas como parte de su derecho. Se produce, por tanto, una incorporación al derecho comunitario de estos actos.

Dichos actos, normalmente, son publicados como si se trataran de Reglamentos, que tienen como condición para su aplicación su publicación, si bien se trata de una práctica que tampoco viene estrictamente exigida. De hecho, la vinculación de la Comunidad a estos actos viene determinada por la adopción de dichos actos por los organismos internacionales y no por su publicación interna en el seno de la Comunidad.

Y finalmente hay que citar  tratados celebrados por los Estados miembros en los que la Comunidad pasa a ocupar el lugar de los Estados miembros en dichos tratados. Se trata de una especie de subrogación de la Comunidad en el lugar de los Estados miembro.

Esto sucede en los tratados que los Estados fundadores habían celebrado anteriormente a la existencia de la Comunidad y en materias que luego han pasado a ser competencia de la Comunidad. Es el caso, por ejemplo, del antiguo GATT, hoy OIC,. No es que la Comunidad firme de nuevo el tratado en cuestión, es, simplemente, que se subroga en la posición de los Estados miembro.

Ello no ha sucedido, sin embargo, en materia de derechos humanos. El CEDH (Roma 1950), que pese a estar firmado por todos los Estados miembro no ha pasado a formar parte del Derecho Comunitario. 

De estos tres tipos de actuación en el ámbito internacional que acabamos de ver nacen  obligaciones para la Comunidad. 

Una vez la Comunidad es parte de un tratado, éste tiene que respetar el derecho originario comunitario o fundacional, de tal forma que si pretendiera celebrar un tratado que no lo respetara no podría hacerlo sin proceder previamente a revisar los Tratados Fundacionales (Artículo 300, 6 del TCE) donde se prevé que, tanto el Consejo, como los Estados y la Comisión puedan solicitar un dictamen previo al Tribunal de Justicia para saber si es conforme al derecho originario. Y si no lo fuera no se podría celebrar el tratado sin la previa revisión de los Tratados Fundacionales. Es lo mismo que ocurre en el caso de la Constitución española.

Esto quiere decir que la posición de la fuente internacional es inferior al derecho originario puesto que lo tiene que respetar, o tiene que ser compatible al menos, no puede ser contrario. Y en cambio, estas mismas fuentes internacionales son superiores al derecho derivado porque las instituciones comunitarias, que son aquellas de las que emana derecho derivado, están obligadas por los tratados que haya firmado válidamente la Comunidad.

2) LOS ACUERDOS INTERNACIONALES DE LAS COMUNIDADES: TIPOS, PROCEDIMIENTOSDE CELEBRACIÓN Y EFECTOS
LA ACTIVIDAD CONVENCIONAL. 

La actividad convencional o derecho complementario tiene que ver con la actividad internacional y las fuentes internacionales del derecho comunitario, pese a que son diferentes.

Este derecho complementario, también llamado “actividad convencional”, no de la Comunidad sino de los Estados miembro en la Comunidad, son unas normas que surgen de los acuerdos entre los Estados, en ámbitos de su competencia interna, que no ha sido transferida a la Comunidad, pero que afectan o tienen que ver con objetivos comunitarios y, además, en gran parte dicha actividad convencional se  desarrolla en gran parte en el seno de las instituciones comunitarias. 

Se tratan, por tanto, de acuerdos entre Estados sobre materias no comunitarias en sentido estricto, pero que se dan en su seno. En realidad se trata de Convenios Internacionales entre los Estados miembro, no es derecho comunitario, pero con algunas particularidades que vienen dadas por la materia sobre la que se proyectan dichos acuerdos que afecta a la Comunidad y de ello nace un régimen especial para ellos.

Las fuentes de este tipo, de este derecho complementario o convencional, son básicamente dos:

· Los Convenios comunitarios.

· Y las decisiones y los acuerdos de los representantes de los Estados miembro en el seno del Consejo o de otras instituciones comunitarias.

La diferencia con respecto a las fuentes internacionales radica en que en este derecho complementario (en materia de extradición, por ejemplo) el sujeto son los Estados miembro, mientras que en las fuentes internacionales los sujetos son la Comunidad y un tercero. La extradición que hemos mencionado como ejemplo, afecta a la Comunidad en cuanto tiene que ver con la libre circulación de las personas, pero no tiene cedidas las competencias a la Comunidad y por ello actúa con un régimen especial dentro de ella.

El otro tipo son los acuerdos a que llegan los Estados miembro en el seno de las instituciones de la Comunidad, pero no en tanto que partes de la Comunidad sino  en tanto que Estados que mantienen plenamente sus competencias en esta materia pero que se encuentran todos en el seno de una misma institución que es el Consejo.

El régimen especial de la primera figura (Convenios comunitarios) viene a causa de una redacción originaria del Tratado de la Comunidad (Artículo 420 que luego, en el Tratado de Ámsterdam se convirtió en el artículo 292) que prevé que en 4 sectores o ámbitos los Estados miembro pudieran llegar a acuerdos internacionales entre ellos. 

Estos campos eran:
· La protección de las personas y los derechos individuales.

· La supresión de la doble imposición fiscal.

· Reconocimiento recíproco de sociedades. Cuando una sociedad mercantil se halle válidamente constituida en un país, sea automáticamente reconocida por los otros.

· Reconocimiento y ejecución de decisiones judiciales para evitar los lentos trámites de la justicia internacional.

En estas materias se prevén estos acuerdos entre ellos en forma de Convenios Internacionales. 

El Tratado de Maasricht previó la ampliación de estos ámbitos hacia los dos pilares de cooperación intergubernamental (CAJAI y PESC) y ésta es la regulación que ha dado lugar a lo que hoy son la figura de los Convenios comunitarios (Artículo  293 del Tratado de Ámsterdam).

En el Convenio Comunitario la iniciativa puede  corresponder a la Comisión y al Consejo, siendo ésta una gran novedad. La iniciativa en un Estado miembro corresponde al Gobierno, mientras que aquí al intervenir el Consejo ya se da una intervención a través de él de los Estados miembro.

La  negociación se hace entre los Estados miembro pero en el seno del Consejo, y en la medida en que se hace dentro del Consejo participa en ella también la Comisión. Se pide un dictamen consultivo del Consejo y de la Comisión, firman el Convenio los representantes de los Estados en el Consejo y, finalmente, para la conclusión del Convenio se precisa la ratificación de los Estados. 

Y es aquí donde radica la diferencia principal entre este tipo de fuentes y las que son fuentes comunitarias en sentido estricto. La norma comunitaria nace a partir del momento en que es aprobada por la institución comunitaria que la crea, aquí en cambio, se precisa siempre la ratificación de los Estados. 

Por ello no es derecho comunitario ya que su nacimiento se produce a través de la ratificación. Y esta ratificación se produce según las reglas internas de cada Estado concreto que suelen estar contenidas en las respectivas Constituciones nacionales. Schengen es uno de estos convenios aunque tenga alguna peculiaridad y al final se haya incorporado  y se ha convertido en parte del acervo comunitario, se ha comunitarizado.

Acuerdos tomados por los representantes de los Estados en el seno  de una institución comunitaria (el Consejo).

El Consejo se convierte aquí en una especie de institución diplomática en la que se encuentran los Estados y negocian acuerdos de carácter internacional. El Consejo sirve para regular estos acuerdos que son acuerdos entre los Estados en el marco de la Comunidad.

Esto puede hacerse en casos previstos en los Tratados (aduanas, por ejemplo) y en casos en que los Tratados no han hecho previsiones específicas al respecto, si bien esta falta de previsión no significa que no se pueda hacer al margen de las competencias comunitarias.

Este mecanismo funciona a iniciativa de la Comisión, con una consulta previa al Parlamento y finalmente con la aprobación en el seno del Consejo por parte de los representantes de los Estados miembro.

No hay ratificación por parte de cada Estado y por ello no hablamos de Convenio. De existir tal ratificación nos hallaríamos de nuevo en la categoría anterior y por ello este tipo de actuaciones reciben el nombre de acuerdos o decisiones, pero no Convenios. Y por ello se refieren también a asuntos de menor trascendencia que los tratados en los Convenios.

TEMA 18 ( LAS RELACIONES ENTRE EL ORDENAMIENTO COMUNITARIO Y EL ORDENAMIENTO INTERNO

1) EL PRINCIPIO DE PRIMACÍA: ESPECIAL REFERENCIA A LA CONSTITUCIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS

El principio de primacía  o prevalencia de una norma comunitaria significa que esta norma de la que se predica dicha cualidad, en caso de conflicto con una norma interna, se aplica con preferencia. Hablamos de “aplicación preferente” de la norma comunitaria en un caso producido en el territorio de un Estado miembro en el supuesto que haya conflicto entre ellas. 

No estamos hablando de derogación del derecho interno por el Derecho Comunitario, ni de ineficacia de la norma interna, ni en términos de validez; hablamos de “aplicación preferente” en un caso concreto en supuestos de colisión entre las dos normas. 

Esto ocurre cuando el mismo objeto es regulado de forma contradictoria por la norma interna y la norma comunitaria. En estos supuestos prevalece siempre la norma comunitaria. El Juez nacional tiene que preferir la norma comunitaria a la norma interna.

Pero la norma interna no queda derogada por la comunitaria, el conflicto se podría repetir más veces y la solución tiene que ser la misma y ello no debido a los precedentes sino en función del principio de preferencia del Derecho Comunitario, regla que viene determinada por el propio Derecho Comunitario y, además, ha sido expresada reiteradamente por el Tribunal de Justicia de las Comunidades. 

Este principio no lo encontraremos en ningún punto de los Tratados, ha sido fruto de la jurisprudencia del TJCE.

Para PESCATORE, el principio de primacía es un presupuesto lógico, esencial e inexcusable del propio Derecho Comunitario por el hecho de que las Comunidades han recibido poderes soberanos de los Estados miembros y por ello el Derecho Comunitario, ejercicio de estos poderes no puede estar condicionado al derecho de los Estados, que se o han transferido. 

Se trata de poderes de atribución de los Estados que éstos ceden a las Comunidades y la consecuencia de ello es que cuando más tarde la Comunidad los ejerce no pueden estar condicionados porque previamente le han sido cedidos. Y esta es la idea básica que utiliza el TJCE para afirmar el principio de preferencia del Derecho Comunitario.

Este principio, además, está presente también en el Derecho Internacional, pero no de una forma tan intensa, y especialmente en los Estados monistas, como es España, donde la recepción del Derecho Internacional se produce por la válida celebración de los Tratados y Convenios internacionales que lo expresan. 

Esto está indicado de una manera muy clara en el artículo  96 de la Constitución donde dice que “Los Tratados Internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas del Derecho Internacional”.

Por tanto, una vez celebrado un Tratado internacional, una Ley interna no puede modificar el contenido de dicho Tratado. Si una Ley interna, posterior a un Tratado, regulara una materia de una forma diferente a como se hace en el Tratado Internacional sería sostenible la posición de preferencia de éste último, pero también resulta sostenible la posición de que el Juez tiene la obligación de aplicar la Ley y si ésta es contraria a la Constitución plantear una cuestión de inconstitucionalidad al TC. 

La  Ley es contraria a la Constitución porque el artículo  96 prohíbe que una norma interna modifique un Tratado Internacional. Por tanto, en el artículo  96 de la CE, de alguna manera hay un principio de prevalencia del Derecho Internacional frente al derecho interno, pero no hasta el punto de asegurar con absoluta certeza de que lo que tiene que aplicar el Juez es la norma internacional sobre el derecho interno al no está tan claro que el Juez pueda aplicar la norma internacional.

En todo caso,  lo que si genera este supuesto, el hecho que el Estado dicte una norma contraria a como se regula un determinado objeto en Derecho Internacional, es una responsabilidad internacional porque se incumple el Tratado Internacional.

En Derecho Internacional la primacía o la prevalencia es más “light”, más suave, porque según el artº 96 CE, el Juez tiene que elevar la cuestión de inconstitucionalidad al TC, pero en Derecho Comunitario no puede hacerlo, la primacía es mucho más estricta.

El principio de primacía del derecho comunitario es de origen jurisprudencial, pero el TJCE no se lo ha inventado, de alguna forma está implícito en los propios Tratados Fundacionales, pero no está formulado de forma expresa. El TJC ha consolidado una jurisprudencia constante, muy clara e inequívoca al respecto. Esta jurisprudencia comienza con una sentencia muy conocida:

Sentencia COSTA / ENEL, del 17 de Julio de 1964, que es la primera en que se afirma el principio de primacía del Derecho comunitario. El Sr. COSTA  presentó una demanda en Milán alegando que una Ley italiana de nacionalización de la energía eléctrica de 1962, es decir, posterior a la Comunidad, era contraria al Tratado, teniendo en cuenta que, además, el artículo 11 de la Constitución italiana permite la transferencia de poderes a las Comunidades.

En este caso, el Juez hizo dos cosas:

· Presentar una cuestión de constitucionalidad.

· Presentar una cuestión prejudicial ante el TJCE.

Ambos órganos resolvieron de forma diferente:

El TC italiano entendió que primaba la Ley italiana porque el Tratado de Roma fue incorporado al ordenamiento interno a través de una Ley en 1958. Más tarde, en 1962, el Parlamento italiano regula la cuestión de una forma diferente y, por tanto, ley posterior deroga ley anterior. No hay contradicción jurídica, la ley de 1962 es válida.

EL TJCE dijo que en este caso el Tratado tiene primacía sobre la Ley interna porque el Tratado fue ratificado por la República Italiana sin reservas (no son posibles en las CCEE) y  a través de ello se transfirió una competencia interna a las Comunidades. 

El Estado ha dejado de tener competencias en esta materia. Y además, el Derecho Comunitario es obligatorio y tiene que tener efecto uniforme en todos los Estados miembro, no se puede condicionar por el derecho interno de los Estados. Y alega también el artº 5 (versión original) por el que los Estados tienen que cooperar con lealtad al cumplimiento de los objetivos de los Tratados.

Por lo tanto, argumento fundamental es que ha habido una transferencia de soberanía y en su virtud la cuestión ya no es regulada por el Estado sino por el Tratado de la Comunidad y en caso de conflicto tiene que resolverse por el Derecho Comunitario.

Otro caso importante la Sentencia SIMMENTHAL, de 9 de Marzo de 1979. SIMMENTHAL era un a empresa italiana dedicada a comprar carne en Francia. Al importarla era sometida a un control sanitario por el que tenía que pagar una tasa italiana, siguiendo una Ley de dicha nacionalidad del año 1970. Una tasa no es un derecho aduanero, no nace del hecho de pasar la frontera, nace del hecho del control sanitario en este caso, pero se puede considerar como una exacción de efectos equivalentes a los derechos de importación.

Pero esta Ley italiana podía ser contraria a la libre circulación de mercancías proclamada en los Tratados y así lo declaró el TJC, añadiendo que la Ley italiana tenía que desaparecer. No obstante, ninguna autoridad italiana ejecutó esta Sentencia alegando que, en la medida que era una Ley, esta Ley tenía primero que ser declarada inconstitucional por el TC y ello era previo a la aplicación de la sentencia.

Se recurrió al TJCE que dictó la sentencia en la que afirma la primacía del Derecho Comunitario sin necesidad de acudir a la cuestión de inconstitucionalidad al TC italiano. El Juez italiano está obligado a ignorar la Ley italiana si es contraria al Tratado, aunque sea posterior. La primacía no se halla condicionada a la previa constitucionalidad. 

Esto constituye un paso de trascendencia revolucionaria: no es preciso el control constitucional previo en el caso que la norma interna sea una ley. Un Juez que está sometido a su ley y que no puede aplicar la Constitución por encima de la Ley y que tiene que acudir al TC para resolver estas cuestiones,  puede inaplicar una Ley porque es contraria al Derecho Comunitario. El Juez en este caso no está vinculado a la ley de forma inexcusable como lo está en el resto de casos.

Existe una tercera sentencia, la KREIL, de 11 de Enero de 2000, donde por vez primera se dice una cosa que siempre había sido afirmada de una forma general y es que el principio de primacía se aplica sea cual sea el rango de la norma interna, aunque sea una norma constitucional. Deja de ser una afirmación teórica y se convierte en una aplicación concreta. Y actúa, no lo olvidemos, sobre la Constitución alemana, lo cual tiene todavía más trascendencia.

Trata de la posibilidad de las mujeres de ingresar en el ejercito sin discriminación respecto a los hombres. Podían hacerlo pero en lugares donde no fuera necesario el servicio de armas, y posteriormente una Ley federal lo limitaba a las bandas de música y a los servicios sanitarios del Ejército. 

La Sra. KREIL acudió al TJCE y éste afirma la primacía del Derecho Comunitario, incluso el contenido en algunas Directivas, que son derecho derivado con efecto directo limitado, sobre cualquier norma interna de los Estados miembro, esto es, sobre la  Ley que limitaba el acceso de las mujeres al Ejército y la norma interna en que dicha Ley se fundamentaba que era la Constitución alemana. Es decir, primacía incluso frente a la Constitución.

Recapitulando, pues, la primacía del Derecho Comunitario quiere decir que en caso de conflicto entre una norma interna y una comunitaria se aplica la comunitaria. Y esto lo puede hacer el Juez ordinario de forma directa, sin acudir a ningún control previo de las normas internas si así lo dispone su ordenamiento. Y sea cual sea el rango de la norma interna contraria al Derecho Comunitario, incluso si son constitucionales, porque no hay excepción al principio de excepción del Derecho Comunitario.

Esto no deja de plantear problemas. En muchos países se discute y mucho. Los Tribunales Constitucionales no lo hacen tan fácilmente. 

En el caso KREIL no fue así porque se trataba de una norma constitucional que limitaba derechos fundamentales, pero ¿qué pasa cuando la situación es al revés?, es decir, cuando la Constitución reconozca un ámbito de derechos superior al de la norma comunitaria. pues que en el caso, de que se produzca  será difícilmente resoluble con una aplicación seca y estricta del principio de primacía. Hay que ir, por tanto, con mucha cautela si la norma comunitaria es más restrictiva de derechos que la norma interna. 

De alguna manera este tipo de problemas es lo que se trata de evitar a través de la Carta Europea de Derechos Fundamentales.

2) EL PRINCIPIO DE EFICACIA DUIRECTA: ESPECIAL REFERENCIA A LAS DIRECTIVAS
El principio de eficacia directa significa, que toda norma comunitaria tiene que desarrollar sus efectos de una forma total y completa o uniforme en el conjunto de los Estados miembros. Total quiere decir que los Estados no pueden hacer reservas a sus contenidos, y de forma uniforme que se aplica por igual en el conjunto del territorio comunitario, con independencia de quien sea el destinatario. 

Significa, por tanto, que el Derecho comunitario tiene eficacia por sí mismo, sin depender de los Estados miembro, sin necesidad de que dichos Estados dicten una norma de recepción del Derecho comunitario para que una norma comunitaria despliegue sus efectos. Es suficiente que entre en vigor según las reglas del Derecho comunitario y que sea publicada o notificada. No es necesario, en absoluto, la existencia de una norma interna que la recepcione.

Esto en España no resulta demasiado extraño toda vez que es un sistema abierto a la recepción del Derecho Internacional, es un sistema monista. El artículo 96 de la Constitución dice textualmente en su párrafo primero: “Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. 

Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho Internacional”. Por tanto, no necesitan de una Ley, basta con su publicación en el BOE. Por ello se dice que es un sistema monista, cosa que ha sido siempre, por otra parte.

En cambio, esto como sistema es una auténtica revolución en países como el Reino Unido, país dualista por excelencia, donde una norma comunitaria solo se puede incorporar tras la existencia de una norma interna y, además, solo valdrá ésta última. En caso de discrepancia entre ambas primará la Ley. Por ello, en este sistema, lo que ahora se plantea constituye una auténtica revolución.

Este efecto es lo que conoce como “eficacia directa en sentido formal” y se aplica a toda norma comunitaria, del tipo que sea, por el solo hecho de ser comunitaria.

Esto es lo que se desprende de los propios Tratados, pero el Tribunal de Justicia de las Comunidades fue, desde el principio, más lejos en esta interpretación y la primera gran Sentencia en este sentido es la Sentencia VAN GEND EN LOOS, de 5 de Febrero de 1963. Se trataba de una empresa holandesa que compraba productos químicos en Alemania. Holanda subió, en un momento determinado, los aranceles de aduana para dicha importación y lo hizo una vez entrado en vigor el Tratado de la Comunidad Económica.

El artículo  12, hoy artículo  25 del TCE dice: “Quedarán prohibidos entre los Estados miembro los derechos de aduana de importación o exportación, o exenciones de carácter fiscal”. Y ello a partir del 1 de Enero de 1951, pese a lo cual Holanda los elevó.

La empresa en cuestión recurrió la medida alegando el artículo 12 y la respuesta de ambos países, Holanda y Alemania, fue que el artículo 12 en cuestión se aplicaba solo a los Estados y no a los particulares.

Sin embargo, la respuesta del Tribunal de Justicia fue que la obligación del artículo  12 puede ser reclamada también por un particular, porque, si bien va destinado a los Estados ha concedido unos derechos a los ciudadanos y ello porque el Estado de Holanda había perdido sus competencias en esta materia, se había comprometido, a través del Tratado, a respetar esta norma y este respeto podía ser invocado ante la jurisdicción por los propios ciudadanos.

Por tanto, del artículo 12 nace no solo una obligación para los Estados, sino también un derecho de los ciudadanos ante los Estados que pueden hacer valer ante su Juez nacional como si se tratara de una norma interna.

Se ha pasado, pues, de una eficacia directa formal a una eficacia directa material. Ya no significa solo que no precisa de una norma de recepción, sino que en algunos casos nacen obligaciones y deberes que los particulares pueden invocar ante el Juez nacional. Y este segundo paso es el que se conoce como eficacia directa en sentido material.

Pero esta eficacia directa material no se predica de todas las normas comunitarias como ocurre con la de carácter formal. La tienen solo aquellas que por su contenido establecen derechos y obligaciones claras y precisas (primer requisito) e incondicionadas (segundo requisito), sin depender de tercero. En el caso de los derechos de aduana se dan estos dos requisitos.

Y, por tanto, solo en las normas en que se cumplen estas condiciones se podrá entender que gozan de eficacia directa en sentido material, aparte de la formal que esa sí la tienen todas. 

Estas normas son: Las normas de los Tratados constitutivos, el Derecho originario.

Los Reglamentos, casi por definición. Pero si uno de ellos estableciera en una de sus disposiciones que su cumplimiento estaba condicionado al cumplimiento de un determinado comportamiento por parte de los Estados, dejaría de ser una norma con eficacia directa material, lo mismo que si fuera muy imprecisa, que no concretara los derechos y obligaciones de los particulares.

Las Directivas, siempre y cuando cumplan estas dos condiciones o requisitos, pero solo en el caso que sean incumplidas por parte de los Estados miembro y a partir de su incumplimiento. Y ello solo en la relación vertical, no en sentido horizontal.

Y las Decisiones que, por definición, gozan de eficacia directa formal y material.

Por lo tanto, al hablar de eficacia directa material no se hace referencia únicamente a los Reglamentos, error que se comete con cierta frecuencia, sino a cualquier norma comunitaria que reúna los dos requisitos antes mencionados, sea el tipo de norma que sea, Reglamentos, Tratados, Directivas o Decisiones.

De hecho en el lenguaje comunitario se dan algunos conceptos que pueden sorprender, como es, por ejemplo, hablar de normas no obligatorias en el sistema de fuentes, toda vez que una norma es siempre una prescripción obligatoria de una conducta. 

Sin prescripción obligatoria no hay norma; lo que ocurre es que el sistema comunitario es un poco más laxo, más flexible conceptualmente.. Pero en las normas obligatorias en sentido estricto, es igual la fuente mientras su contenido sea claro y preciso, por una parte, e incondicionado por la otra.

Y existen, como ya hemos visto, dos dimensiones en la eficacia directa material: la vertical, frente al propio Estado, y la horizontal, frente al resto de particulares o ciudadanos. De hecho al hablar de eficacia directa material lo hacemos en sentido completo, vertical y horizontal. 

No obstante, al hablar de Directivas lo hacemos solo en sentido vertical porque se produce solo como una sanción al Estado por incumplimiento de las obligaciones contenidas en la Directiva. 

Ello se puso de relieve en el caso de la Sentencia VAN DUYN de 4 de Diciembre de 1974. Se trataba de una señora holandesa que quería trabajar en el Reino Unido donde le fue prohibida la entrada y el permiso de trabajo porque iba a trabajar para una secta religiosa y le fueron aducidos motivos de orden público.

Ello era contrario a una Directiva sobre libertad de circulación de trabajadores que efectivamente contenía el orden público como causa de denegación de permisos, pero la denegación tenía que fundarse en el comportamiento personal del individuo y no en motivos genéricos. Y en este caso esto no se respetó.

El Tribunal de Justicia de las Comunidades reconoció la aplicación directa de la Directiva porque el Reino Unido no había efectuado la transposición de la Directiva y continuaba aplicando su Ley interna que no se refería al comportamiento personal del individuo. Había habido, pues, un incumplimiento de la Directiva por parte del Reino Unido y por ello el ciudadano lo puede hacer valer ante el Juez nacional.

Pero, insistimos, ello solo se da si la obligación nacida de la Directiva es clara y precisa, e incondicionada. Y, en segundo lugar, solo se puede hacer valer frente al Estado que incumple. 

Por ello se limita solo a la dimensión vertical de la eficacia directa material. De todas formas hay que hacer constar que son mucho más frecuentes los casos verticales que los horizontales.

La Sentencia BOSSMAN es otra sentencia paradigmática de eficacia directa en sentido material de una Directiva.

Fin tema 18.

TEMA 19 ( LA APLICACIÓN DEL DERECHO COMUNITARIO


1) LA APLICACIÓN POR INSTANCIAS COMUNITARIAS
El Derecho Comunitario puede ser aplicado tanto por las instancias comunitarias en Administración directa y por los Estados en lo que se llama Administración indirecta. Por ejemplo, la política de competencia son las instituciones comunitarias quienes la aplican, los Estados no intervienen. La competencia ejecutiva la tiene el Consejo, pero la delega en la Comisión y a la Administración comunitaria subordinada a ella, si bien el Consejo la controla a través de la “comitología”.

2) APLICACIÓN DEL DERECHO COMUNITARIO POR LAS INSTACIAS INTERNAS
La aplicación del Derecho comunitario por las Administraciones de los Estados miembros,  es de carácter mediato e indirecto y que además,  se trata del supuesto general. Lo de las instancias comunitarias no deja de ser una excepción.

Esta regla general es, pues, una regla de los propios Tratados. El artículo 10  del TCE lo expresa esta regla general de forma algo confusa pero comprensible: “Los Estados miembro adoptarán todas las medidas generales o particulares apropiadas para asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas del presente Tratado, o resultantes de los actos de las instituciones de la propia Comunidad”. 

Se trata por tanto, de una previsión general del Tratado Constitutivo de la Comunidad en su artículo 10.

Esta aplicación por parte de los Estados se hace siguiendo una serie de principios:

1.  El principio de uniformidad. Implica que el Derecho comunitario tiene que ser aplicado de manera uniforme. Es un principio esencial que deriva del principio del efecto directo. Esto es lo que persigue el efecto directo, que sea igual en todos los Estados miembro. No puede haber diferencias entre ellos. El Derecho Comunitario lo exige así. Cosa diferente es que algunas normas necesiten medidas internas para ser aplicadas como ocurre en el caso de las Directivas.

Además, es la Comunidad, a través del TJCE quien controla la aplicación de este principio, porque caben un conjunto de recursos que aseguran esta aplicación uniforme y existen mecanismos de control para asegurarlo.

2. El principio de cooperación o lealtad en la aplicación del Derecho Comunitario por parte del Estado miembro. Este es un  principio anunciado en el mismo artículo 10.2: “Los Estados miembro se abstendrán de todas aquellas medidas que puedan poner en peligro la realización de las finalidades del presente Tratado”. Existe, por tanto, una obligación negativa de abstenerse, no solo positiva de actuar a favor de las finalidades del Tratado.

Las finalidades del Tratado significan  la plena realización del Derecho Comunitario, y no solo las obligaciones contenidas en los Tratados, sino también las que puedan derivar de los actos del derecho derivado, que debe ser incluido en esta otra dimensión.

Cuando hablamos de lealtad, lo que hacemos es dar cobertura al otro gran principio que inspira la relación con el derecho interno que es el principio de primacía. El fundamento es el mismo: evitar que los Estados, a través de medidas posteriores adopten actuaciones que obstaculicen el Derecho Comunitario. Y en esta obligación negativa de abstenerse de hechos concretos se funda también el principio de primacía.

3) EL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA INSTITUCIONAL DE LOS ESTADOS MIEMBROS A LA HORA DE APLICAR EL DERECHO COMUNITARIO
El Derecho Comunitario se tiene que aplicar según las reglas internas de cada Estado miembro. Es lo que se conoce con el nombre de “principio de ceguera” del Derecho Comunitario.

Lo que interesa es el resultado; el cómo se consigue no interesa para nada y la Comunidad no se puede entrometer en ello porque la aplicación se hará siguiendo el derecho interno de cada Estado.

Esto lo dice muy claramente una Sentencia del TJCE de 1983 que dice: “Los Estados miembros procederán a aplicar el Derecho Comunitario siguiendo las reglas de forma y de fondo de su derecho interno, entendiéndose que estas reglas se han de conciliar con la necesidad de aplicación uniforme del Derecho Comunitario”.

Esto tiene una especial relevancia en los Estados compuestos como es el caso de España, con dos niveles de Gobierno y de competencias entre ellos. El problema en este caso es quién aplica el Derecho Comunitario. La respuesta desde dicho Derecho Comunitario es que le es indiferente, hay que aplicarlo y punto, y quien lo haga le da igual. Esto es “autonomía institucional”.

En el fondo se trata de un problema de Derecho Internacional y caben dos posiciones:

En la medida en que es el Estado el responsable del Derecho Comunitario frente a la Comunidad, la aplicación del Derecho Comunitario corresponde al Estado.

Si hay una distribución de competencias, tendrá que aplicarlo quien sea competente en razón de la materia.

España se ha inclinado claramente por la segunda desde el primer momento en que el TC se enfrentó con un problema de esta naturaleza en la STC 252/88, de 20 de Diciembre, en que adopta de forma muy clara y expresa el principio de respeto de distribución interna de competencias. Y lo ha mantenido. La Comunidad no altera la distribución interna de competencias, aunque sea en aplicación del Derecho Comunitario.

Ello puede traer algunos problemas, porque sí hay, y el Tribunal las admite, algunas pequeñas alteraciones, por ejemplo en materia de subvenciones, donde el TC admite que haya un plus de intervención estatal por la imposibilidad que hay de sobrepasar los fondos otorgados al conjunto del Estado.  

Si se conceden 100 y son las CCAA quienes lo distribuyen, las posibilidades de sobrepasar el límite sería muy alta. O se reparten a priori o las CCAA las tramitan hasta que el Estado diga basta. Pero en cualquier caso existe una intervención suplementaria del Estado.

Habría otra forma de actuar que en España es harto difícil por la falta de cultura de cooperación entre CCAA y es que la decisión no fuera tomada por el Estado sino por el conjunto de CCAA. Esto funciona en otros países.

Pero la regla general es que sean las CCAA quienes apliquen el Derecho Comunitario. La idea es la no alteración de la distribución interna de poder, si bien no siempre se puede aplicar de una forma tajante.

Por tanto, la actuación es de las CCAA y la responsabilidad es del Estado y no hay mecanismo de conexión para dirimirlas entre ambos. De hecho hay el artículo 155 de la Constitución pero es desproporcionadamente fuerte para lo que aquí se trata. No se ha aplicado nunca y difícilmente se aplicará (Medidas directas del Gobierno central).

5) RESPONSABILIDAD DE LOS ESTADOS POR INCUMPLIMIENTO DEL DERECHO OMUNITARIO
¿Qué ocurre cuando hay un incumplimiento por parte de los Estados?. En este caso nace la responsabilidad del mismo por el incumplimiento o por la aplicación defectuosa. Y esta responsabilidad nace no solo frente a Bruselas, sino también frente a los particulares afectados, y ésta es la gran novedad del Derecho Comunitario europeo.

Así lo reconoció el TJC, entre otros, en el caso FRANCOVICH, de 19 de Noviembre de 1991: Italia no transpuso una Directiva del año 1987 que otorgaba unos derechos a un colectivo de trabajadores integrado por directivos y cuadros intermedios en caso de insolvencia del empresario. 

¿Qué podían hacer esta gente en caso de insolvencia?.
De entrada cabe el efecto directo, pero solo en el caso que la obligación sea muy clara e incondicionada. Pero en este caso no era incondicionada, había muchas formas de ponerla en práctica y era el Estado quien tenía que decidir cual adoptaba. 

Pero, además, quien está obligado por esta Directiva es el empresario, no el Estado, es decir, otorga un derecho a un particular frente a otro particular, y el efecto directo solo se puede aplicar en sentido vertical, no en el horizontal.

En el caso FRANCOVICH se declara la responsabilidad del Estado frente a los particulares por incumplimiento del Derecho Comunitario. Y ésta es la única alternativa que hay para garantizar el Derecho Comunitario. No es una responsabilidad frente a la Comunidad, sino frente a los particulares afectados por el incumplimiento. Pero la cosa es complicada.

Los requisitos que tienen que darse para que la cosa sea así son:

· Que sea una norma comunitaria que atribuya derechos claros y precisos a los particulares.

· Que haya una relación de causalidad entre el incumplimiento del Estado y el perjuicio de los particulares por no poder ejercer los derechos que les da la norma comunitaria.

Esta responsabilidad se exige según las reglas de cada Estado miembro, no existe un procedimiento comunitario para hacerlo. La Comunidad establece dos condiciones a la legislación nacional: 

Que la vía para exigirla no sea más gravosa que la que hay que seguir para exigir una responsabilidad interna.

Que no se regule esta responsabilidad por parte de los Estados como si se tratara de responsabilidad administrativa por funcionamiento irregular de la Administración, porque en este caso sería excesivamente restrictiva. 

Hay que tener en cuenta que muchas veces la responsabilidad no es de la Administración, sino del legislador por inactividad del legislador como en el caso FRANCOVICH.

Fin tema 19.

IV. EL CONTROL DE LA APLICACIÓN DEL DERECHO COMUNITARIO.

TEMA 20 ( EL CONTROL POR PARTE DE LA COMISIÓN


1) ATRIBUCIONES DE CONTROL DE LA COMISIÓN
El Derecho Comunitario tiene varias facetas: sea el control por parte de la Comisión, sea por parte del Tribunal de Justicia de las Comunidades, y ello de manera directa o a instancia del Juez nacional, es decir, a través de la cuestión prejudicial. 

Y hay que distinguir claramente entre estas dos vertientes, entre el control administrativo, que sería:

El  control del cumplimiento de las obligaciones derivadas del Derecho Comunitario por parte de una instancia administrativa, que básicamente es la Comisión, pero pueden ser también las Administraciones de los Estados miembro, 

Y el control judicial de la aplicación de dicho Derecho Comunitario que quiere decir, básicamente, controlar que las Administraciones respetan las obligaciones derivadas del Derecho Comunitario. El control administrativo se proyecta sobre los particulares, mientras que el control judicial se proyecta, básicamente, sobre las Administraciones o los poderes públicos en general, ya sean comunitarias o nacionales.

2) ATRIBUCIONES DE CONTROL POR PARTE DE LA COMISIÓN

El control por parte de la Comisión  es un control administrativo. Los Tratados, cada uno de ellos, prevén determinados supuestos en que la Comisión puede ejercer una potestad sancionadora por incumplimiento de las obligaciones que para los particulares se derivan de las normas comunitarias. Esta potestad tiene que estar explícitamente prevista en los Tratados, no hay una potestad general, y lo que hacen es prever determinados supuestos en que la Comisión puede ejercerlos:

En el ámbito del Tratado CECA se prevé, en una serie de artículos (47, 50, 54, 58, 59) la posibilidad de que la Alta Autoridad pueda imponer multas en caso de incumplimiento por parte de determinadas personas físicas o jurídicas, de alguna obligación del Tratado. Por ejemplo, derecho de información, normas de producción, precios, concentración de empresas, etc.

En el EURATOM no se prevén sanciones pecuniarias pero sí de otro tipo como amonestaciones, supresión de ayudas, etc., en el caso de infracción de normas u obligaciones relativas a la seguridad, sobre todo a empresas.

En el Tratado CEE, el artº 83 actual prevé la posibilidad de dictar una norma general sancionadora a través de un Reglamento en materia de política de la competencia, que es una de las política básicas que la Comunidad ejerce de forma directa.

En virtud de esta habilitación se han dictado diversos Reglamentos que dan a la Comisión esta potestad para sancionar conductas contrarias al derecho de la competencia que prevé el propio Tratado; infracción tanto de reglas de fondo como de  reglas procedimentales, básicamente la obligación que tienen las empresas de informar a la Comisión ante determinadas concentraciones.

Es decir, los Tratados pueden prever mecanismos de sanción de carácter administrativo, que corresponden a la Comisión, para sancionar conductas de los particulares contrarias a las obligaciones que derivan de los Tratados y que tiene que estar habilitado de forma expresa en los propios Tratados. Y cada Tratado establece un sistema diferente.

En todo caso, las sanciones que imponga la Comisión a particulares tienen que tener una serie de garantías de procedimiento reguladas en un Reglamento y que, básicamente, consisten en el derecho de audiencia al interesado previo a la sanción y la posibilidad de revisión judicial de las sanciones.

Una vez impuesta, en el momento de hacerla efectiva, la ejecución no corresponde a la Comisión sino que tiene que ser ejecutada por las Administraciones nacionales. La Comisión no puede ejercer coerción directa sobre el patrimonio de los particulares. La Administración lo hará con el título o acto por el que la Comisión impone la sanción. Es un título de carácter ejecutivo.

Este control administrativo del cumplimiento de las obligaciones previstas sobre los particulares puede ser ejercido, en algunos casos, por las Administraciones nacionales que ejecutan el derecho Comunitario y, por tanto, pueden sancionar las conductas que atenten contra él.

En algunos supuestos se ha intentado, y se ha conseguido, uniformizar el régimen sancionador para que todas las Administraciones nacionales actúen aplicando un mismo régimen y apliquen las mismas sanciones. 

Esto se ha hecho a través del artículo  308 (antigua 235) que permite la ampliación de las competencias comunitarias. Se dictó un Reglamento por el Consejo que tiene como fundamento jurídico esta cláusula de ampliación competencial, por el que se establece un marco jurídico común para garantizar los intereses financieros de la Comunidad frente a irregularidades en el uso de las subvenciones, que son un tema muy importante, de tal forma que si en un Estado miembro algún particular hace uso fraudulento de una subvención comunitaria que está gestionada por la Administración nacional, ésta tiene que sancionar pero lo hace aplicando un Reglamente comunitario, al efecto, precisamente, de garantizar un régimen sancionador uniforme en todos los Estados miembro.

Y además, de manera excepcional existe la posibilidad de que la Comisión controle, también de forma administrativa, el cumplimiento de las obligaciones del Derecho Comunitario por parte de los Estados. Hasta ahora el presupuesto era un incumplimiento de los particulares, ahora hablamos de alguna causa de sanción a los Estados por incumplimiento del Derecho Comunitario, pero en el marco de un procedimiento judicial.

Fin tema 20.

TEMA 21 ( EL CONTROL POR PARTE DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD


1) EL RECURSO DE INCUMPLIMIENTO
El recurso de incumplimiento viene previsto los artículos  226 al 228 del Tratado de la CEE y es un recurso destinado al control de la actividad de los Estados miembro para comprobar que efectivamente adoptan todas las medidas necesarias para el cumplimiento de las finalidades comunitarias y se abstienen de conductas o actos que sean contrarios o pongan en peligro dichas finalidades (Art. 10). El deber de lealtad es el fundamento de este control ejercido por el TJC.

En términos más concretos, el objeto del recurso es el incumplimiento de las obligaciones que tienen los Estados miembro y que están previstas en los Tratados Fundacionales o bien en los acuerdos internacionales suscritos por la Comunidad, o bien en el derecho derivado de la Comunidad, o incluso, las obligaciones que se desprendan de las Sentencias del TJC. 

Por tanto, es un recurso previsto para ir contra los Estados cuando estos incumplan cualquier tipo de norma de Derecho Comunitario, sea originario, derivado o procedente de acuerdos internacionales. Incluso que puede provenir tanto de acciones positivas contrarias a dichas obligaciones, como de omisiones, cuando la omisión consiste en actuar.

Y este incumplimiento es indiferente que provenga del Parlamento, del Gobierno, del Estado central o de las CCAA. Da lo mismo, hay un incumplimiento atribuible al Estado y punto. Y además, el Estado no puede alegar una excepción de legalidad interna. No puede decir que incumple porque no puede hacer otra cosa según su derecho interno, esto no es justificación a efectos comunitarios por el principio de primacía. Ello quiere decir que puede incluso incumplir el propio legislador o el Gobierno por la existencia de una ley que no le permite cumplir. 

¿Quién está legitimado para iniciar este procedimiento?. La Comisión, que suele ser lo habitual, pero la Comisión puede actuar a instancias propias o a instancias de los Estados miembro, o incluso los particulares que pueden denunciar al Estado frente a la Comisión. Pero en todo caso quien interpone el recurso es la Comisión.

Pero hay una segunda posibilidad: que también los Estados miembro dispongan de legitimación activa para interponer este recurso de incumplimiento. Ya no se trata de una denuncia a la Comisión para que ésta actúe, sino que se trata ya de la posibilidad de que un Estado miembro presente el recurso directamente ante el TJCE.

Y en el ámbito de la Unión Económica y Monetaria puede iniciar este procedimiento el BCE.

El legitimado pasivo será los Estados miembro en su conjunto, unitariamente considerados y en el caso de la Unión Monetaria puede serlo el Banco Central del Estado miembro si ha incumplido sus obligaciones derivadas de la Unión Monetaria.

El procedimiento tiene dos fases muy diferenciadas:

Una fase administrativa o precontenciosa, en la que hay que distinguir si la acción la inicia la Comisión o el Estado miembro. 

El caso habitual es que sea la Comisión quien se dirija al Estado miembro intentando una solución amistosa del incidente. Si este intento fracasa, para lo cual no hay plazo y es de carácter informal, se inicia propiamente la fase administrativa con una “carta de emplazamiento” al Estado que incumple para que rectifique aquella acción u omisión que constituye el incumplimiento. 

Dicha carta tiene que determinar la vulneración alegada, la obligación vulnerada, tiene que dar un plazo para que el Estado pueda hacer alegaciones que justifiquen su conducta y tiene que acabar con un dictamen motivado con los fundamentos para hacer todo esto.

Si quien inicia el procedimiento es otro Estado miembro, tiene que comunicar dicha circunstancia al Estado afectado a través de la Comisión. Tiene que haber, pues, comunicación a la Comisión, ésta a su vez es la que exige al Estado con un dictamen propio motivado; y el Estado acusado puede hacer sus alegaciones, pero todo el procedimiento a través de la Comisión. No hay un enfrentamiento Estado-Estado.

Si el requerimiento acaba sin una rectificación satisfactoria, que es lo que suele ocurrir casi siempre, se abre la segunda fase del procedimiento.

Otra fase contenciosa, donde es importante saber que la decisión de acudir al TJC es absolutamente discrecional, que se puede dar incluso en el caso que el Estado haya modificado su conducta porque le interesa obtener una declaración del Tribunal sobre aquella cuestión.

Puede ocurrir también, que sería lo más normal, que no haya habido rectificación por parte del Estado y que la Comisión decida no interponer el recurso de incumplimiento ante el Tribunal. Por lo tanto, entre la fase administrativa y la fase contenciosa no existe un vínculo necesario, sino que la decisión de interponer el recurso la toma, discrecionalmente, el legitimado para hacerlo.

Una vez presentado el recurso, el Estado acusado puede formular sus alegaciones y finalmente se acaba el procedimiento con una sentencia que tiene un carácter declarativo, es decir, no anula el acto que incumple el Derecho Comunitario, solo declara que el acto infringe el Derecho Comunitario o que el Estado, por omisión, lo ha infringido. Y el Estado está obligado a ejecutar la sentencia.

Si no lo hace, se introdujo un procedimiento en el Tratado de Maastricht (Art. 228) por el que si no hay cumplimiento de la Sentencia por parte del Estado condenado, la Comisión, a través de un dictamen motivado, se tiene que dirigir al Estado dándole un plazo para ejecutar, y si tampoco lo hace, la Comisión acude nuevamente en recurso al TJC que puede imponer una multa al Estado que incumple, multa que puede ser de dos tipos:

· A tanto alzado, sin eximirle de la obligación de cumplir.

· una multa coercitiva, que son de tanto al día, o de tanto al mes, en que se retrase la ejecución de la sentencia.

2) EL RECURSO DE ANULACIÓN
Se halla previsto en los artículos 230 y 231 del Tratado CEE, versión de Ámsterdam, antiguos 173 y 174.

El recurso de anulación puede controlar cualquier acto de las instituciones comunitarias que tenga efectos externos frente a terceros, sea de carácter típico o atípico (previsto o innominado en los Tratados). La única condición es que produzca efectos jurídicos externos.

No serían, por tanto, susceptibles por esta vía ni las recomendaciones ni los dictámenes sin efecto vinculante, ni, en principio, los actos preparatorios de otros que sean resolutorios. Sólo en el caso que tuvieran algún efecto jurídico externo serían susceptibles de esta vía. Tampoco lo serían medidas organizativas o internas sin efectos más allá de la propia institución comunitaria.

Hay tres tipos de legitimados para impugnarlas:

1. Los demandantes privilegiados: Consejo, Comisión y Estados miembro. Reciben el nombre de privilegiados porque no precisan probar la existencia de un interés propio o específico para presentar el recurso ante el Tribunal. Lo pueden interponer en cualquier caso a diferencia de lo que ocurre con el resto de legitimados activos.

2. El Parlamento, el Tribunal de Cuentas y el BCE que solo pueden hacerlo para defender sus propias prerrogativas (artículo  230). Es decir, ellos sí tienen que justificar por qué lo interponen, mientras los primeros no tienen que hacerlo.

3. Los particulares, siempre que cumplan dos condiciones:

· Que el acto que impugnan les afecte de una manera directa.

· Que les afecte de forma individual.

Esto hace que algunos actos queden excluidos de la posibilidad de impugnación por los particulares. Este tipo de acto son los Reglamentos y, sobre todo, las Directivas que pueden afectar de una forma individual, pero no directa. Por tanto, es difícil que un particular pueda impugnar normas de carácter general, lo cual intenta subsanar la excepción de ilegalidad.

Existe un plazo para la interposición de este recurso que es de dos meses a contar desde la publicación de un acto, si se trata de un acto que tiene que ser publicado (no todos tienen este requisito), o de la notificación, o bien del simple conocimiento si tampoco tiene que ser notificado o ha faltado la notificación. 

El plazo es importante porque puede salvarse también por otras vías, en el caso que se hubiera aprobado un Reglamento ilegal, que podría ser atacado después de una manera indirecta, aunque hayan pasado los dos meses para hacerlo de forma directa a través del recurso de anulación. Para atacar un acto una forma directa hay que hacerlo en los dos meses.

Está legitimada pasivamente cualquier institución comunitaria que esté en condiciones de provocar actos que produzcan efectos frente a terceros: Consejo, Comisión, Parlamento y BCE. 

Las causas para ello (que constituyen el núcleo de la cuestión) están tasadas expresamente y sólo las del artículo 230 son utilizables, tratándose de causas que proceden desde los primeros momentos y que no han sido modificadas:

Incompetencia a la hora de dictar el acto, defecto de competencia que puede, a su vez, ser de dos tipos:

Puede ser competencia interna del órgano que la dictó porque la competencia correspondía a otro órgano o institución comunitaria.

Puede ser una incompetencia externa, que la Comunidad no tenga competencia para dictar este tipo de acto. Esto ya no se trata de una vulneración de las reglas comunitarias, sino de una infracción de las reglas de distribución de funciones entre la Comunidad y los Estados.

Vicios sustanciales de forma. 

Este motivo se puede subdividir en dos defectos de carácter procedimental: 

1. 
Que se haya vulnerado una norma sustancial que determinaba el procedimiento de adopción de aquel acto. 

2. 
Que se haya omitido, por ejemplo la petición de un dictamen que era preceptivo, aunque no fuera vinculante, es indiferente. 

Que sea un defecto en la fase final del acto. Por ejemplo, actos que por su valor tienen que ser publicados y no se publican, o no se notifican si tienen que serlo, o que falta la firma, etc. etc.

Violación de los Tratados Fundacionales o de las normas jurídicas relativas a la ejecución de dichos Tratados (art. 230 CEE), lo cual significa vulneración del Derecho Comunitario, sea la norma que sea la vulnerada, vulneración de los Tratados que lo es de las normas constitucionales de las Comunidades, pero también de cualquier otra norma comunitaria puesto que todas tienen como finalidad el cumplimiento de los tratados, por tanto en este motivo cabe cualquier vulneración de la legalidad comunitaria, sea la que expresan los Tratados (la constitucional entre comillas), sean las otras normas comunitarias de legalidad, llamémosle, “ordinaria”.

Desviación de poder. Se trata de un motivo muy importante del derecho francés, que quiere decir un apartamiento del acto impugnado de las finalidades legítimas que tenía que conseguir la actuación comunitaria, respetando los procedimientos y las formas. 

La desviación de poder consiste en actuar formalmente de acuerdo con la legalidad, pero persiguiendo objetivos o finalidades que son ilegítimas, que no están amparadas por el derecho comunitario. Puede haber una actuación formalmente correcta, pero atacable porque se desvía de las finalidades que puede perseguir.

Estos cuatro motivos del artº 230 cubren todos los casos de lo que en realidad es una sola cosa: la protección de la legalidad comunitaria, del principio de legalidad comunitaria que hay que hacer cumplir a las propias instituciones comunitarias:

· Las que distribuyen competencias

· Las que establecen los procedimientos y las formas,

· Las sustantivas y

· La desviación de poder.

En Tribunal, una vez  recibe el recurso por esta y tras la instrucción correspondiente, dicta sentencia. Sus efectos son:

Que si estima el recurso, solo puede declarar el acto “nulo y sin valor ni efectos”, nulidad que es “ex tunc” , es deci5r, desde el momento de ser dictado el acto y por tanto, hay que eliminar todos los efectos que haya podido provocar. 

Y ello es frente a todos, “erga omnes”, porque el texto del Tratado no deja alternativa al respecto, es tajante.

3) EL RECURSO POR OMISIÓN O DE INACTIVIDAD
Existe una tercera vía que posibilita el control de actos de las Comunidades que es el recurso de inactividad o de omisión. Consiste en controlar o sancionar por el TJC las omisiones por parte de las instituciones comunitarias (artículo  275.

El objeto del recurso son “no actos, sino omisiones” en el caso que sea una abstención de una institución comunitaria respecto de una cuestión en que los Tratados obligan a actuar. Son abstenciones de pronunciarse por parte de una institución comunitaria contra la obligación positiva de actuar que fija el derecho originario con carácter general.

Hay, también, dos tipos de legitimados activos:

Legitimados privilegiados: Estados miembro e instituciones comunitarias, Parlamento, Consejo, Comisión y BCE. Pueden interponerlo con carácter objetivo, sin necesidad de probar interés especial en el caso.

No privilegiados: Los particulares, personas físicas y jurídicas, que no son instituciones comunitarias, y siempre con la condición de no haberles dirigido la institución un acto que sea diferente a un dictamen o a una recomendación cuando los Tratados obligan a dirigirles un acto de carácter obligatorio o vinculante. No se puede reclamar contra la no emisión de un dictamen o de una recomendación
El procedimiento tiene dos fases:

La fase previa o prejudicial:  consiste en dirigir un requerimiento para que actúe el órgano que no lo ha hecho cuando estaba obligado a hacerlo. Hay que darle la oportunidad de enmendar y si no lo hace pasados dos meses, se puede acudir al TJC interponiendo el recurso de inactividad.

Y la fase judicial ante el TJCE: Si el Tribunal lo estima dicta una sentencia que obliga a actuar a la institución comunitaria (actual artículo  233. Es un poco el equivalente al recurso de anulación, pero respecto a actos de omisión, no a actos positivos, y resulta por ello mucho más difícil de atacar.

4) LA EXCEPCIÓN DE ILEGALIDAD
Se halla prevista en el artículo 241 del Tratado CEE, antiguo artículo 184.

Permite un control incidental de la legalidad de una norma de carácter general (Reglamento u otro) que se da en el marco de un procedimiento de impugnación contra un acto que se ha dictado precisamente en aplicación de esta norma general que ahora se cuestiona ante el Tribunal.

Se inicia un procedimiento contra un acto en el TJC y en el transcurso del proceso se revela que el problema está en la norma general que lo posibilita. Es un incidente en el procedimiento (se recurre la multa y se descubre que lo que está mal o es ilegal es la Ley de Tráfico).

Por tanto, el objeto de este tipo de recurso es de normas de carácter general, básicamente Reglamentos. Lo que se exige para ello es que haya una relación directa entre el acto que se conoce en el proceso iniciado y la norma de carácter general que se quiere imputar a través de la excepción de ilegalidad.

Los motivos por los que se puede interponer la excepción de ilegalidad son exactamente los mismos que para el recurso de anulación, y pueden interponerla, básicamente, los particulares, porque está pensado para suplir las trabas que tienen los particulares para impugnar normas de carácter general, aunque también cabe que sea utilizado por los otros legitimados por el recurso de anulación. 

El artículo 241 utiliza una expresión que da pie a que entren estos otros legitimados, al hablar de “cualquiera de las partes en un litigio”, por tanto, no solo particulares.

Tiene la ventaja de que aquí no juegan los plazos, puede interponerse en cualquier momento, haga dos meses o cinco años que se ha dictado el Reglamento. Por el contrario tiene la desventaja de que si el Tribunal da la razón al particular, se inaplica la norma, pero no se anula. 

5) EL RECURSO POR RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL
El principio de  responsabilidad extra-contractual por actuaciones de la Comunidad fuera de los contratos, viene regulado de forma clara en el artículo 288. 2, y la vía procesal conectada a este principio está prevista en el artículo  235 Tratado del TJCE.

El objeto de este recurso tiene por finalidad permitir a los particulares, tanto a personas físicas como jurídicas demandar a la Comunidad su responsabilidad por una actuación que haya provocado daños. Se trata de demandar la responsabilidad a la Comunidad, no a los Estados, que sería otra cuestión.

Requisitos para interponer el recurso por responsabilidad extracontractual: 

1.
Para poder exigirla se pide que sea una actuación comunitaria, y en general defectuosa, que tenga algún defecto. No es preciso que la actuación sea ilegal en sentido estricto, sino que se haya producido un funcionamiento anormal de las instituciones comunitarias, tiene que darse este funcionamiento irregular de las instituciones comunitarias. Ahora bien, hasta ahora el TJCE no ha conocido ni un solo caso en que haya habido una condena sin un funcionamiento irregular de las instituciones comunitarias. 

2.
Como segundo requisito, se precisa que haya un daño o perjuicio, que sea determinado y evaluable, que afecte a intereses, etc.

3.
Y como tercer requisito, ha de existir una relación de causalidad entre la actuación y el daño.

Están legitimados para interponer el recurso de responsabilidad extracontractual:

1. Están legitimados activamente toda persona física o jurídica que hayan sufrido el daño o los Estados miembros perjudicados.

2. Están legitimados pasivamente, las instituciones comunitarias, por tanto, un Estado puede dirigirse contra ellas demandando la indemnización.

Como último aspecto para que se reconozca que efectivamente hay responsabilidad es necesario que exista una relación de casualidad entre la actuación de la comunidad y el daño  que se ha producido y que el daño sea causa de la actuación de las instituciones comunitarias.

La acción para poder reclamar la indemnización  es de 5 años desde el momento del acto que  produjo el daño.

Fin tema 21.

19-05-2004.

TEMA  22 ( EL CONTROL POR EL JUEZ INTERNO


1) LA APLICACIÓN DEL DERECHO COMUNITARIO POR PARTE DEL JUEZ ESPAÑOL
De acuerdo con los artículos 93 y 96 de la CE, los Tratados Internacionales prevalecen o priman sobre lo dispuesto en la normativa interna y no pueden ser modificados por ley o por cualquier otra disposición de derecho interno.

Por lo tanto, en caso de contradicción entre la norma internacional y la norma interna. La norma interna es inaplicable, es decir, la norma interna no se puede aplicar al prevalecer la norma internacional, de acuerdo con los trámites de los artículos 93 y 96 de la CE.

Una vez suscrito el tratado internacional se convierte en derecho interno, derecho interno que prima sobre el resto de normas de carácter interno. 

Esta idea de eficacia directa del derecho comunitario, su primacía, esta construcción es reconocida hoy en día con absoluta normalidad y aplicada por los tribunales internos, por los órganos judiciales internos,  ya en una STS de 28 de abril de 1987 se recoge esta doctrina y por lo tanto, la primacía del derecho comunitario respecto al derecho interno.

Después se ha reiterado esta doctrina en diferentes pronunciamientos  como ocurre con  otras dos sentencias del TS: la de 24 de abril de 1990 y la de 6 de julio de 1993.

Por lo tanto, estas ideas hay que tenerlas en cuenta como introducción al tema y su aplicación por los órganos judiciales.

En todo caso, es evidente, que los órganos judiciales pueden tener dudas a la hora de  aplicar una norma comunitaria, o pueden tener dudas sobre la validez de una norma comunitaria y para solucionar esas dudas y hacer una interpretación uniforme del derecho comunitario, el TCE prevé una figura procesal concreta que se denomina cuestión prejudicial que a continuación vamos a ver.

2) LA CUESTIÓN PREJUDICIAL ANTE EL TJCE: LA CUESTIÓN DE VALIDEZ Y LA CUESTIÓN DE INTERPRETACIÓN
La cuestión prejudicial viene regulada en los artículos 234 y siguientes del TCE.

En 1er lugar, según el artículo 234, el TJCE es competente para pronunciarse con carácter 

prejudicial sobre la interpretación del Tratado y del derecho derivado.

En 2º lugar, el Tribunal de justicia es competente para pronunciarse  sobre la validez de las normas del derecho derivado.

En 3er  lugar, el TJCE es competente sobre la interpretación de los Estatutos de los 

organismos creados por un acto del Consejo.

Por lo tanto, respecto al Tratado: interpretación.

Y respecto al derecho derivado: interpretación y validez.

Mediante la cuestión prejudicial  un órgano jurisdiccional que esté desarrollando un litigio que requiera la aplicación de una norma comunitaria puede dirigirse al TJCE para que se pronuncie sobre la interpretación o sobre la validez de esa norma.

Una vez que se obtenga la respuesta del TJCE, una vez que sea resulta la cuestión prejudicial (normalmente en dos años), el juez interno resolverá el litigio.

El funcionamiento de la cuestión prejudicial es el siguiente: un juez interno ante un litigio  plantea al  TJCE que una norma comunitaria le plantea sudas o si le pide la aplicación de una norma comunitaria respecto a la que duda. En estas situaciones, el juez interno para asegurar que haya una interpretación uniforme del derecho comunitario puede acceder al TJCE.

Un par de nociones que es importante tener en cuenta:
En 1er lugar, hace falta un litigio, en el que se va aplicar una norma comunitaria.

En 2º lugar,  el TJCE no se va a pronunciar ni sobre el caso concreto ni tampoco se va a pronunciar sobre la normativa interna, sólo va a hacer referencia a la interpretación del derecho comunitario que se plantee, cual es la interpretación correcta o sobre la validez de una norma de derecho comunitario pero no va a pronunciarse sobre cuestiones de derecho interno.

El TJCE da las pautas al juez interno que le ha planteado la cuestión pero no va a valorar la normativa interna.

Pero ¿ Qué se entiende por organismo jurisdiccional?. El concepto de órgano jurisdiccional nos lo da el TJCE que nos ha dado las pautas, las características que tiene que tener un órgano para ser considerado órgano jurisdiccional. A tales efectos existen varios criterios:

1º.
Origen legal del órgano, un órgano creado por Ley del derecho interno.

2º.
El órgano ha de ser permanente, no puede ser un órgano creado “ad hoc”.

3º.
Que su jurisdicción sea obligatoria, no voluntaria.

4º.
Que los procedimientos sea contradictorios, que cada parte pueda defender sus intereses.

5º.
Que sea un órgano que aplique normas jurídicas, que aplique derecho.

6º.
Que sea un órgano independiente.

Estos son los criterios que se han de aplicar. De todas maneras se aplican con cierta flexibilidad por parte del TJCE. Así por ejemplo respecto a nuestro derecho ha considerado como órganos judiciales: 

· Al  Tribunal de la Competencia, aunque es un órgano administrativo.

· A los Tribunales Económicos Administrativos, al reunir las características de carácter general, aunque no tengan carácter judicial.

· En cambio, NO tiene carácter de órgano judicial el Consejo de Estado, ya que se trata de un órgano consultivo y no reunir estos requisitos, aunque si alguno como su carácter independiente.

En todo caso, debe tenerse en cuenta que los órganos judiciales inferiores tienen la posibilidad de plantear una cuestión prejudicial de interpretación pero no están obligados.

Si que lo están, en cambio, los órganos  judiciales superiores o de última instancia.

Si se trata de una cuestión de validez, si se tienen dudas sobre la aplicación de una norma comunitaria debe presentarse en cualquier caso, sea el órgano inferior o de última instancia.

Respecto al procedimiento hay que tener en cuenta que:

1º.
El procedimiento interno  se paraliza hasta que haya una  resolución del TJCE.

2º
En el proceso que se desarrolla en el TJCE, aparte del órgano judicial que plantea la cuestión prejudicial, también pueden plantearla al TJ las partes del proceso interno, es decir, los estados miembros y las instituciones comunitarias. Todos ellos pueden presentar observaciones.

Se permite la intervención de los estados porque la intervención del Tribunal de Justicia es 

vinculante para los  Estados.

1.
En el caso de la cuestión de interpretación, la sentencia vincula al juez que planteó  la cuestión y también al resto de órganos judiciales, aunque no se haya sido parte del  proceso.

2.
En el caso de una cuestión de validez, supongamos que si se estima que el acto es totalmente inválido, al ser contrario al Tratado, en ese caso, el pronunciamiento del Tribunal vincula también a los órganos judiciales, poderes públicos, etc. Por lo tanto, no podrán aplicar esa norma.

Lo que ocurre en este caso, lo que no puede hacer el Tribunal es modificar, o anular esa 

norma. Lo que ocurre es que no se podrá aplicar esa norma, ya que ese acto sólo podrá 

se modificado o eliminado por la institución que lo dictó.

Si el pronunciamiento del Tribunal en la cuestión de validez indica que el acto es 

válido, que no es inválido por los motivos que se han alegado. No obstante, pueden 

alegarse otros motivos, los cuales darían lugar a una segunda cuestión prejudicial.

Finalmente, la sentencia produce efectos desde que se dictó el acto, salvo que la misma 

establezca lo contrario.

Fin tema 22.

V. LAS LIBERTADES Y LAS POLÍTICAS COMUNITARIAS

TEMA  23 (
LAS LIBERTADES DE CIRCULACIÓN COMO FUNDAMENTOS DE LA COMUNIDAD


En las versiones originarias de los Tratados comunitarios, las libertades de circulación se denominaban, de forma expresa, los fundamentos de la Comunidad porque ésta nació con el objetivo inmediato de hacer efectivas las cuatro grandes libertades de circulación:

Trabajadores,

Servicios

Establecimiento

Prestación de servicios,

Mercaderías y

Capitales.

Es decir, los cuatro grandes factores económicos. En el Tratado de Roma se explicitaba que el objetivo de la creación de las Comunidades era crear lo que se denominaba entonces el “mercado común”. Y hasta tal punto era importante como objetivo que la propia Comunidad se identificaba con este nombre de Mercado Común. Incluso hoy hay quien sigue denominándola de esta forma, evidentemente ya con un cierto aire de desfasado.

Mercado Común significa establecer, en primer lugar, una unión aduanera o frontera arancelaria exterior común a los diversos miembros, y, en segundo lugar, estableciendo la libertad de circulación de los cuatro grandes factores en el interior de dicho Mercado Común. El mercado interior consiste en unificar las fronteras exteriores frente a terceros y eliminar las interiores, es decir, establecer la libre circulación.

Y esto se realizó consiguiendo primero la unidad aduanera, para lo cual se estableció un límite temporal hasta el 31 de Diciembre de 1969. Tenía que haberse conseguido antes de dicho tope, y cabe consignar que se consiguió. Fue un éxito.

En cambio, hubo dificultades mayores para eliminar las fronteras interiores, porque la creación de un espacio de libre circulación significa eliminar las fronteras interiores, tanto físicas o de control en frontera, como las de carácter técnico, determinadas por la exigencia de diferentes requisitos técnicos de la producción, y por las de carácter fiscal determinadas por una fiscalidad diferente de las mercancías y de los otros factores. La realización del Mercado es la lucha contra estas tres barreras:

Físicas,

Técnicas y 

Fiscales.

Y aún hoy estamos, en parte, en este proceso de eliminación porque aún subsiste algún punto al respecto. Habiendo todavía diferencias técnicas y fiscales se puede considerar que no se ha realizado todavía el objetivo del mercado interior. 

Y esto es así debido a que es más difícil eliminar este tipo de barreras, o los controles sanitarios, que las barreras arancelarias, y ello es debido a que esto implica la modificación de las respectivas legislaciones interiores de cada país. Y además, todo ello coincidió con la crisis económica de los años 70’s que ha venido a ser una de las más duras que se conocen. 

Y en una situación de crisis inmediatamente resurgen los proteccionismos nacionales o nacionalistas. Y lo que ocurrió fue que se frenó el Mercado Común precisamente por la resistencia de los Estados al adoptar medidas de protección nacional. Y esto impidió también la unión monetaria que estaba prevista desde el año (informe WERNER) y que no ha sido posible hasta 1992. Se fue muy deprisa con el objetivo aduanero y muy lentamente con el resto.

Otro impulso, podríamos decir que el definitivo, para este espacio único económico, vino con el Acta Única Europea de 1985 y el informe DELORS del mismo año. 1985 marca un nuevo ritmo. Ya no se llama mercado común sino mercado interior. El objetivo es ahora el mercado interior y esto da una idea de la profundidad que se quería obtener. Es un  paso más para llegar a la integración y creación de un mercado como si fuera un mercado nacional.

Esto se hace poniendo en marcha una serie de medidas concretas, más de 300, contenidas en el informe DELORS y utilizando los nuevos instrumentos que el Acta Única Europea ponía en manos del Consejo y de la Comisión, y fijando una nueva fecha como objetivo que era el año 1992. Esto quiere decir hacer efectivas las libertades de circulación de trabajadores, servicios, capitales y mercaderías.

Esto se intentaba hacer abriendo los mercados nacionales de cada Estado miembro a los factores económicos, personas y bienes, procedentes de los otros Estados miembro, de tal forma que dichos factores, personas y bienes, tengan libre acceso al propio mercado, por una parte, y, en segundo lugar, permitir, una vez accedidos, que sean tratados exactamente igual, en igualdad de condiciones que los factores nacionales. Y esto es fundamental: libertad de acceso, por una parte, e igualdad de condiciones o principio de no discriminación con los nacionales del país, por la otra. Y esto es común a las cuatro libertades.

Fin tema 23.

TEMA 24 ( LAS LIBERTADES DE CIRCULACIÓN (II)


1) LA LIBRE CIRCULACIÓN DE MERCANCÍAS
Por orden de importancia es la primera de las cuatro  grandes libertades. Hay quien ha legado a decir que la propia Unión Europea es fruto de la libre circulación de mercaderías. La libre circulación de mercancías ha sido el verdadero desencadenante de muchos de los procesos de integración que hoy existen. Su importancia ha sido y es capital.

El objetivo básico de esta libertad, viene regulado  en los artículos 23 a 31 del  TCEE, el que una mercancía pueda moverse o circular por todo el territorio comunitario europeo sin conocer traba alguna, de la misma forma que lo haría en un mercado nacional consolidado, sin conocer más obstáculos de los que conocería dicho mercado nacional consolidado.

En este concepto nos encontramos de nuevo con los dos elementos básicos y comunes al resto de las libertades de circulación, es decir: Al desplazamiento y No discriminación por motivos de nacionalidad.

Esta libertad de circulación de mercaderías se consigue actuando en tres frentes o  direcciones diferentes:

1.
Las libertades referidas a las personas como son la libre circulación de trabajadores (artículos 29 a 42 del TCEE, numeración de T de Ámsterdam).

2.
Libertad de establecimiento y,

3.
Prestación de servicios (artículos 43 a 55 CEE).

En cuanto a las libertades que se proyectan sobre las cosas, está la libertad de circulación de mercaderías (artículos 23 a 31 del TCEE) y la libre circulación de capitales (artículos  56 a 60 del TCE).

Importantes son las medidas de efectos equivalentes. Es aquí donde ha habido la mayor parte de los problemas para la libre circulación de mercancías.

Para que sea posible la libre circulación de mercancías es necesario algunas medidas de acompañamiento. Así: 

En primer lugar, políticas de la competencia para que desde los Estados no se pueda falsear el mercado y las condiciones en que las mercancías se desenvuelven en el mercado y para conseguir que haya igualdad de condiciones entre los diversos mercados nacionales.

Y en segundo lugar, políticas de cohesión. Los famosos fondos estructurales y fondos de cohesión que permitan la existencia de un desarrollo armónico de los diversos mercados que se quieren unificar, porque de otra forma, lo único que se hace es desarrollar los mercados de las economías más fuertes en detrimento de las más débiles. Y esto se consigue, sobre todo, sobre la base de una política de subvenciones.

Algunas cuestiones concretas del régimen de la libre circulación:
1º.
“Cualquier producto valorable en dinero y objeto de una transacción comercial lícita”. Por lo tanto, cualquier mercancía susceptible de valorar en dinero que pueda ser objeto de una transacción comercial lícita.

Para que pueda beneficiarse de la libre circulación, la mercadería tiene que ser europea, de la misma forma que los beneficiarios de la libre circulación de trabajadores eran los trabajadores comunitarios. Es lo mismo. Pero, ¿cuándo es europea una mercadería?.

Aquí es donde vienen los problemas porque se dice que tiene que ser producida o elaborada en el territorio comunitario. Pero a veces es difícil establecer la diferencia entre producir y elaborar (fabricación o ensamblaje). 

Un coche montado en Europa con piezas fabricadas fuera, ¿es o no es producto comunitario?. En este caso lo es. ¿Y si solo se le incorpora el motor y todo lo otro viene de fuera?. ¿Y en el caso de la confección con tejidos importados o que simplemente se etiquetan en Europa?.

Aquí lo que hay es una serie de reglamentaciones comunitarias que van determinando, casi producto por producto, el grado de elaboración que permite decir si se trata o no de un producto comunitario.

2º.
Hay otra posibilidad de que una mercadería se beneficie de la libre circulación que son las llamadas mercancías puestas en práctica en el mercado comunitario. Esto, lo que se llama “libre práctica”, quiere decir que las mercaderías en cuestión han entrado en el territorio comunitario pagando los correspondientes derechos arancelarios que correspondan y, una vez entradas, pueden circular libremente por todo  el territorio comunitario. Por lo tanto, ambos tipos de mercaderías, las comunitarias y las “en libre práctica” (pagados los aranceles) se benefician de la libertad de circulación.

3º.
Las medidas de efectos equivalentes a las restricciones cuantitativas: La Comisión, a través de una Directiva de 1970, (la 50/70), las definió como cualquier norma o cualquier práctica de un Estado que de forma directa o indirecta implicarían las mismas consecuencias restrictivas para los intercambios comerciales, de tal manera que dicho producto al que se aplican estas prácticas, tenga una comercialización más difícil u onerosa que si se tratara de un producto nacional.

Aquí lo decisivo de esta definición es el concepto de discriminación. Hay una medida de efecto equivalente a una restricción cuantitativa cuando se trata de prácticas que hacen más difícil la comercialización de un producto que la de un producto interno. De esta definición quedan fuera las llamadas “medidas indistintamente aplicables”.

4º.
Las medidas indistintamente aplicables quedan fuera de la definición. Esto quiere decir que si no hay discriminación no hay obstáculo a la libre circulación, prohibido por el Tratado CEE. Si es una práctica que se aplica por igual a un producto nacional y a uno exterior, no existe una medida de efectos equivalentes a una restricción cuantitativa que es lo que prohíbe el Tratado. Y, por tanto, sería admisible la medida de aplicación indistinta. Esta es la posición de salida de la Comisión.

Pero esta no fue la posición del TJCE y esto provocó que durante mucho tiempo se utilizara un concepto mucho más estricto de medidas de efecto equivalente y prohibió medidas que la Comisión habría aprobado.

En la Sentencia DASSONVILLE, de 1974, el TJCE consideró que eran medidas de efecto equivalente todas aquellas normas o prácticas de los Estados miembros “susceptibles de obstaculizar, directa o indirectamente, el comercio comunitario”. 

Esta es una definición extraordinariamente amplia, porque prácticamente cualquier diversidad en las reglamentaciones técnicas, por ejemplo, pueden llegar a caer dentro de este concepto amplio de medidas de efectos equivalentes a las restricciones cuantitativas, y por tanto, tendrían que estar prohibidas por el Tratado. 

Si la normativa de fabricación de neveras en Alemania es distinta a la de España, ya estamos en el caso, obligando a una cosa que es prácticamente imposible, cual es la armonización de todas las  reglamentaciones técnicas de todos los productos. 

Pero esto es imposible, no se pueden eliminar estas diferencias porque supondrían un daño gravísimo a la seguridad y a la salud, por ello el Tribunal tuvo que rectificar esta posición inicial y tuvo que aceptar que se podían establecer algunas restricciones a la circulación, siempre y cuando no supusieran discriminación y siempre que fueran para satisfacer exigencias imperativas, refiriéndose a la protección de la salud, del medio ambiente y los derechos de los consumidores, básicamente. Este cambio lo hizo en la Sentencia CASSIS DE DIJON, de fecha 20 de Febrero de 1979.

Y finalmente, en la Sentencia KENK, de 24 de Noviembre de 1993, abandona  definitivamente el concepto amplio de la Sentencia DASSONVILLE para ir al concepto de medidas de efectos equivalentes a las restricciones cuantitativas que previamente había definido la Comisión. Esto es, que se pueden dictar por los Estados medidas que objetivamente son un obstáculo a la libre circulación siempre y cuando se trate de medidas indistintamente aplicables, que no introduzcan discriminación entre productos nacionales y de otros estados comunitarios. 

Pero no cualquier tipo de obstáculo, obstáculos o restricciones a la libre circulación que: 

Que guarden una relación de adecuación con finalidades que se puedan perseguir legítimamente. Por ejemplo, protección de la salud, o del medio ambiente, de los derechos de los consumidores y

Que guarden una relación de proporcionalidad respecto a estos mismos objetivos básicos.  Por tanto, si no hay discriminación, si se persiguen finalidades legítimas (salud, medio ambiente, etc.), si la medida es adecuada y proporcional para la consecución de estas finalidades, pese a que sean obstáculo a la libre circulación, no se halla dentro del campo de prohibiciones del Tribunal.

Ahora bien, aunque la medida reúna técnicamente estas condiciones, la diversidad de reglamentaciones continúa provocando obstáculos a la libre circulación de mercancías. No es lo mismo que hay una reglamentación o que haya 15. Aunque todas ellas sean adecuadas, no deja de ser un obstáculo, por tanto el hecho de la diversidad hay que resolverlo de alguna forma porque impide la plena efectividad de la  libre circulación.

Pero, ¿qué hay que hacer para evitar que esta diversidad sea un obstáculo objetivo a la libre circulación?, ¿cómo se hace?. Históricamente la Comisión ha pretendido eliminar la diversidad a través de la armonización de la legislación, a través de Directivas que establecían las reglamentaciones técnicas que se tenían que adoptar y que luego tenían que ser transpuestas a los derechos internos de cada Estado miembro. Pero esto es muy costoso porque hay muchos productos y, además, la 
técnica va siempre muy por delante de la reglamentación; sería una rueda sin fin y muy poco efectiva. La vía de la armonización total es muy difícil.

Por esto se quiso cambiar el punto de vista y en lugar de una armonización total para todos los productos se quiso pasar al método del “reconocimiento mutuo” que es lo que se puso en práctica en la Sentencia CASSIS DE DIJON: 

Para asegurar la libre circulación de mercaderías ya no se trata de hacer una reglamentación europea a través de Directivas, sino que se trata de que una mercancía que ha entrado válidamente en un mercado, pueda entrar válidamente en los otros mercados aunque no cumpla las condiciones técnicas de estos otros mercados. 

El “reconocimiento mutuo” significa admitir que todos los Estados persiguen los mismos objetivos y, por tanto, si un juguete puede ser comercializado en Austria, nada impide que lo sea en España o Portugal, aunque no cumpla la reglamentación española o portuguesa. Se considera que hay una equivalencia de objetivos.

El peligro de esto es que se relaje la reglamentación de un país, con unas exigencias muy bajas que sean inaceptables para los demás. Este riesgo se evita a través de la armonización de la legislación, pero no ya de carácter general, sino de carácter selectivo, de unas normas generales que hay que asegurar que cumplan todos los productos. Y esto es lo que se ha hecho, combinar el “reconocimiento mutuo” por una parte, con una armonización selectiva por la otra.

Y un tercer elemento fundamental, que es el intercambio de información, de forma que cuando un Estado quiere aprobar una reglamentación técnica tiene que comunicarla a la Comisión y a los otros Estados que pueden formular objeciones por considerar que no se cumplen los mínimos que luego permitirán el reconocimiento mutuo por parte del resto de Estados.

Y este nuevo enfoque es lo que ha permitido el avance de la libre circulación de mercaderías, porque por la vía de la armonización hoy no estaríamos en la situación de efectividad de que se disfruta actualmente.

Pero esto no se aplica con carácter general, puede haber restricciones (artº 30 Tratado CEE) por motivos de orden público, de moralidad pública, de protección del medio ambiente, seguridad pública, preservación de la vida de las personas y los animales, protección de vegetales, protección del patrimonio histórico artístico y arquitectónico y de la propiedad industrial y comercial. Estos motivos pueden justificar que un Estado restrinja la circulación de  determinados productos. (Hay países que permiten la circulación de drogas que no están permitidos en otros países).

Pero todas ellas con la condición de que constituyan medidas discriminatorias de carácter encubierto, lo cual vendrá determinado, en caso de duda, por el TJC. 

Pero lo importante son las medidas de efectos equivalentes. Es aquí donde ha habido la mayor parte de los problemas para la libre circulación de mercancías.

La supresión de barreras aduaneras y la creación de una frontera exterior común, creando una Unión aduanera. Esto se hizo muy rápidamente.

La supresión de todos los obstáculos no arancelarios a la libre circulación de mercancías, lo cual resulta más difícil de conseguir. Obviamente, al crear una unión aduanera se suprime un obstáculo a la circulación cual es los derechos de importación y exportación, pero éstos no son los únicos obstáculos que pueden impedir la libre circulación. Hay otros, de carácter no arancelario, que son los que prohíbe el artículo  3º TCEE:

Restricciones cuantitativas a la importación y exportación.

Primero. Medidas de efectos equivalentes a las restricciones cuantitativas.

Segundo. Restricciones cuantitativas, o sea, los cupos o contingentes a la importación o exportación de determinados productos. 

2) LA LIBRE CIRCULACIÓN DE PERSONAS
En cuanto a la Las tres libertades referidas a las personas: trabajadores, de doble  establecimiento y de prestación de servicios, tienen en común algunos elementos que es preciso señalar:

Las tres tienen en común permitir el libre desplazamiento de las personas de uno a otro Estado, la libre elección de residencia en cualquier Estado miembro  y la igualdad de trato respecto a los nacionales del país y en tres casos, para realizar actividades económicas. 

Pensemos que, en su origen, las Comunidades nacieron para conseguir n Mercado Común, con una funcionalidad eminentemente económica. Inicialmente, el Tratado de Roma no otorga libertades como ciudadano sino como trabajador, empresario o prestador de servicios. Hay posibilidad de trasladarse a otro Estado para trabajar o para dar servicios, pero en ningún caso desvinculado de una actividad económica. Éste es el contenido básico de las libertades de circulación.

Existe también alguna tendencia común a las tres libertades a tener en cuenta:
Hay una primera tendencia que se puede observar al uniformizar el contenido de las tres libertades comunitarias:  

· La de circulación de trabajadores, consiste en la posibilidad de desplazarse las personas que realizan trabajos por cuenta ajena. Este es el concepto europeo de trabajador.

· La libertad de establecimiento, significa lo mismo, para prestar servicios empresariales o profesionales en un Estado distinto del propio.

· Y la tercera libertad es la prestación de servicios a personas de nacionalidad distinta, con o sin desplazamiento.

Al final lo que se ha producido es la igualación del contenido básico de las tres libertades y se puede decir, aunque no sea totalmente exacto, que las tres libertades son una sola que consiste en la posibilidad de las personas de realizar actividades económicas en cualquier parte del territorio comunitario, en condiciones de igualdad con los nacionales del país.

También común a las tres libertades, que acaban siendo una, es a la pérdida de la funcionalidad económica que inicialmente dominaba las tres libertades, de forma que, con el tiempo, las tres se convierten, cada vez más, en libertad de las personas pero en tanto que ciudadanos de los Estados miembro, que por el hecho de serlo puedan desplazarse a cualquier Estado, puedan elegir su residencia y sean tratados en igualdad con los propios nacionales.

Hoy en día los dos primeros elementos están prácticamente conseguidos. Lo que ya no es tan exacto es lo de la igualdad de trato en todos los aspectos. En actividades económicas, sí, pero no si no se realizan actividades económicas. 

Por ejemplo, se tiene derecho a cobrar lo mismo que un trabajador francés, si se está en Francia, a disfrutar de la enseñanza, o de la SS., derechos sindicales, etc. Pero si se decide vivir en un país comunitario sin trabajar, podrá haber algún aspecto sin igualdad de trato a los nacionales (renta de inserción o salario de subsistencia, por ejemplo). La tendencia es a eliminar estas limitaciones económicas del derecho a elección de residencia e igualdad de trato, pero no se ha conseguido aún del todo.

A partir de aquí hay que hacer algunas indicaciones sobre estas libertades consideradas de forma individual.

En cuanto a la libre circulación de los trabajadores, su ámbito de aplicación implica dos requisitos:
1º.
Cada Estado puede decidir lo que entiende por relación laboral. Por ejemplo, la vinculación de un funcionario con la Administración es típica de cada país. O la de un futbolista con su club, o la de un directivo con su empresa, puede ser una relación laboral o puede ser de otro tipo. No siempre resulta fácil de determinar.

Porque hay esta posibilidad de diferencia entre el Derecho Laboral y el trabajo en los 15 países (hoy 25) es por lo que se ha ido a un concepto europeo de trabajador que ha construido el TJC entendiéndolo como “aquella persona que realiza una prestación laboral por cuenta ajena a cambio de una remuneración”. 

Esto es a efectos de libertad de circulación de trabajadores, porque puede ser que no sea suficiente para el derecho interno. Los funcionarios en España no están regulados por el Derecho Laboral, pero entran en el concepto europeo a los efectos de libertad de circulación.

2º.
Que sean nacionales de un Estado miembro, porque la ciudadanía europea no es una ciudadanía autónoma, para tenerla hay que ser previamente nacional de un Estado miembro. Y esta condición se adquiere de forma exclusiva a través del derecho interno. Aquí no hay concepto europeo de ciudadano como teníamos en el caso anterior. Lo único que interesa es determinar que una vez se tiene la condición de nacional, automáticamente se puede aplicar la libre circulación de trabajadores.

Esto en España no ofrece problemas porque el Código Civil tiene un solo tipo de ciudadano, no hay intermedios, pero hay otros sistemas jurídicos, por ejemplo Inglaterra, que tienen distintas gradaciones de ciudadanía.

El contenido de esta libertad:

1º.
Es acceder al mercado de trabajo de otro Estado miembro diferente del nacional. Ello quiere decir desplazarse y residir, implica, por lo tanto, libertad de desplazamiento y libertad de residencia. 

2º.
Permanecer en aquel mercado de trabajo en condiciones de igualdad que los nacionales. Es decir, si una persona que trabaja en otro país es despedida no pierde la libertad de circulación, puede continuar en el mismo lugar en las mismas condiciones que los nacionales: subsidio de paro, subvenciones, etc. 

Esto se extiende además de la relaciones laborales, sino también a la SS enseñanza, derechos sindicales, sanidad, vivienda, etc., etc.

Esta libertad, no obstante, no es absoluta. No todo trabajador tiene derecho, en todo caso a exigirla. Se dan algunas exclusiones y limitaciones.

En cuanto a las exclusiones (artículo  39.4 del TCE):

Toda persona que trabaje en la Administración Pública. Esta circunstancia ha sido interpretada restrictivamente por el TJCE, de forma que no queda excluido cualquier lugar de trabajo, sino solo los que implican ejercicio de autoridad.

La Sentencia de 1980 contra Bruselas: “Solo los trabajos que comportan participación directa o indirecta en el ejercicio del poder público o en funciones que tengan por objeto la salvaguarda de los intereses generales del Estado u otras colectividades públicas”, pero no los otros trabajos de la Administración Pública que no tiene que ver con el ejercicio de la autoridad (un auxiliar administrativo, o un catedrático, por ejemplo). Sin embargo, el Juez, queda excluido porque él sí que ejerce una autoridad.

Hay, además, límites que pueden establecerse en carácter singular por motivos de 

Orden público: Seguridad pública o Salud pública, siempre y cuando, interpretando que estos motivos hacen referencia y se tienen que aplicar según la conducta individual de cada persona; tiene que ser el individuo quien constituya un peligro, no puede ser un peligro de carácter genérico (recuérdese la Sentencia VAN DUYN).

3) LA LIBERTAD DE ESTABLECIMIENTO Y DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS
La libertad de circulación de personas tiene otras dos vertientes no referidas al trabajo en sentido estricto, sino a actividades empresariales y profesionales y aquí se distingue entre libertad de establecimiento y libre prestación de servicios. 

La libertad de establecimiento consiste en la realización de actividades no asalariadas, pero sí económicas (profesionales o empresariales) por parte de nacionales de un Estado miembro pero en otro Estado miembro, usando como base un Estado miembro distinto del suyo propio, en condiciones de igualdad respecto a los nacionales del Estado donde se lleva a cabo la actividad. Es el caso del dentista, o del arquitecto francés que se instala en España.

La  libertad de circulación de trabajadores comparte el mismo nivel de contenido. Permite la entrada en otro país comunitario, permite establecerse en el país, residir en él  y realizar una actividad económica, en este caso no asalariada, en condiciones de igualdad respecto a los nacionales.

Comparte, pues, el principio de NO discriminación, parte esencial de todas las libertades, y comparte las mismas limitaciones. Por tanto hay una exclusión que se aplica cuando haya un ejercicio de autoridad pública (artículo  45), y las mismas limitaciones, siempre referidas a la persona concreta y nuca de carácter genérico.

La libre prestación de servicios. Consiste en el derecho de prestar servicios de , actividades no asalariadas a nacionales de un Estado miembro en un país comunitario distinto del que es el país del destinatario de los servicios. Aquí no hay desplazamiento del que presta los servicios, sino de quien los recibe (Ir al dentista a Francia). Y el caso se puede complicar porque puede ser que el dentista, que reside en Francia, sea de nacionalidad alemana.

En este caso, la única diferencia respecto a la libertad de establecimiento es la base territorial desde que se presta el servicio. Lo demás es idéntico: hay libertad de entrada para recibir el servicio y ejercicio de esta actividad en igualdad de condiciones de los nacionales del país donde el servicio se presta.

4) LA LIBRE CIRCULACIÓN DE CAPITALES
Se halla regulada en los artículos 56 a 60 CEE, Ámsterdam, y en ellos hay que distinguir dos aspectos:

La libertad de pagos, consistente en la posibilidad de efectuar un pago en valor eb un país diferente del nacional, como consecuencia de una transacción económica. Es, por tanto, una contraprestación a una transacción previa. Esto no es libre circulación de capitales; está directamente vinculada a la libre circulación de mercancías o, en su caso, a las otras libertades de circulación. Puede ser a la de personas o a la prestación de servicios, pero necesariamente tiene que haber una prestación previa.

Y la libertad de circulación de capitales. que consiste en la posibilidad de colocar capital o valores en cualquier país comunitario sin que sea una contraprestación. El objeto de la transacción es el propio capital, es la posibilidad de colocar capital en cualquier país comunitario.

Hoy ha perdido trascendencia, pero cuando no existía esta libertad era importante distinguir entre pagos y circulación de capitales.. Hoy ya es prácticamente total la libertad de circulación de capitales establecida en Maastricht 92 y en el marco de la Unión Monetaria Europea. Con la moneda única queda instalada de forma sólida y definitiva.

De todas formas, el Tratado de Maastricht establece alguna cautela o posibilidad de restringir estos movimientos de capitales si provoca distorsión grave en el funcionamiento de los mercados financieros del país en cuestión, y de hecho ha ocurrido en alguna ocasión cuando las turbulencias de cambio previas a la moneda única.

Frente a esta posibilidad, el Tratado de Maastricht toma ciertas precauciones de salvaguarda que, básicamente, permiten que un país restrinja la libre circulación de capitales si su sistema financiero se ve seriamente afectado. 

No obstante, tienen que ser adoptadas no por el país, sino por el Consejo, a propuesta de la Comisión, con un informe del BCE. Y la medida tiene que ser frente a terceros países, no frente a países comunitarios. Se trata de limitaciones importantes a la posibilidad de establecer limitaciones. Se puede decir, pues, que la libertad de circulación de capitales es plena y efectiva en la actualidad.

Fin tema 24,  hasta aquí lo que puede entrar para examen.
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